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1) TEXTO DE LA CITACION 


«Montevideo, 3 de setiembre de 1999. 


La CAMARA DE SENADORES se reunirá en sesión ordi- 
naria, el próximo martes 7, a la hora 16, a fin de informarse de 
los asuntos entrados y considerar el siguiente 


ORDEN DEL DIA 


1% Proyectos de resolución elevados por la Comisión 
de Asuntos Administrativos relacionados con las 
solicitudes de venia del Poder Ejecutivo para des- 
tituir de sus cargos: 


a un funcionario del Ministerio de Educación y Cul- 
tura. (Plazo constitucional vence 9 de noviembre de 
1999). 


(Carp. N* 1456/99 - Rep. N* 966/99). 


a un funcionario del Ministerio de Relaciones Ex- 
teriores. (Plazo constitucional vence 3 de octubre 
de 1999). 


(Carp. N* 1141/98 - Rep. N* 972/99). 


2%) Mensaje del Poder Ejecutivo solicitando venia para 
exonerar de su cargo a una funcionaria del Minis- 
terio de Economía y Finanzas. (Plazo constitucio- 
nal vence 29 de setiembre de 1999). 


(Carp. N* 1412/99 - Rep. N* 970/99). 


3%) Discusión general y particular del proyecto de ley 
por el que se reglamenta el funcionamiento de los 
bancos de datos. 


(Carp. N* 1043/98 - Rep. N* 973/99). 


4%) Exposición de treinta minutos del señor Senador 
Helios Sarthou con motivo de la conmemoración 
de la instalación de la Universidad. 


(Carp. N* 1457/99). 


5%) Continúa la discusión general y particular del pro- 
yecto de ley por el que se aprueba el Código de la 
Niñez y la Adolescencia. 


(Carp. N* 1425/99 - Rep. N* 968/99). 


Discusión general y particular de los siguientes pro- 
yectos de ley: 


6%) por el que se designa con el nombre “España”, la 
Escuela N* 132 de la ciudad de Melo, departamen- 
to de Cerro Largo. 


(Carp. N* 1445/99 - Rep. N* 954/99. Anexo 1/99). 


7% 


8%) 


9%) 
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— 


11) 


12) 


13) 


14) 


15) 


16) 


por el que se designa con el nombre “Portones de 
Carrasco”, la Escuela N* 283 del departamento de 
Montevideo. 


(Carp. N* 1422/99 - Rep. N* 955/99. Anexo 1/99). 


por el que se designa con el nombre “Clemente 
Estable”, la Escuela N* 353 de Manga, departa- 
mento de Montevideo. 


(Carp. N* 1432/99 - Rep. N* 956/99). 


por el que se designa con el nombre “Serafín J. 
García”, el Liceo N* 2 de la ciudad capital del 
departamento de Treinta y Tres. 


(Carp. N* 1443/99 - Rep. N* 957/99). 


por el que se designa con el nombre “Sixto Silvino 
Correa Medeiros”, la Escuela Rural N* 33 de la 3a. 
Sección Judicial del departamento de Rocha. 


(Carp. N* 1437/99 - Rep. N* 958/99). 


por el que se designa con el nombre “México” la 
Escuela Jardín de Infantes N* 250 de Aguas Co- 
rrientes, ubicada en la 3a. Sección Judicial del de- 
partamento de Canelones. 


(Carp. N* 1446/99 - Rep. N* 959/99). 


por el que se designa con el nombre “Colectividad 
Italiana”, la Escuela N* 111 de Pando, departa- 
mento de Canelones. 


(Carp. N* 1447/99 - Rep. N* 960/99). 


por el que se designa con el nombre “Rosa Ferrari 
de Ramos”, la Escuela N* 33, del departamento de 
Canelones. 


(Carp. N* 1442/99 - Rep. N* 961/99). 


por el que se designa con el nombre “Ibirapitá”, el 
Centro de Pasantías Diurnas, ubicado en la 3a. Sec- 
ción Judicial del departamento de Canelones. 


(Carp. N* 1441/99 - Rep. N* 962/99). 


por el que se designa con el nombre “República 
del Paraguay”, la Escuela N* 67 del Pueblo Mon- 
tes, departamento de Canelones. 


(Carp. N* 1440/99 - Rep. N* 963/99). 


por el que se designa con el nombre “Nélida Martí- 
nez de Torres”, la Escuela Jardín de Infantes N* 242 
de Cerrillos, departamento de Canelones. 


(Carp. N* 1438/99 - Rep. N* 964/99). 
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17) 


18) 


19) 


20 


== 
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=— 


23 
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24) 


CAMARA DE SENADORES 


Continúa la discusión particular del proyecto de 
ley por el que se regulan las técnicas de reproduc- 
ción humana asistida. 


(Carp. N* 410/96 - Rep. N* 774/98. Anexo 1/99). 


por el que se declara falta laboral grave de la parte 
empleadora todo acto de violencia, injuria, amena- 
za, malos tratos, acoso sexual o cualquier otra vio- 
lación al deber del respeto de la personalidad físi- 
ca O moral del trabajador, cometidos por el em- 
pleador o representantes o por familiares. 


(Carp. N* 636/97 - Rep. N” 813/98. Anexo 1/99). 


por el que se establece que el Ministerio del Inte- 
rior deberá hacer efectivo el pago de los aportes al 
Servicio de Retiros y Pensiones Policiales corres- 
pondientes a las remuneraciones que los funciona- 
rios perciben por tareas extraordinarias (artículo 
222 de la Ley N* 13.318, de 28 de diciembre de 
1964). 


(Carp. N” 1184/98 - Rep. N* 784/98). 


por el que se tributan diversos homenajes a inte- 
grantes de las Fuerzas Armadas y Policiales abati- 
dos en la lucha contra la sedición. 


(Carp. N* 1189/98 - Rep. N* 820/98). 


por el que se aprueba el Tratado sobre Asistencia 
Mutua en Materia Penal entre el Gobierno de la 
República y el Gobierno de Canadá. 


(Carp. N* 1284/98 - Rep. N* 880/99). 


por el que se aprueba el Tratado de Asistencia Ju- 
rídica Mutua en Asuntos Penales entre la Repúbli- 
ca y la República de Venezuela. 


(Carp. N* 1282/98 - Rep. N* 881/99). 


Continúa la discusión única de las modificaciones 
introducidas por la Cámara de Representantes al 
proyecto de ley por el que se prohibe la introduc- 
ción al país de desechos químicos, biológicos o 
radiactivos. 


(Carp. N* 100/95 - Rep. N* 657/98). 


por el que se aprueba el Acuerdo entre el Gobierno 
de la República y el Gobierno de Canadá, para la 
Cooperación en los Usos Pacíficos de la Energía 
Nuclear. 


(Carp. N* 1549/89 - Rep. N* 896/99). 


25) 


26) 


27) 


28) 


29) 


30) 


31) 


32) 


33) 


34) 


por el que se aprueba el Protocolo sobre Promo- 
ción y Protección de inversiones Provenientes de 
Estados no Partes del MERCOSUR. 


(Carp. N* 794/97 - Rep. N* 892/99). 


por el que se aprueba el Acuerdo para la Promo- 
ción y Protección de Inversiones entre el Gobierno 
de la República y el Gobierno de Malasia. 


(Carp. N* 467/96 - Rep. N* 897/99). 


por el que se aprueba el Acuerdo entre el Gobierno 
de la República y el Gobierno del Estado de Israel 
para la Promoción y Protección Recíproca de In- 
versiones. 


(Carp. N* 1142/98 - Rep. N* 893/99). 


por el que se aprueba el Acuerdo entre el Gobierno 
de la República y el Gobierno de la República de 
Venezuela para la Promoción y Protección Recí- 
proca de Inversiones. 


(Carp. N* 1267/98 - Rep. N* 895/99). 


por el que se reglamenta el artículo 118 de la Cons- 
titución fijando plazos para la respuesta de los pe- 
didos de datos e informes. 


(Carp. N* 1052/98 - Rep. N* 904/99). 


por el que se sustituye el artículo 2” de la Ley 
N* 16.995, referente a la asistencia letrada en 
las audiencias de conciliación administrativas. 


(Carp. N* 1410/99 - Rep. N* 942/99). 


por el que se incluye en el ámbito de la Caja de 
Jubilaciones y Pensiones de Profesionales Univer- 
sitarios el ejercicio de determinadas profesiones uni- 
versitarias aún no incluidas en el mismo. 


(Carp. N* 1291/98 - Rep. N* 950/99). 


por el que se autoriza al Poder Ejecutivo a enaje- 
nar en favor de la Administración Nacional de Edu- 
cación Pública el inmueble ubicado en la 2da. Sec- 
ción Judicial del departamento de Salto, sede del 
Liceo N* 3, 


(Carp. N* 1471/99 - Rep. N* 971/99). 


por el que se regulan los derechos de los trabaja- 
dores del servicio doméstico. 


(Carp. N* 563/96 - Rep. N* 975/99). 


por el que se aprueba el Convenio sobre Coopera- 
ción Cultural y Científica suscrito entre el Gobier- 
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no de la República y el Gobierno de la Federación 
de Rusia. 


(Carp. N* 1193/98 - Rep. N* 974/99). 


35) Proyecto de resolución elevado por la Comisión de 
Asuntos Internacionales por el que se crea la Aso- 
ciación de Amistad Parlamentaria entre la Repúbli- 
ca y la República Arabe Saharaui Democrática. 


(Carp. N* 1361/99 - Rep. N* 842/99). 


Jorge Moreira Parsons Mario Farachio 
Secretario Secretario.» 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores Senadores Antognazza, Arismen- 
di, Atchugarry, Baraibar, Bentancur, Bergstein, Carvalho, 
Couriel, Chiesa, Chiruchi, Gandini, Garat, García Costa, 
Gargano, Heber, Irurtia, Iturria, Korzeniak, Mallo, Mi- 
llor, Pais, Pereyra, Pozzolo, Quarneti, Ricaldoni, Sarthou y 
Segovia. 


FALTAN: con licencia, los señores Senadores Astori, Cid, 
Dalmás, Hierro López, Michelini y Virgili; y, con aviso, el 
señor Senador Santoro. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la 
sesión. 


(Es la hora 16 y 16 minutos.) 
-Dése cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 
«Montevideo, 7 de setiembre de 1999, 


La Presidencia de la Asamblea General destina va- 
rios Mensajes del Poder Ejecutivo a los que acompañan 
los siguientes proyectos de ley: 


por el que se autoriza la salida del país del Buque 
ROU «Vanguardia» y su tripulación para participar 
en la Campaña Antártica 1999-2000. 

-A LA COMISIÓN DE DEFENSA NACIONAL. 


por el que se introducen modificaciones en el pasivo 
computable a efectos de la determinación de la base 
imponible del Impuesto al Patrimonio. 

-A LA COMISIÓN DE HACIENDA. 


La Presidencia de la Asamblea General remite nota 
del Poder Ejecutivo comunicando la resolución adopta- 
da por la que se autoriza un régimen especial de contra- 
tación del servicio de cobranza de facturas u otros do- 
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cumentos emitidos por la Administración Nacional de 
Usinas y Trasmisiones Eléctricas (UTE). 
-TENGASE PRESENTE. 


El Poder Ejecutivo remite varios Mensajes comunican- 
do la promulgación de los siguientes proyectos de ley: 


por el que se declara de interés nacional para el 
desarrollo turístico, la zona costera del balneario 
Aguas Dulces, ubicado en la 4ta. Sección Judicial 
del departamento de Rocha; 


por el que se sustituye el artículo 151 del Decreto- 
Ley N* 14.252 de 22 de agosto de 1974, relaciona- 
do con la adecuación de recursos para la Dirección 
Nacional de Bomberos; 


por el que se regulan los derechos y las obligaciones 
relativos a las patentes de invención, los modelos de 
utilidad y los diseños industriales. 

-TENGANSE PRESENTE Y ARCHIVENSE. 


El Ministerio de Relaciones Exteriores remite notas 
acusando recibo de los pedidos de informes presentados 
por el señor Senador Helios Sarthou sobre la Desclasifi- 
cación de Documentos relacionados con los gobiernos 
de facto implantados en el Cono Sur y sobre las actua- 
ciones realizadas en la Conferencia de las Partes de la 
Convención sobre Diversidad Biológica que se celebró 
en Cartagena. 

- OPORTUNAMENTE LE FUERON ENTREGADOS 
AL SEÑOR SENADOR HELIOS SARTHOU. 


El Ministerio de Transporte y Obras Publicas remite 
la información solicitada por el señor Senador Helios 
Sarthou relacionada con la construcción del nuevo puente 
sobre el Río Santa Lucía. 

“OPORTUNAMENTE LE FUE ENTREGADO AL 
SEÑOR SENADOR HELIOS SARTHOU. 


La Cámara de Representantes remite aprobado un 
proyecto de ley por el que se establecen normas para la 
instalación, modificación, ampliación o refacción de es- 
tablecimientos comerciales de grandes superficies, des- 
tinados a la venta de artículos alimenticios y de uso 
doméstico. 

-A LA COMISIÓN DE INDUSTRIA Y ENERGIA. 


La Sociedad Interamericana para la Libertad de Ex- 
presión Comercial, Capítulo Uruguay, remite nota co- 
municando la integración del Directorio del Capítulo 
Uruguay. 

-TENGASE PRESENTE. 


La Junta Departamental de Maldonado remite varias 
notas: 


adjuntando la versión taquigráfica de las expresio- 
nes vertidas por el señor Edil Nelson Guerra sobre 
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«Vivienda de Interés Social» solicitando su remisión 
a la Comisión de Vivienda y Ordenamiento Territo- 
rial; 


y adjuntando el planteamiento efectuado por la se- 
ñora Edil Cristina Pérez sobre la problemática de 
los trabajadores del sector privado, solicitando se 
remitan al señor Senador Wilson Sanabria. 


La Junta Departamental de Rivera remite nota ad- 
juntando la exposición de la señora Edil Stella Maris 
Romero relacionada con el tema de la droga solicitando 
que las mismas se remitan a la Comisión de Salud Pú- 
blica. 

-PROCEDASE COMO SE SOLICITA. 


La Comisión de Educación y Cultura eleva informa- 
dos los siguientes proyectos de ley: 


por el que se designa «República Argentina» la Es- 
cuela N* 116 del departamento de Florida; 


por el que se designa «Escribano Prudencio Bernar- 
do Lavista» la Escuela N” 18 de Villa Darwin (Sa- 
cachispas) departamento de Soriano; 


por el que se designa «Gerardo Cuesta» la Escuela 
Especial N* 209, del departamento de Montevideo; 


por el que se designa «Edmunda Guillermina Aris- 
mendi Chiappini» la Escuela N* 72 de Cañada Ma- 
gallanes, departamento de Soriano; 


por el que se designa «Canadá» la Escuela Rural 
N* 26 del departamento de Canelones; 


y por el que se designa «Eladio Dieste» la Escuela 
N? 56 del departamento de Artigas. 


La Comisión de Industria y Energía eleva informado 
el proyecto de ley por el que se fijan normas para regu- 
lar las relaciones de consumo entre el proveedor de 
productos y servicios y el consumidor». 

-REPARTANSE E INCLUYANSE EN EL ORDEN 
DEL DIA DE LA SESION DE MAÑANA MIERCOLES. 


4) PEDIDOS DE INFORMES 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dése cuenta de un pedido de in- 
formes. 


(Se da del siguiente:) 


El señor Senador Atchugarry solicita se curse un pedido de 
informes al Ministerio de Defensa Nacional relacionado con el 
llamado público para otorgar nuevos permisos de radiodifu- 
sión. 

-PROCEDASE COMO SE SOLICITA. 


(Texto del pedido de informes:) 
«Montevideo, 1” de setiembre de 1999. 


Sr. Presidente del Senado 
Lic. Hugo Fernández Faingold 
De mi consideración: 


Por intermedio de la presente, en atención a las dis- 
posiciones constitucionales correspondientes, vengo a 
solicitarle se sirva cursar el siguiente pedido de informe 
al Ministerio de Defensa Nacional, con destino a la Di- 
rección Nacional de Telecomunicaciones: 


El tema de la telecomunicación es bien relevante, 
tanto para la presente generación como las del porvenir, 
por lo que sentimos la obligación de ser informados en 
los siguientes aspectos: 


1%) Se ha hecho público un llamado para otorgar 
nuevos permisos de radiodifusión, en una cantidad rele- 
vante. Solicitamos los estudios de mercado que segura- 
mente habrá realizado la Dirección, así como un reporte 
de la cantidad total de permisos existentes (total de País, 
total por Departamento, y en especial en las localidades 
objeto del llamado). Fecha de otorgamiento de los mis- 
mos, titular y si existen cesiones registradas. 


2”) Informe de cuál es la política en la materia, y en 
especial si ésta es congruente con la sostenida para la 
televisión para abonados, y con lo reportado en la res- 
puesta a un anterior pedido de informe formulado por el 
suscrito. 


3%) Opinión sobre el proyecto que se nos hizo llegar 
y que acompaña la presente. 


4”) Cuáles son las consideraciones de oportunidad 
para realizar el llamado en esta época. 


5”) Criterios vigentes para seleccionar titulares del 
servicio. 


6%) En cuanto a la certeza jurídica, tenga a bien 
informar si por los plazos legales y constitucionales, los 
eventuales recursos serán resueltos por presente o la 


próxima Administración. 


Sin otro particular, hago propicia la oportunidad para 
saludarlo con mi más alta consideración. 


Dr. Alejandro Atchugarry. Senador.» 
PROYECTO DE LEY 
EXPOSICION DE MOTIVOS 


Por el presente proyecto de ley, se objetiva disponer 
que el Poder Ejecutivo, previo a efectuar un llamado a 
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interesados en la explotación de un servicio de radiodi- 
fusión, deba preceptivamente considerar la factibilidad 
económico-financiera de la solicitud, fijando asimismo 
un límite temporal a efectos de autorizar la instalación y 
el funcionamiento de dichos servicios. 


La consideración de la factibilidad económico-finan- 
ciera del servicio de radiodifusión a autorizar, previo a 
efectuar un llamado a interesados en la explotación del 
mismo, evitará una indiscriminada proliferación de fre- 
cuencias, pasible de atentar contra el sistema de radio- 
difusión, al comprometer la supervivencia económica 
de las emisoras preexistentes, e incluso de las que se 
instalen en el futuro. 


El sustento económico de las radios está constituido 
por un mercado publicitario limitado, que no está en 
condiciones de solventar razonablemente más que a un 
determinado número de radios. 


De excederse dicho número, el proceso de empobre- 
cimiento empresarial de las radios resentirá la calidad 
del servicio que las mismas prestan. Tal circunstancia 
atenta contra una adecuada defensa del espectro radio- 
eléctrico nacional, que constituye uno de los cometidos 
del Estado, de acuerdo a lo que surge, incluso de los 
compromisos internacionales contraídos por nuestro país. 


Resulta necesario, en efecto, que en atención al ca- 
rácter de servicio de interés público que reviste la ra- 
diodifusión y a los efectos de una adecuada defensa y 
administración del espectro radioeléctrico, la política 
del Poder Ejecutivo, en materia de adjudicación de fre- 
cuencias, garantice el funcionamiento satisfactorio del 
mencionado servicio, exigencia que surge, asimismo, 
del Reglamento de Radiocomunicaciones de la UTT, 
ratificado por nuestro país por Decreto-Ley N* 15.604 
de 27 de julio de 1984. 


A tales efectos, debe tenerse en cuenta que un medio 
de radiodifusión no es una empresa meramente comer- 
cial, cuya supervivencia sujeta a avatares de las leyes 
del mercado, pueda resultar indiferente a los intereses 
de la Nación. Por el contrario, constituye un servicio 
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ción en la adjudicación de frecuencias en un período 
especialmente sensible. 


Las mencionadas adjudicaciones deben responder a 
políticas de Estado, aventando todo riesgo de un indebi- 
do ejercicio de la facultad de administrar el espectro 
radioeléctrico nacional. 


El principio de neutralidad que debe presidir la ac- 
tuación del Poder Ejecutivo, resulta garantizado por la 
limitación temporal que consagra el artículo 2* del Pro- 
yecto de Ley que se somete a consideración del Cuerpo, 
de la misma forma que la Ley Mayor, en el Art. 229, ha 
consagrado limitaciones similares respecto de algunas 
facultades de otras instituciones del país. 


Art. 1%.- El llamado a interesados en explotar fre- 
cuencias radioeléctricas deberá ser precedido en todos 
los casos, de un análisis de factibilidad económico-fi- 
nanciera de la explotación del correspondiente servicio 
de radiodifusión, de modo de asegurar su funcionamiento 
satisfactorio. 


A tales efectos se deberá tener en cuenta, fundamen- 
talmente, las características del mercado en el cual se 
desarrollará el referido servicio así como el número de 
emisoras que funcionan en dicho mercado. 


Art. 2”.- El Poder Ejecutivo no podrá autorizar la 
instalación y funcionamiento de servicios de radiodifu- 
sión, en los doce meses anteriores a la fecha de las 
Elecciones Nacionales. 


CARLOS J. PEREYRA, SERGIO CHIESA, 
JORGE GANDINI LUIS EDUARDO MALLO, 
GUILLERMO GARCIA COSTA.» 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dése cuenta de otros pedidos de 
informes. 


(Se da de los siguientes:) 


C.S.-55 


Lp es PE E : es El señor Senador Korzeniak solicita se curse un pedido de 
cuya calificación de “interés público” y cuya insustitui- 


ble importancia social, cultural, económica y política 
impone a la Administración un tratamiento especial, a 
riesgo de comprometer la continuidad del servicio. 


informes al Ministerio de Relaciones Exteriores relacionado 
con el nombre de la o las personas que entre el 1” de enero de 
1995 y el 1* de junio de 1996 desempeñaron el cargo de Em- 
bajador de los Estados Unidos de Norte América en nuestro 
Es en ese sentido que se estima imprescindible aten- pais, 


der la viabilidad económico-financiera de su explota- 
ción. y otro al Ministerio del Interior solicitando nombres de las 
personas que entre el 1” de enero de 1995 y el 1” de junio de 
El segundo aspecto, que impide al Poder Ejecutivo 1996 desempeñaron cargos o funciones de conducción de ve- 
autorizar la instalación y el funcionamiento de un servi- 
cio de radiodifusión en los doce meses previos a la 
realización de las Elecciones Nacionales, persigue fun- 


damentalmente evitar una indebida e indeseada politiza- 


hículos al servicio de la «Casa de Gobierno». 
-PROCEDASE COMO SE SOLICITA. 


(Texto de los pedidos de informes:) 


56-C.S. 


«Montevideo, 3 de setiembre 1999, 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores: 

Lic. Hugo Fernández Faingold 
Presente 


De mi mayor consideración: 


De conformidad con el artículo 118 de la Constitu- 
ción, solicito se curse al Ministerio de Relaciones Exte- 
riores el siguiente pedido de datos e informes: 


Se sirva informar el nombre completo de la o las 
personas que en el período transcurrido entre el 1” de 
enero de 1995 y el 1” de junio de 1996, desempeñaron 
el cargo de Embajador, en nuestro país, de los Estados 
Unidos de Norte América, sea con carácter titular o con 
carácter interino. 


Saluda a Ud. con la mayor consideración y estima. 
Dr. José Korzeniak. Senador.» 
«Montevideo, 3 de setiembre de 1999. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores: 

Lic. Hugo Fernández Faingold 
Presente 


De mi mayor consideración: 


De conformidad con el artículo 118 de la Constitu- 
ción, solicitamos se curse al Ministerio del Interior el 
siguiente pedido de datos e informes: 


Número, nombre y apellido de todas las personas 
que en el lapso transcurrido entre el 1% de enero de 
1995 y el 1” de junio de 1996 desempeñaron cargos o 
funciones de conducción de vehículos al servicio de la 
“Casa de Gobierno”, fuese para transporte de personas 
de cualquier jerarquía funcional o para distribución, re- 
colección de materiales o mensajes. Se solicita que la 
nómina comprenda tanto a personas designadas como a 
contratadas O asignadas a esas tareas aun provenientes 
de otras reparticiones públicas. 


Este pedido de datos e informes se dirige a ese Mi- 
nisterio, dado que el artículo 118 de la Constitución no 
menciona como destinatario a la Presidencia de la Re- 
pública. 


Saludo a Ud. con mi mayor consideración y estima 


Dr. José Korzeniak. Senador.» 
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5) SOLICITUDES DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dése cuenta de una solicitud de 
licencia llegada a la Mesa. 


(Se da de la siguiente:) 


«El señor Senador Cid solicita licencia por el día de 
la fecha». 


-Léase. 
(Se lee:) 
«Montevideo, 7 de setiembre de 1999, 


Sr. Presidente de la 

Cámara de Senadores 

Lic. Hugo Fernández Faingold 
Presente 


De mi mayor consideración: 


Por la presente solicito al señor Presidente se me 
conceda licencia por motivos de salud por el día de la 
fecha; solicitando en consecuencia se cite al suplente 
correspondiente. 


Sin otro particular y agradeciendo la atención que 
dispense a la presente solicitud, saludo al señor Presi- 
dente con mi más alta consideración. 


Alberto Cid. Senador.» 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota:) 

-17 en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Queda convocado el señor Senador Baráibar, quien ya ha 
prestado el juramento de estilo por lo que, si se encontrara en 
antesala, se le invita a pasar al Hemiciclo. 

(Ingresa a Sala el señor Senador Baráibar) 

-Dése cuenta de otra solicitud de licencia. 


(Se da de la siguiente:) 


«La señora Senadora Dalmás solicita licencia los días 
7 y 8 de setiembre». 


-Léase. 
(Se lee:) 


«Montevideo, 7 de setiembre de 1999, 


7 de Setiembre de 1999 


Sr. Presidente de la 

Cámara de Senadores 

Lic. Hugo Fernández Faingold 
Presente 


De mi mayor consideración: 


Por medio de la presente solicito se me conceda 
licencia los días 7 y 8 de setiembre por razones perso- 
nales. 


Sin otro particular saludo a usted, y por su interme- 
dio a los integrantes del Cuerpo, muy atentamente 


Susana Dalmás. Senadora.» 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 


licencia solicitada. 


h 


a 


(Se vota:) 
-18 en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda convocado el señor Senador Antognazza quien ya 
prestado el juramento de estilo por lo que, si se encontrara 


en antesala, se le invita a pasar al Hemiciclo. 


(Ingresa a Sala el señor Senador Antognazza) 
-Dése cuenta de otra solicitud de licencia. 
(Se da de la siguiente:) 


«La señora Senadora Dalmás solicita licencia los días 
13 al 16 de setiembre». 


-Léase. 
(Se lee:) 
«Montevideo, 7 de setiembre de 1999, 


Sr. Presidente de la 

Cámara de Senadores 

Lic. Hugo Fernández Faingold 
PRESENTE 


De mi mayor consideración: 


Por medio de la presente solicito se me conceda 
licencia los días 13 al 16 del corriente mes. 


Motiva dicha solicitud mi concurrencia a la XII Re- 
unión de la Comisión de Asuntos Culturales, Educa- 
ción, Ciencia y Tecnología del Parlatino, a desarrollarse 
en México. 


Sin otro particular saludo a usted, y por su interme- 
dio a los integrantes del Cuerpo, muy atentamente 
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Susana Dalmás. Senadora.» 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 


licencia solicitada. 


(Se vota:) 

-20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Oportunamente se convocará al suplente respectivo. 
Dése cuenta de otra solicitud de licencia. 

(Se da de la siguiente:) 


«El señor Senador Astori solicita licencia los días 7 
y 8 de setiembre». 


- Léase. 
(Se lee:) 
«Montevideo, 7 de setiembre de 1999. 
Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Lic. Hugo Fernández Faingold 
PRESENTE 


De mi mayor consideración: 


Por la presente solicito al Cuerpo se me conceda 
licencia por los días 7 y 8 de setiembre del corriente 
año. 


Sin otro particular saludo al señor Presidente muy 
atentamente, 


Danilo Astori. Senador.» 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 


licencia solicitada. 


(Se vota:) 

-19 en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Oportunamente se convocará al suplente respectivo. 
CONMEMORACION DE UN NUEVO ANIVERSA- 
RIO DE LA FUNDACION DE LA UNIVERSIDAD 
DE LA REPUBLICA 

SEÑOR PRESIDENTE.- Léase una nota llegada a la Mesa. 


(Se lee:) 


«Montevideo, setiembre 7 de 1999 
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Sr. Presidente de la 


Cámara de Senadores 

Lic. Hugo Fernández Faingold 
Presente 

De mi mayor consideración: 


La presente tiene por objeto solicitarle se transfiera 
a la sesión del próximo martes 14 de setiembre de 1999, 
la intervención que había solicitado para hoy respecto a 
la Universidad de la República. 


Sin otro particular le saluda muy cordialmente, 
Helios Sarthou. Senador.» 
SEÑOR PRESIDENTE.- Se procederá de conformidad. 


7) DENUNCIA POR PARTE DEL GOBIERNO PERUA- 
NO DEL TRATADO SOBRE SUJECION CONTEN- 
CIOSA A LA CONVENCION INTERAMERICANA 
DE DERECHOS HUMANOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado entra a la hora previa. 
Tiene la palabra el señor Senador Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK.- Señor Presidente: voy a hacer una 
exposición sumamente breve que está vinculada con una deci- 
sión tomada por el Gobierno peruano por la cual ha decidido 
denunciar -todo el mundo sabe lo que significa esto en el len- 
guaje del Derecho Internacional- su sujeción a la parte conten- 
ciosa de la que es competente la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos. 


Quiero señalar que la Constitución peruana vigente tiene un 
artículo expreso por el cual se establece que las normas apro- 
badas -ésta es una de ellas- en los Tratados internacionales 
vinculados a los derechos humanos tienen validez interna. La 
última Constitución peruana ha pegado ese importante salto en 
el Derecho Internacional Humanitario que fue recogido tam- 
bién por otras Constituciones, como la de Nicaragua. De esta 
manera, una vez suscrito un Tratado, por disposición constitu- 
cional el mismo adquiere rango con una jerarquía mayor que la 
de la ley ordinaria. 


Esta decisión del Poder Ejecutivo peruano disponiendo la 
denuncia de una parte del Tratado por el cual la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos puede, después de ago- 
tadas todas las vías internas, intervenir en un asunto planteado 
a título individual -se trata de la personería jurídica que reco- 
noce el Derecho Internacional Humanitario a los individuos 
agotadas todas las vías internas y dentro de ciertos límites 
jurídicos- es flagrantemente contraria a la Constitución. 
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Por otra parte, señor Presidente, en el propio Tratado está 
prevista la posibilidad de la denuncia con una importante ante- 
lación que no ha cumplido el Gobierno peruano, aunque no 
figura la denuncia parcial. 


No se puede dejar de cumplir una parte del Tratado -el que 
crea la Comisión y le otorga competencia en materia conten- 
ciosa- sino que hay que hacer una denuncia total con una ante- 
lación que, si mal no recuerdo, es de varios meses. Y este 
requisito no fue cumplido. 


De modo que la decisión del Gobierno peruano es contraria 
no sólo a normas de Derecho Internacional Humanitario váli- 
das para el Perú, sino a la propia Constitución peruana. 


Aclaro que no estoy improvisando sobre el tema ni tengo 
en cuenta en este momento como principal consideración mi 
carácter de miembro de este Senado, sino que me estoy basan- 
do en el tema académico al que me dedico, que es el Derecho 
Constitucional. En el Perú, más de 400 organizaciones -algu- 
nas oficiales y otras no- desde el punto de vista jurídico han 
hecho la misma afirmación que acabo de formular muy sintéti- 
camente, agregando otras puntualizaciones de índole política o 
humanitaria en las que no tengo por qué entrar. 


Particularmente me interesa señalar que, si no me equivo- 
co, más de una docena de constitucionalistas del Perú -en una 
nómina encabezada por un viejo conocido mío, constituciona- 
lista muy importante de ese país, el doctor Domingo Belaúnde- 
prácticamente toda la Cátedra de Derecho Constitucional pe- 
ruano, sostiene la misma tesis. El Perú, al tomar esta decisión, 
viola una disposición de su propia Constitución. 


En consecuencia, señor Presidente, me parece que no co- 
rrespondía pasar por alto este tema que tiene mucho interés 
desde el punto de vista del Derecho Internacional Humanita- 
rio, es decir, el Derecho Internacional vinculado a los Dere- 
chos Humanos. 


Por consiguiente, solicito que la versión taquigráfica de 
estas palabras que en una síntesis muy ceñida recoge lo que 
podría ser una larga exposición, sea enviada a nuestra Canci- 
llería, a la Embajada peruana en el Uruguay con destino al 
Gobierno peruano, particularmente a los Poderes Ejecutivo y 
Legislativo, a la Comisión Interamericana de Derechos Huma- 
nos y a la Organización de Estados Americanos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite solicitado 
por el señor Senador Korzeniak. 


(Se vota:) 

-19 en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
S) DRAGADO DEL RIO URUGUAY 

SEÑOR HEBER-- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Senador. 
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SEÑOR HEBER.- Señor Presidente: queremos distraer la 
atención del Senado de la República en el día de hoy para 
considerar un tema que, para el Partido Nacional y en particu- 
lar el Herrerismo, es estratégico. Me refiero al dragado del Río 
Uruguay, que es fundamental para el desarrollo de nuestro país 
que, permanentemente, forma parte de nuestra visión de desa- 
rrollo armónico e integral del país. En realidad, se juega acá la 
última chance de reactivar los puertos del litoral. 


En el dragado del Río Uruguay vemos una posibilidad de 
salida de nuestras exportaciones a ultramar. En el caso de la 
industria forestal, se trata de la única forma de que la gran 
apuesta nacional, que fue la Ley de Forestación, culmine con 
la colocación de nuestra producción maderera, ya que la infra- 
estructura carretera del Uruguay no resiste el peso ni permite 
su salida. Llevar el Río Uruguay a 23 pies es parte de la estra- 
tegia nacional. Con ese objetivo, hemos llevado el Canal de 
Martín García a 32 pies y esta Administración está pensando 
en alcanzar los 36 pies. Actualmente, la profundidad del Río 
Uruguay es variable, oscila en los 18 pies, lo que indica que no 
existe ninguna posibilidad de hacerlo navegable en toda su 
extensión. 


En la primera fase de la obra se pensaba dragar desde el 
kilómetro cero hasta Concepción del Uruguay, para luego ha- 
cerlo navegable hasta el puerto de Salto. El señor Presidente y 
los señores Senadores podrán notar la importancia de la obra. 


Nosotros planteamos el tema en diversas oportunidades y 
el 18 de noviembre pasado, vimos con satisfacción que los 
señores Presidentes Menem y Sanguinetti firmaron en Martín 
García una Declaración -que tenía la apariencia de una orden- 
para comenzar en forma inmediata y urgente las obras de dra- 
gado. Tengo en mi poder dicha Declaración; si ello es regla- 
mentario, me gustaría que se adjunte a la versión taquigráfica 
de mis palabras. En la misma se habla de encomendar a las 
delegaciones de la Comisión Administrativa del Río Uruguay 
que en forma inmediata y urgente y en virtud de los requeri- 
mientos causados por las inundaciones, instrumente los proce- 
dimientos correspondientes. Quiere decir que para ambos Pre- 
sidentes este era un tema inmediato y urgente el 18 de noviem- 
bre de 1998. 


Asimismo, recuerdo que en la pasada semana de Carnaval, 
esta noticia fue primicia en un noticiero de televisión y primera 
página de los diarios, pero se puede constatar que el sentido de 
urgencia que tenemos nosotros y el Gobierno no son los mis- 
mos, ya que estamos a principios de setiembre y la obra no ha 
comenzado. 


En el último mes y medio, hemos insistido desde las pági- 
nas del semanario «Patria» en el sentido de que este es un tema 
sobre el que hay que hablar abiertamente, y sobre el que se 
debe generar un debate nacional. Pero desde noviembre de 
1998 a setiembre de este año, es decir, hace casi un año, el 
Gobierno no ha dado informes, no hizo nada y las obras no 
comenzaron. Simplemente, hubo secreto, reserva y silencio. 
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Hace pocos días, el Canciller Opertti anunció que las obras 
no se realizarán porque Argentina no va a poner la plata que 
había prometido para la realización de las mismas. Esta es la 
última novedad; tampoco la Cancillería informó al Parlamento 
qué gestiones se han hecho ante el Gobierno argentino para 
que las obras se puedan realizar y para que aquel país cumpla 
con los compromisos firmados. 


Debo decir, señor Presidente, que estamos consternados. 
Este no es un tema menor y el fracaso no va a cuenta del actual 
Gobierno, sino del propio país. También quiero recordar que 
nosotros advertimos, en su momento, en que si se seguía el 
curso de acción que se anunciaba, esto podía ocurrir. Al res- 
pecto, tengo en mi poder la versión taquigráfica de la sesión de 
la Comisión de Asuntos Internacionales celebrada el día 17 de 
setiembre de 1998 -hace casi un año- cuando recibió al enton- 
ces Embajador del Uruguay ante Argentina, nuestro compañe- 
ro Juan Raúl Ferreira. Cuando él habló sobre el tema, dijo que 
había dos maneras de realizar la obra: por un lado, con un 
aporte binacional o, por otro, aceptando la oferta argentina de 
hacerse cargo de la obra. A él, obviamente, no le competía 
pronunciarse ya que, según dijo textualmente, este tema no 
estaba decidido en aquel momento, sino que se encontraba en 
un proceso de adopción de decisiones. Al mismo tiempo, ex- 
presó, que hay que tener presente que un Embajador es un 
ejecutor de la política y ésta la establece el Presidente de la 
República, en acuerdo con el señor Ministro de Relaciones 
Exteriores. A esa altura de la exposición, interrumpí al señor 
Embajador para decir lo siguiente, y es importante recordar 
estos temas. Entonces, dije en la Comisión -son testigos los 
señores Senadores Ricaldoni y Couriel, que estaban presentes 
en aquel momento- que entiendo que también es importante 
señalar el interés de nuestro partido en lo que refiere a la 
necesidad de hacer una inversión en el mismo sentido que la 
realice Argentina, en materia de canales. Asimismo, expresé 
que quería trasmitir a la Cancillería -y por ende al Gobierno 
nacional- la importancia que significa para los más altos inte- 
reses del país, el coparticipar en la obra de canalización y 
dragado de los canales del Río Uruguay. Dije que no hacíamos 
el planteo a modo de polémica, sino como una constancia. 
También afirmé que sabíamos que en aquellas instancias se 
estaban negociando las notas reversales y que nos gustaría que 
el Canciller de la República y el Gobierno nacional en su 
conjunto, reciban la opinión de un sector tan importante, me 
animaría a decir, de todo el Partido Nacional. 


Quiere decir que en aquel entonces ya hablábamos claro y 
expresábamos que si Uruguay no participaba financieramente 
y si Argentina no incumplía, íbamos a quedar a la deriva de su 
decisión, sin ningún margen de maniobra para reclamar su cum- 
plimiento. Lamentablemente, podemos decir que teníamos ra- 
zÓn. Hoy estamos ante un hecho consumado por no seguir el 
consejo que, en tono constructivo, pensando fundamentalmen- 
te en el interés del país, realizó el Herrerismo. La obra no se va 
a hacer y nos da la sensación que ante este hecho que conmue- 
ve a la opinión pública del interior -fundamentalmente, las 
fuerzas vivas, los sectores productivos del litoral y miles de 
personas que, sin trabajo, veían la reactivación de los puertos 


60-C.S. CAMARA DE SENADORES 


como su segura oportunidad- el Gobierno está resignado con 
los brazos cruzados. No vemos cuál es la acción que el Canci- 
ller ha emprendido frente a Argentina y no podemos resignar- 
nos a tener la respuesta de que Argentina no va a poner la 
plata; no le alcanza al Partido Nacional. Por tal razón, el otro 
día fue planteado en su Directorio este tema como uno de los 
más importantes que hoy tiene el país. Repito que tenemos 
como respuesta del Canciller que no se va a hacer la obra 
porque Argentina no va a poner la plata. Creo que hay organis- 
mos financieros internacionales que pueden otorgar la finan- 
ciación en forma conjunta, o individualmente. Para nosotros 
esto es estratégico. 


Solicitamos que la versión taquigráfica de nuestras pala- 
bras pasen a la Cancillería, a fin de que se nos dé una respuesta 
y se nos diga cuáles van a ser las acciones que se van a tomar 
sobre un tema tan importante y fundamental, como es el draga- 
do del Río Uruguay. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite solicitado 
por el señor Senador Heber. 


(Se vota:) 
-20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


9) MUERTE DEL PERRO <«FOQUE», MASCOTA DEL 
BUQUE ESCUELA CAPITAN «MIRANDA» 


SEÑOR PRESIDENTE.-Tiene la palabra el señor Senador 
Pais. 


SEÑOR PAIS.- Señor Presidente: el jueves 19 de agosto 
próximo pasado, mientras navegaba por las aguas del Medite- 
rráneo, cerca de Grecia, y con casi 15 años de edad, murió 
«Foque». «Foque» era un pequeño perro de raza pomerania, 
que se constituyó en la mascota del Buque Escuela Capitán 
Miranda. Su nombre le fue dado por la propia tripulación del 
barco y alude a la segunda vela cuchilla que se enarbola en la 
proa del buque. Inició su bautismo de mar en 1987 y nada 
menos que con una travesía dando la vuelta al mundo. 


La costumbre de llevar perros como mascotas en los bu- 
ques de nuestra Armada, es una antigua tradición y en navega- 
ción son llamadas a listas en las formaciones generales que 
habitualmente se realizan a diana y retreta, para efectuar el 
necesario recuento de la tripulación, y siempre en la entrega de 
novedades figura el nombre del perro. 


Tan enraizada está esta tradición, que hasta figura en los 
reglamentos su uniforme: una capa negra, similar al pañuelo 
del uniforme de los marineros, en la que se pone el nombre 
asignado al perro y el del buque en el cual presta servicios. 
También está reglamentado que el encargado de la mascota es 
el Suboficial más antiguo de la tripulación, quien se preocupa 
por su aseo, alimentación, salud y bienestar. 


«Foque» ha sido la más famosa de las mascotas de la Ar- 
mada Nacional, participó en once viajes del velero escuela 
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Capitán Miranda, como ya dije. Interpretaba a la perfección 
los toques de pito en las llamadas generales para maniobra de 
vela y su experiencia marinera lo llevó a alcanzar el rango de 
Cabo de Primera Clase. Como bien expresan quienes le cono- 
cieron, parecía lucir con orgullo las escuadras de su jerarquía, 
al pasearse con su paso inquieto sobre la cubierta. 


Fue el perro uruguayo más promocionado en el mundo, 
concitando la atención de los medios de comunicación y ac- 
tualmente se está gestionando el ingreso al libro «Guiness», 
como el perro con más millas navegadas. 


«Foque» ya es inmortal, y como bien se expresa en un 
documento de la Armada, permanecerá vivo por siempre en el 
recuerdo de las promociones de guardiamarinas y las tripula- 
ciones que, de alguna forma, supieron compartir la aventura 
del mar con este amigo fiel. 


Señor Presidente: hoy quiero no solamente homenajear a 
«Foque» y a la Armada Nacional por esta noble tradición, sino 
al símbolo que constituyen -lo que debe ser en un país como el 
nuestro- las relaciones de la población con los animales. Es 
notorio el énfasis que hemos puesto, dentro y fuera del ámbito 
parlamentario, para impulsar la aprobación de una ley de bien- 
estar animal. Debo reconocer que no hemos tenido éxito en ese 
esfuerzo. A pesar de que ese ha sido el tema de mayor reclamo 
de la ciudadanía, a través del servicio telefónico 0800-1825, 
no ha existido la suficiente voluntad política para acordar el 
tratamiento de los proyectos presentados. 


No obstante, lo seguiremos intentando. Hay personas que 
piensan que este es un tema menor, y que hay otros asuntos 
que merecen la atención parlamentaria antes que ocuparse de 
los animales. Sin embargo, nosotros creemos que no es así, 
que ocuparse de los sectores más indefensos y débiles de la 
sociedad, es una forma de ser, una forma de actuar, una forma 
de sensibilizarse, de menor a mayor, por todos los problemas 
que puede tener cada sector de nuestra convivencia. 


Mientras en los últimos tiempos hemos visto que se han 
denunciado nuevas atrocidades cometidas contra animales, el 
Estado y la sociedad uruguaya no tienen los instrumentos jurí- 
dicos, legales e institucionales adecuados para enfrentar estos 
hechos. La matanza clandestina de lobos marinos, valiosísimo 
patrimonio natural del Uruguay, para extraerles los testículos a 
los efectos de su comercialización, como producto con presun- 
tas propiedades afrodisíacas, ha sido la noticia en los medios 
de comunicación recientemente. 


El sacrificio de animales en rituales, acto de barbarie que 
no puede ni debe vincularse a la libertad de cultos religiosos, 
consagrada por el artículo 5” de nuestra Constitución, también 
es una lamentable realidad. 


El hecho difundido por el diario «El País» en el día de 
ayer, dando cuenta de una yegua confinada a tirar de un carro 
de hurgadores, lastimada, maltratada y que debió ser confisca- 
da, se agrega a la larga lista de hechos que hemos referido. 
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Todo esto constituye la otra cara de la moneda; el lado 
oscuro de una ínfima minoría de seres humanos que no respe- 
tan, no valoran ni comprenden el enorme aporte que los anima- 
les hacen a nuestra existencia y a nuestra felicidad. 


En el compromiso que nos hemos impuesto de seguir traba- 
jando en la aprobación de normas y la creación de institucio- 
nes que contribuyan a que la sociedad asuma un rol más huma- 
no, más sensible y responsable hacia los animales, el ejemplo 
de «Foque» y la Armada Nacional nos nutre y nos alienta para 
seguir adelante. 


¡Gracias Cabo de Primera Clase! ¡Gracias Foque! 


Solicito que la versión taquigráfica de mis palabras se re- 
mita al Ministerio de Defensa Nacional, al Comando General 
de la Armada y al Ministerio de Educación y Cultura. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite solicitado 
por el señor Senador Pais. 


(Se vota:) 
-21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
10) RELACIONES DE CONSUMO 


SEÑOR IRURTIA.- Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR IRURTIA.- Señor Presidente: solicito al Cuerpo 
que se trate, con carácter urgente, el proyecto de ley referente 
a la regulación de las relaciones de consumo (Carpeta N* 1474 
- Repartido N* 982) que, como es sabido, ha sido remitido por 
la Cámara de Representantes y que contó con la aprobación, 
por unanimidad, de los miembros de la Comisión de Industria 
y Energía del Senado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A los efectos de completar la in- 
formación dada por el señor Senador Irurtia en su moción de 
orden, debo decir que en la reunión de coordinadores realizada 
previamente a esta sesión, se acordó que se realizaría este 
planteamiento para que el proyecto en cuestión fuese conside- 
rado luego de los asuntos que figuran en primer y segundo 
término del orden del día de hoy. 


Asimismo, se acordó -y también lo estoy informando al 
Cuerpo- que las nominaciones de escuelas e institutos de ense- 
ñanza que fueron aprobados por la Comisión de Educación y 
Cultura y que conforman el orden del día, así como los que 
ingresaron hoy -y que ya fueron repartidos- fueran votados 
conjuntamente en dos bloques. 


Por un lado, tendríamos los aprobados por la Cámara de 
Representantes, que cumplido el trámite que resta en el Senado 
podrían ser comunicados al Poder Ejecutivo; y, por otro, los 
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que de aquí se remitirían a la Cámara de Diputados. Esto se 
haría también en la sesión de hoy, luego de que sea tratado el 
asunto a que se refirió el señor Senador Irurtia. 


De todas maneras, la urgencia de estos proyectos de ley, 
sumada a la que solicita el señor Senador Irurtia con respecto 
al Repartido N* 982, requeriría del voto conforme del Senado. 


En consecuencia, se van a votar ambas mociones. 
(Se votan:) 
-24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


11) REGULACION DE ESTABLECIMIENTOS COMER- 
CIALES 


SEÑOR GANDINI.- Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GANDINI.- Señor Presidente: en el mismo senti- 
do, para proponer que se reparta e incluya en el orden del día 
de la sesión de mañana el proyecto de ley que acaba de remi- 
tirnos la Cámara de Representantes, que tiene que ver con la 
regulación de establecimientos comerciales de grandes superfi- 
cies, tema que también fue conversado en la reunión de coordi- 
nadores y cuyo orden fue previamente acordado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la propuesta del 
señor Senador Gandini. 


(Se vota:) 
-24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Por último, debo informar al Cuerpo que en la reunión de 
coordinadores también se acordó incorporar, como primer y 
segundo puntos del orden del día de la sesión de mañana, los 
que figuran como numerales 31) y 32) de la presente convoca- 
toria. El primero de ellos refiere a la inclusión en el ámbito de 
la Caja de Jubilaciones y Pensiones de Profesionales Universi- 
tarios, el ejercicio de determinadas profesiones universitarias; 
y el segundo es el proyecto de ley por el que se autoriza al 
Poder Ejecutivo a enajenar, en favor de la Administración Na- 
cional de Educación Pública, el inmueble ubicado en la 2da. 
Sección Judicial del departamento de Salto, sede del Liceo N* 3. 


12) SOLICITUD DE VENIA DEL PODER EJECUTIVO 
PARA EXONERAR DE SU CARGO A TRES FUN- 
CIONARIOS PUBLICOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Corresponde pasar a sesión se- 
creta para considerar los asuntos que figuran en primer y se- 


gundo término del orden del día. 


(Así se hace. Es la hora 16 y 52 minutos.) 
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(En sesión pública) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, se reanuda la 
sesión. 


(Es la hora 17 y 30 minutos) 
-Dése cuenta de lo actuado en sesión secreta. 


SEÑOR SECRETARIO (Don Mario Farachio).- El Sena- 
do, en sesión secreta, resolvió conceder venia al Poder Ejecuti- 
vo para destituir de su cargo a un funcionario del Ministerio de 
Educación y Cultura y a una funcionaria del Ministerio de 
Economía y Finanzas y no hacer lugar a la solicitud de venia 
para destituir a un funcionario del Ministerio de Relaciones 
Exteriores. 


13) ASUNTOS ENTRADOS FUERA DE HORA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dése cuenta de varios asuntos en- 
trados fuera de hora. 


(Se da de los siguientes:) 


«La Cámara de Representantes remite aprobados los 
siguientes proyectos de ley: 


por el que se declara el derecho a acogerse a los 
beneficios del artículo 18 de la Ley N* 15.783, a los 
funcionarios docentes de la Administración Nacio- 
nal de Educación Pública (ANEP) reincorporados al 
amparo de la mencionada ley; 

-A LA COMISIÓN DE ASUNTOS LABORALES Y 
SEGURIDAD SOCIAL. 


por el que se establece el derecho de los radioaficio- 
nados a instalar un equipo de trasmisión en sus res- 
pectivas unidades habitacionales; 

-A LA COMISION DE DEFENSA NACIONAL. 


por el que se fija en cinco años el plazo establecido 
por el artículo 450 de la Ley N” 16.226, para la 
enajenación de vehículos automotores y equipos de 
trasmisión y procesamiento de audio importados por 
las radioemisoras de AM y FM del interior del país, 
al amparo de lo dispuesto por el artículo 617 de la 
Ley N* 16.170. 

-A LA COMISIÓN DE HACIENDA. 


y el aprobado en nueva forma por el que se autoriza 
la emisión de Bonos del Tesoro Cupón Cero. 
-A LA COMISIÓN DE HACIENDA.» 


14) RELACIONES DE CONSUMO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el asunto 
cuya urgencia fue votada: «Proyecto de ley por el que se 
procede a la regulación de las relaciones de consumo. (Carp. 
N* 1474/99 - Rep. N* 982/99)». 


(Antecedentes:) 


«Carp. N* 1474/99 
Rep. N* 982/99 
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La Cámara de Representantes en sesión de hoy, ha 
sancionado el siguiente 


PROYECTO DE LEY 
CAPITULO I 
DISPOSICIONES GENERALES Y CONCEPTOS 


Artículo 1”.- La presente ley es de orden público y 
tiene por objeto regular las relaciones de consumo, in- 
cluidas las situaciones contempladas en el inciso segun- 
do del artículo 4” de la presente ley. 


En todo lo no previsto en la presente ley, será de 
aplicación lo dispuesto en el Código Civil. 


Artículo 2”.- Consumidor es toda persona física o 
jurídica que adquiere o utiliza productos o servicios 
como destinatario final en una relación de consumo o 
en función de ella. 


No se considera consumidor o usuario a aquel que, 
sin constituirse en destinatario final, adquiere, almace- 
na, utiliza o consume productos o servicios con el fin de 
integrarlos en procesos de producción, transformación 
o comercialización. 


Artículo 3".- Proveedor es toda persona física o ju- 
rídica, nacional o extranjera, privada o pública, y en 
este último caso estatal o no estatal, que desarrolle de 
manera profesional actividades de producción, creación, 
construcción, transformación, montaje, importación, dis- 
tribución y comercialización de productos o servicios 
en una relación de consumo. 


Artículo 4”.- Relación de consumo es el vínculo que 
se establece entre el proveedor que, a título oneroso, 
provee un producto o presta un servicio y quien lo ad- 
quiere o utiliza como destinatario final. 


La provisión de productos y la prestación de servi- 
cios que se efectúan a título gratuito, cuando ellas se 
realizan en función de una eventual relación de consu- 
mo, se equiparan a las relaciones de consumo. 


Artículo 5”.- Producto es cualquier bien corporal o 
incorporal, mueble o inmueble. 


Servicio es cualquier actividad remunerada, sumi- 
nistrada en el mercado de consumo, con excepción de 
las que resultan de las relaciones laborales. 
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CAPITULO II 
DERECHOS BASICOS DEL CONSUMIDOR 
Artículo 6*.- Son derechos básicos del consumidor: 


A) La protección de la vida, la salud y la seguridad 
contra los riesgos causados por las prácticas en el 
suministro de productos y servicios considerados pe- 
ligrosos o nocivos. 


B) La educación y divulgación sobre el consumo ade- 
cuado de los productos y servicios, la libertad de 
elegir y el tratamiento igualitario cuando contrate. 


C) La información suficiente, clara, veraz, en idioma 
español y sin perjuicio que puedan emplearse ade- 
más otros idiomas. 


D) La protección contra la publicidad engañosa, los mé- 
todos coercitivos o desleales en el suministro de pro- 
ductos y servicios y las cláusulas abusivas en los 
contratos de adhesión, cada uno de ellos dentro de 
los términos dispuestos en la presente ley. 


E) La asociación en organizaciones cuyo objeto especí- 
fico sea la defensa del consumidor y ser representa- 
do por ellas. 


F) La efectiva prevención y resarcimiento de los daños 
patrimoniales y extra patrimoniales. 


G) El acceso a organismos judiciales y administrativos 
para la prevención y resarcimiento de daños me- 
diante procedimientos ágiles y eficaces, en los tér- 
minos previstos en los Capítulos respectivos de la 
presente ley. 


CAPITULO MI 


PROTECCION DE LA SALUD Y 
LA SEGURIDAD 


Artículo 7”.- Todos los productos y servicios cuya 
utilización pueda suponer un riesgo de aquellos conside- 
rados normales y previsibles por su naturaleza, utiliza- 
ción o finalidad, para la salud o seguridad de los consu- 
midores o usuarios, deberán comercializarse observando 
las normas o las formas establecidas o razonables. 


Artículo $”.- Los proveedores de productos y servi- 
cios peligrosos o nocivos para la salud o seguridad de- 
berán informar en forma clara y visible sobre su peli- 
grosidad o nocividad, sin perjuicio de otras medidas 
que puedan tomarse en cada caso concreto. 


Artículo 9”.- La autoridad administrativa competen- 
te podrá prohibir la colocación de productos en el mer- 
cado, excepcionalmente y en forma fundada, cuando 
éstos presenten un grave riesgo para la salud o seguri- 
dad del consumidor por su alto grado de nocividad o 
peligrosidad. 
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Artículo 10.- Tratándose de productos industriales, el 
fabricante deberá proporcionar la información a que refie- 
ren los artículos precedentes y ésta deberá acompañar siem- 
pre al producto, incluso en su comercialización final. 


Artículo 11.- Los proveedores de productos y servi- 
cios que, posteriormente a la introducción de los mis- 
mos en el mercado, tomen conocimiento de su nocivi- 
dad o peligrosidad, deberán comunicar inmediatamente 
tal circunstancia a las autoridades competentes y a los 
consumidores. En este último caso la comunicación se 
cumplirá mediante anuncios publicitarios. 


CAPITULO IV 
DE LA OFERTA EN GENERAL 


Artículo 12.- La oferta dirigida a consumidores de- 
terminados o indeterminados, transmitida por cualquier 
medio de comunicación y que contenga información su- 
ficientemente precisa con relación a los productos o 
servicios ofrecidos, vincula a quien la emite y a aquel 
que la utiliza de manera expresa por el tiempo que se 
realice. Este plazo se extenderá en los siguientes casos: 


1) Cuando dicha oferta se difunda únicamente en día 
inhábil, en cuyo caso la misma vincula a los sujetos 
referidos en esta cláusula hasta el primer día hábil 
posterior al de su realización. 


2) Cuando el oferente establezca un plazo mayor. 


En todos los casos la oferta podrá especificar sus 
modalidades, condiciones o limitaciones. 


Durante el plazo de vigencia de la oferta, incluso si 
éste es más extenso que el previsto en la presente ley, la 
oferta será revocable. La revocación será eficaz una vez 
que haya sido difundida por medios similares a los em- 
pleados para hacerla conocer y siempre que esto ocurra 
antes que la aceptación haya llegado al oferente. En los 
casos en los que el oferente asuma el compromiso de no 
revocar la oferta, la misma no será revocable. 


La aceptación de la oferta debe ser tempestiva. La 
aceptación tardía es ineficaz, salvo la facultad del pro- 
ponente de otorgarle eficacia. 


Artículo 13.- Toda información referente a una re- 
lación de consumo deberá expresarse en idioma espa- 
ñol, sin perjuicio que además puedan usarse otros idio- 
mas. 


Cuando en la oferta se dieran dos o más informacio- 
nes contradictorias, prevalecerá la más favorable al con- 
sumidor. 


Artículo 14.- Toda información, aun la proporcio- 
nada en avisos publicitarios, difundida por cualquier for- 
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ma o medio de comunicación, obliga al oferente que 
ordenó su difusión y a todo aquel que la utilice e integra 
el contrato que se celebre con el consumidor. 


Artículo 15.- El proveedor deberá informar, en to- 
das las ofertas y previamente a la formalización del 
contrato respectivo: 


A) El precio, incluidos los impuestos. 


B) En las ofertas de crédito o de financiación de pro- 
ductos o servicios, el precio de contado efectivo se- 
gún corresponda, el monto del crédito otorgado o el 
total financiado en su caso, y la cantidad de pagos y 
su periodicidad. Las empresas de intermediación fi- 
nanciera, administradoras de créditos o similares tam- 
bién deberán informar la tasa de interés efectiva 
anual. 


C) Las formas de actualización de la prestación, los 
intereses y todo otro adicional por mora, los gastos 
extras adicionales, si los hubiere, y el lugar de pago. 


El precio difundido en los mensajes publicitarios 
deberá indicarse según lo establecido en el presente 
artículo. La información consignada se brindará confor- 
me a lo que establezca la reglamentación. 


Artículo 16.- La oferta de productos o servicios que 
se realice fuera del local empresarial, por medio postal, 
telefónico, televisivo, informático o similar da derecho 
al consumidor que la aceptó a rescindir o resolver, «ipso- 
jure», el contrato. El consumidor podrá ejercer tal dere- 
cho dentro de los cinco días hábiles contados desde la 
formalización del contrato o de la entrega del producto, 
a su sola opción, sin responsabilidad alguna de su parte. 
La opción por la rescisión o resolución deberá ser co- 
municada al proveedor por cualquier medio fehaciente. 


Cuando la oferta de servicios se realice en locales 
acondicionados con la finalidad de ofertar, el consumi- 
dor podrá rescindir o resolver el contrato en los térmi- 
nos dispuestos en el inciso primero del presente artícu- 
lo. 


Si el consumidor ejerciere el derecho a resolver o 
rescindir el contrato deberá proceder a la devolución 
del producto al proveedor, sin uso, en el mismo estado 
en que fue recibido, salvo lo concerniente a la compro- 
bación del mismo. Por su parte, el proveedor deberá 
restituir inmediatamente al consumidor todo lo que éste 
hubiere pagado. La demora en la restitución de los im- 
portes pagados por el consumidor dará lugar a que éste 
exija la actualización de las sumas a restituir. Cada par- 
te deberá hacerse cargo de los costos de la restitución 
de la prestación recibida. En los casos en los que el 
consumidor rescinda o resuelva el contrato de confor- 
midad a las previsiones precedentes, quedarán sin efec- 
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to las formas de pago diferido de las prestaciones emer- 
gentes de dicho contrato que éste hubiera instrumentado 
a través de tarjetas de crédito o similares. Bastará a tal 
efecto que el consumidor comunique a las emisoras de 
las referidas tarjetas su ejercicio de la opción de resolu- 
ción o rescisión del contrato. 


En el caso de servicios parcialmente prestados, el 
consumidor pagará solamente aquella parte que haya 
sido ejecutada y si el servicio fue pagado anticipada- 
mente, el proveedor devolverá inmediatamente el mon- 
to correspondiente a la parte no ejecutada. La demora 
en la restitución de los importes pagados por el consu- 
midor dará lugar a que éste exija la actualización de las 
sumas a restituir. Se aplicará en lo pertinente lo dis- 
puesto en el párrafo final del inciso anterior del presen- 
te artículo. 


En todos los casos el proveedor deberá informar el 
domicilio de su establecimiento o el suyo propio siendo 
insuficiente indicar solamente el casillero postal o simi- 
lar. 


CAPITULO V 
DE LA OFERTA DE LOS PRODUCTOS 


Artículo 17.- La oferta de productos debe brindar 
información clara y fácilmente legible sobre sus carac- 
terísticas, naturaleza, cantidad, calidad -en los términos 
y Oportunidades que correspondan- composición, garan- 
tía, origen del producto, el precio de acuerdo a lo esta- 
blecido en el artículo 15, los datos necesarios para la 
correcta conservación y utilización del producto y, se- 
gún corresponda, el plazo de validez y los riesgos que 
presente para la salud y seguridad de los consumidores. 


La información consignada en este artículo se brin- 
dará conforme lo establezca la reglamentación respecti- 
va. En lo que respecta al etiquetado-rotulado de produc- 
tos, así como en relación a la necesidad de acompañar 
manuales de los productos y el contenido de éstos, se 
estará a lo que disponga la reglamentación. 


Artículo 18.- Los fabricantes e importadores debe- 
rán asegurar la oferta de componentes y repuestos mien- 
tras subsista la fabricación o importación del producto. 


Artículo 19.- La oferta de productos defectuosos, 
usados o reconstituidos deberá indicar tal circunstancia 
en forma clara y visible. 

CAPITULO VI 
DE LA OFERTA DE SERVICIOS 


Artículo 20.- En la oferta de servicios el proveedor 
deberá informar los rubros que se indican en el presente 
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artículo, salvo que por la naturaleza del servicio no co- 
rresponda la referencia a alguno de ellos. La informa- 
ción deberá ser clara y veraz y, cuando se brinde por 
escrito, será proporcionada con caracteres fácilmente 
legibles: 


A) Nombre y domicilio del proveedor del servicio. 
B) La descripción del servicio a prestar. 


C) Una descripción de los materiales, implementos, tec- 
nología a emplear y el plazo o plazos del cumpli- 
miento de la prestación. 


D) El precio, incluidos los impuestos, su composición 
cuando corresponda, y la forma de pago. Será apli- 
cable en lo pertinente lo dispuesto en el artículo 15 
de la presente ley. 


E) Los riesgos que el servicio pueda ocasionar para la 
salud o seguridad, cuando se diera esta circunstan- 
cia. 


F) El alcance y duración de la garantía, cuando ésta se 
otorgue. 


G) Solamente podrá informarse la calidad de conformi- 
dad a lo previsto en el artículo 17 de la presente ley. 


La reglamentación podrá prever situaciones en que, 
junto con la oferta, deba brindarse un presupuesto al 
consumidor, estableciendo su contenido y eficacia. 


Artículo 21.- La oferta de servicios financieros de- 
berá contener las especificaciones que, según los servi- 
cios de que se trate, pueda disponer la reglamentación, 
sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 20 de la pre- 
sente ley. 


CAPITULO VII 
PRACTICAS ABUSIVAS EN LA OFERTA 


Artículo 22.- Son consideradas prácticas abusivas, 
entre otras: 


A) Negar la provisión de productos o servicios al con- 
sumidor, mientras exista disponibilidad de lo ofreci- 
do según los usos y costumbres y la posibilidad de 
cumplir el servicio, excepto cuando se haya limitado 
la oferta y lo haya informado previamente al consu- 
midor, sin perjuicio de la revocación que deberá ser 
difundida por los mismos medios empleados para 
hacerla conocer. 


B) Hacer circular información que desprestigie al con- 
sumidor, a causa de las acciones realizadas por éste, 
en ejercicio de sus derechos. 
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C) Fijar el plazo o los plazos para el cumplimiento de 
las obligaciones de manera manifiestamente despro- 
porcionada en perjuicio del consumidor. 


D) Enviar o entregar al consumidor cualquier producto 
O proveer cualquier servicio que no haya sido pre- 
viamente solicitado. Los servicios prestados o los 
productos remitidos o entregados al consumidor, en 
esta hipótesis, no conllevan obligación de pago ni 
de devolución, equiparándose por lo tanto a las mues- 
tras gratis. Se aplicará, en lo que corresponda, lo 
dispuesto en el inciso tercero del artículo 16 de la 
presente ley. 


E) Hacer aparecer al consumidor como proponente de 
la adquisición de bienes o servicios, cuando ello no 
corresponda. 


CAPITULO VIII 


GARANTIA CONTRACTUAL DE PRODUCTOS 
Y SERVICIOS 


Artículo 23.- El proveedor de productos y servicios 
que ofrece garantía, deberá ofrecerla por escrito, estan- 
darizada cuando sea para productos idénticos. Ella de- 
berá ser fácilmente comprensible y legible, y deberá 
informar al consumidor sobre el alcance de sus aspectos 
más significativos. 


Deberá contener, como mínimo, la siguiente infor- 
mación: 


A) Identificación de quien ofrece la garantía. 


B) Identificación del fabricante o importador del pro- 
ducto o del proveedor del servicio. 


C) Identificación precisa del producto o servicio, con 
sus especificaciones técnicas básicas. 


D) Condiciones de validez de la garantía, su plazo y 
cobertura, especificando las partes del producto o 
servicio cubiertas por la misma. 


E) Domicilio y teléfono de aquellos que están obliga- 
dos contractualmente a prestarla. 


F) Condiciones de reparación del producto o servicio 
con especificación del lugar donde se efectivizará la 
garantía. 


G) Costos a cargo del consumidor, si los hubiere. 


H) Lugar y fecha de entrega del producto o de la finali- 
zación de la prestación del servicio al consumidor. 


El certificado de garantía debe ser completado por 
el proveedor y entregado junto con el producto o al 
finalizar la prestación del servicio. 
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Si el certificado es entregado por el comerciante y 
se identificó en el mismo al fabricante o importador que 
ofrece la garantía, son estos últimos quienes resultan 
obligados por el contrato accesorio de garantía. 


CAPITULO IX 
PUBLICIDAD 


Artículo 24.- Toda publicidad debe ser transmitida 
y divulgada de forma que el consumidor la identifique 
como tal. 


Queda prohibida cualquier publicidad engañosa. 


Se entenderá por publicidad engañosa cualquier mo- 
dalidad de información o comunicación contenida en 
mensajes publicitarios que sea entera o parcialmente fal- 
sa, O de cualquier otro modo, incluso por omisión de 
datos esenciales, sea capaz de inducir a error al consu- 
midor respecto a la naturaleza, cantidad, origen, precio, 
respecto de los productos y servicios. 


Artículo 25.- La publicidad comparativa será per- 
mitida siempre que se base en la objetividad de la com- 
paración y no se funde en datos subjetivos de carácter 
psicológico o emocional y que la comparación sea pasi- 
ble de comprobación. 


Artículo 26.- La carga de la prueba de la veracidad 
y exactitud material de los datos de hecho contenidos 
en la información o comunicación publicitaria, corres- 
ponde al anunciante. 


Artículo 27.- La reglamentación podrá establecer 
un plazo durante el cual el proveedor de productos y 
servicios debe mantener en su poder, para la informa- 
ción de los legítimos interesados, los datos fácticos, téc- 
nicos y científicos que den sustento al mensaje publici- 
tario. 


CAPITULO X 
CONTRATO DE ADHESION 


Artículo 28.- Contrato de adhesión es aquel cuyas 
cláusulas o condiciones han sido establecidas unilate- 
ralmente por el proveedor de productos o servicios sin 
que el consumidor haya podido discutir, negociar o mo- 
dificar sustancialmente su contenido. 


En los contratos escritos la inclusión de cláusulas 
adicionales a las preestablecidas no cambia por sí mis- 
ma la naturaleza del contrato de adhesión. 


Artículo 29.- Los contratos de adhesión serán re- 
dactados en idioma español, en términos claros y con 
caracteres fácilmente legibles, de modo tal que faciliten 
la comprensión por el consumidor. 


CAMARA DE SENADORES 


CAPITULO XI 


CLAUSULAS ABUSIVAS EN LOS CONTRATOS 
DE ADHESION 


Artículo 30.- Es abusiva, por su contenido o por su 
forma, toda cláusula que determine claros e injustifica- 
dos desequilibrios entre los derechos y obligaciones de 
los contratantes en perjuicio de los consumidores, así 
como toda aquella que viole la obligación de actuar de 
buena fe. La apreciación del carácter abusivo de las 
cláusulas no referirá al producto o servicio ni al precio 
o contraprestación del contrato, siempre que dichas cláu- 
sulas se redacten de manera clara y comprensible. 


Artículo 31.- Son consideradas cláusulas abusivas, 
sin perjuicio de otras, las siguientes: 


A) Las que exoneren o limiten la responsabilidad del 
proveedor por vicios de cualquier naturaleza de los 
productos o servicios, salvo que una norma de dere- 
cho lo habilite o por cualquier otra causa justificada. 


B) Las que impliquen renuncia de los derechos del con- 
sumidor. 


C) Las que autoricen al proveedor a modificar los tér- 
minos del contrato. 


D) La cláusula resolutoria pactada exclusivamente en 
favor del proveedor. La inclusión de la misma deja a 
salvo la opción por el cumplimiento del contrato. 


E) Las que contengan cualquier precepto que imponga 
la carga de la prueba en perjuicio del consumidor 
cuando legalmente no corresponda. 


F) Las que impongan representantes al consumidor. 


G) Las que impliquen renuncia del consumidor al dere- 
cho a ser resarcido o reembolsado de cualquier ero- 
gación que sea legalmente de cargo del proveedor. 


H) Las que establezcan que el silencio del consumidor se 
tendrá por aceptación de cualquier modificación, res- 
tricción o ampliación de lo pactado en el contrato. 


La inclusión de cláusulas abusivas da derecho al con- 
sumidor a exigir la nulidad de las mismas y en tal caso 
el Juez integrará el contrato. Si hecho esto, el Juez apre- 
ciara que con el contenido integrado del contrato éste 
careciera de causa podrá declarar la nulidad del mismo. 


CAPITULO XII 
INCUMPLIMIENTO 


Artículo 32.- La violación por parte del proveedor 
de la obligación de actuar de buena fe o la transgresión 
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del deber de informar en la etapa precontractual, de 
perfeccionamiento o de ejecución del contrato, da dere- 
cho al consumidor a optar por la reparación, la resolu- 
ción o el cumplimiento del contrato, en todos los casos 
con más los daños y perjuicios que correspondan. 


Artículo 33.- El incumplimiento del proveedor de 
cualquier obligación a su cargo dará lugar al resarci- 
miento de los daños y perjuicios compensatorios o mo- 
ratorios, según corresponda, excepción hecha de: 


A) Exigir el cumplimiento forzado de la obligación siem- 
pre que ello fuera posible. 


B) Aceptar otro producto o servicio o la reparación por 
equivalente. 


C) Resolver el contrato con derecho a la restitución de 
lo pagado, monetariamente actualizado, o rescindir 
el mismo, según corresponda. 


CAPITULO XII 
RESPONSABILIDAD POR DAÑOS 


Artículo 34.- Si del vicio o riesgo de la cosa o de la 
prestación del servicio resulta un daño al consumidor, 
será responsable el proveedor de conformidad con el 
régimen dispuesto en el Código Civil. 


El comerciante o distribuidor sólo responderá cuan- 
do el importador y fabricante no pudieran ser identifica- 
dos. De la misma forma serán responsables si el daño se 
produce como consecuencia de una inadecuada conser- 
vación del producto o cuando altere sus condiciones 
originales. 


Artículo 35.- La responsabilidad de los profesiona- 
les liberales será objetiva o subjetiva según la naturale- 
za de la prestación asumida. 


Artículo 36.- El proveedor no responde sino de los 
daños y perjuicios que sean consecuencia inmediata y 
directa del hecho ilícito e incluyen el daño patrimonial 
y extrapatrimonial. 


CAPITULO XIV 
PRESCRIPCION Y CADUCIDAD 


Artículo 37.- El derecho a reclamar por vicios apa- 
rentes o de fácil constatación, salvo aceptación expresa 
de los mismos, caducan en treinta días a partir de la 
provisión del servicio o del producto no duradero, y en 
noventa días cuando se trate de prestaciones de produc- 
tos o servicios duraderos. 


Los plazos comienzan a computarse a partir de la 
entrega efectiva del producto o de la finalización de la 
prestación del servicio. 


CAMARA DE SENADORES 


Dichos plazos se interrumpen si el consumidor efec- 
túa una reclamación debidamente comprobada ante el 
proveedor y hasta tanto éste deniegue la misma en for- 
ma inequívoca. 


En caso de vicios ocultos, éstos deberán evidenciar- 
se en un plazo de seis meses y caducarán a los tres 
meses del momento en que se pongan de manifiesto. 
Ello sin perjuicio de las previsiones legales específicas 
para ciertos bienes y servicios. 


Artículo 38.- La acción para reclamar la reparación 
de los daños personales prescribirá en un plazo de cua- 
tro años a partir de la fecha en que el demandante tuvo 
o debería haber tenido conocimiento del daño, del vicio 
o defecto, y de la identidad del productor o fabricante. 
Tal derecho se extinguirá transcurrido un plazo de diez 
años a partir de la fecha en que el proveedor colocó el 
producto en el mercado o finalizó la prestación del ser- 
vicio causante del daño. 


Artículo 39.- La prescripción consagrada en los ar- 
tículos anteriores se interrumpe con la presentación de 
la demanda o con la citación a juicio de conciliación 
siempre que éste sea seguido de demanda dentro del 
plazo de treinta días de celebrado el mismo. 


CAPITULO XV 
ORGANIZACION ADMINISTRATIVA 


Artículo 40.- El Ministerio de Economía y Finan- 
zas, a través de la Dirección General de Comercio, será 
la autoridad nacional de fiscalización del cumplimiento 
de la presente ley, sin perjuicio de las competencias 
constitucionales y legales atribuidas a otros órganos y 
entes públicos. 


Artículo 41.- La Dirección General de Comercio, 
además, asesorará al Ministerio de Economía y Finan- 
zas en la formulación y aplicación de las políticas en 
materia de defensa del consumidor. 


Artículo 42.- Compete a la Dirección del Area de 
Defensa del Consumidor: 


A) Informar y asesorar a los consumidores sobre sus 
derechos. 


B) Controlar la aplicación de las disposiciones de pro- 
tección al consumidor establecidas en esta norma, 
pudiendo, a tal efecto, exigir el acceso, realizar ins- 
pecciones y requerir la información que necesitare 
en los locales, almacenes, depósitos, fábricas, co- 
mercios o cualquier dependencia o establecimiento 
de los proveedores; sin perjuicio de las competen- 
cias constitucionales y legales atribuidas a otros ór- 
ganos y entes públicos. 


C.S.-67 


68-C.S. 


C) Asesorar al Director General de Comercio para co- 
ordinar con otros órganos o entidades públicas esta- 
tales y no estatales la acción a desarrollar en defensa 
del consumidor. 


D) Podrá fomentar, formar o integrar, además, comisio- 
nes asesoras compuestas por representantes de las 
diversas actividades industriales y comerciales, coo- 
perativas de consumo y asociaciones de consumido- 
res, O por representantes de organismos o entes pú- 
blicos, las que serán responsables de las informacio- 
nes que aporten, y podrán proponer medidas correc- 
tivas referentes a la defensa del consumidor. 


E) Fomentar la constitución de asociaciones de consu- 
midores cuya finalidad exclusiva sea la defensa del 
consumidor. La Dirección del Area Defensa del Con- 
sumidor llevará un registro de estas asociaciones, 
las que deberán constituirse como asociaciones civi- 
les. 


F) Citar a los proveedores a solicitud del o de los con- 
sumidores afectados, a una audiencia administrativa 
que tendrá por finalidad tentar el acuerdo entre las 
partes. La incomparecencia del citado a esta audien- 
cia se tendrá como presunción simple en su contra. 
Sin perjuicio de ello, en general, podrá auspiciar 
mecanismos de conciliación y mediación para la so- 
lución de los conflictos que se planteen entre los 
particulares en relación a los temas de su competen- 
cia. 


G) Podrá, para el cumplimiento de sus cometidos, soli- 
citar información, asistencia y asesoramiento a cual- 
quier persona pública o privada nacional o extranje- 
ra. 


H) Dictar los actos administrativos necesarios para el 
cumplimiento de sus cometidos. 


Artículo 43.- Se consideran infracciones en materia 
de defensa del consumidor, el incumplimiento de los 
requisitos, obligaciones o prohibiciones establecidas en 
la presente ley. Para el cumplimiento de las tareas ins- 
pectivas podrá requerirse el concurso de la fuerza pú- 
blica, si se entendiere pertinente. 


Artículo 44.- Las infracciones en materia de defen- 
sa del consumidor serán sancionadas por la Dirección 
General de Comercio en subsidio de los órganos o enti- 
dades públicas estatales y no estatales que tengan asig- 
nados, por normas constitucionales o legales, compe- 
tencia de control en materia vinculada a la defensa del 
consumidor. 


Artículo 45.- La Dirección General de Comercio 
podrá delegar en la Dirección del Area de Defensa del 
Consumidor la potestad sancionatoria en esta materia. 
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Artículo 46.- Las infracciones se calificarán como 
leves, graves y muy graves, atendiendo a los siguientes 
criterios: el riesgo para la salud del consumidor, la posi- 
ción en el mercado del infractor, la cuantía del benefi- 
cio obtenido, el grado de intencionalidad, la gravedad 
de la alteración social producida, la generalización de la 
infracción y la reincidencia. 


Artículo 47.- Comprobada la existencia de una in- 
fracción a las obligaciones impuestas por la presente 
ley, sin perjuicio de las acciones por responsabilidad 
civil o penal a que hubiere lugar, el infractor será pasi- 
ble de las siguientes sanciones, las que se podrán apli- 
car independiente o conjuntamente según resulte de las 
circunstancias del caso: 


1) Apercibimiento, cuando el infractor carezca de ante- 
cedentes en la comisión de infracciones de la misma 
naturaleza y ésta sea calificada como leve. 


2) Multa cuyo monto inferior no será menor de 20 UR 
(veinte unidades reajustables) y hasta un monto de 
4.000 UR (cuatro mil unidades reajustables). 


3) Decomiso de las mercaderías y productos objeto de 
la infracción, cuando éstos puedan entrañar riesgo 
claro para la salud o seguridad del consumidor. 


4) En caso de reiteración de infracciones graves o de 
infracción muy grave se podrá ordenar la clausura 
temporal del establecimiento comercial o industrial 
hasta por noventa días. 


5) Suspensión de hasta un año en los registros de pro- 
veedores que posibilitan contratar con el Estado. 


Las sanciones referidas en los numerales 3), 4) y 5) 
del presente artículo se propondrán fundadamente por 
la Dirección General de Comercio y se resolverán por 
el Ministerio de Economía y Finanzas. 


Artículo 48.- Cuando se constaten infracciones gra- 
ves a las disposiciones establecidas en la presente ley, 
la Dirección del Area de Defensa del Consumidor po- 
drá colocar en el frente e interior del establecimiento, 
por un plazo de hasta veinte días a partir de la fecha de 
constatación de la infracción, carteles que indiquen cla- 
ramente el carácter de infractor a la ley de defensa del 
consumidor. 


Artículo 49.- En caso de reincidencia en infraccio- 
nes similares, probada intencionalidad en la infracción 
O circunstancias que configuren un riesgo para la salud 
o seguridad de los consumidores, el órgano competente 
de control podrá disponer la publicación en los diarios 
de circulación nacional de la resolución sancionatoria a 
costa del infractor. 
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Artículo 50.- Para la imposición de las sanciones 
establecidas en la presente ley se seguirá el siguiente 
procedimiento: comprobada la infracción por los fun- 
cionarios del servicio inspectivo respectivo, se labrará 
acta circunstanciada, en forma detallada, que será leída 
a la persona que se encuentre a cargo del establecimien- 
to, quien la firmará y recibirá copia textual de la misma. 


El infractor dispondrá de un plazo de diez días hábi- 
les para efectuar sus descargos por escrito y ofrecer 
prueba, la que se diligenciará en un plazo de quince 
días, prorrogables cuando haya causa justificada. Ven- 
cido el plazo de diez días hábiles sin efectuar descargos 
o diligenciada la prueba en su caso, se dictará resolu- 
ción. 


Artículo 51.- Cuando se compruebe la realización 
de publicidad engañosa o ilícita, sin perjuicio de las 
sanciones establecidas en la presente ley, el órgano com- 
petente podrá solicitar judicialmente, en forma fundada, 
la suspensión de la publicidad de que se trate, así como 
también ordenar la realización de contra publicidad con 
la misma frecuencia que la publicidad infractora, cuyo 
gasto deberá pagar el infractor. 


En ambos casos la resolución deberá estar precedida 
del procedimiento previsto en el artículo 50 de la pre- 
sente ley para la defensa del anunciante. 


Artículo 52.- La presente ley comenzará a regir a 
los nueve meses contados desde su publicación. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, 
en Montevideo, a 18 de agosto de 1999. 


ARIEL LAUSAROT PERALTA 
MARTIN GARCIA NIN Presidente 
Secretario.» 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee) 
-En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Iturria. 


SEÑOR ITURRIA.- Señor Presidente: la Comisión trató el 
tema en el día de hoy y lo aprobó por unanimidad de presen- 
tes. Cabe señalar que se trata de un proyecto que comienza a 
estudiarse por parte del Parlamento y tiene una importante 
participación del Poder Ejecutivo, ya que el 2 de setiembre del 
año pasado el señor Ministro de Economía y Finanzas pidió 
ser recibido por la Comisión. En oportunidad de hacerse pre- 
sente en la misma, propuso que la economista Eva Holtz y la 
escribana Beatriz Ramos, Directora del Area de Defensa del 
Consumidor del Ministerio de Economía y Finanzas, participa- 
ran en el trabajo de la Comisión para analizar conjuntamente 
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los proyectos a estudio y elaborar una iniciativa propia. Enton- 
ces, desde el 21 de setiembre al 30 de noviembre del año 
pasado trabajaron en forma conjunta representantes del Minis- 
terio de Economía y Finanzas e integrantes de la Comisión de 
Industria, Energía, Minería y Turismo de la Cámara de Repre- 
sentantes a efectos de elaborar el proyecto que hoy se encuen- 
tra a consideración del Cuerpo. 


Cabe resaltar que fue importante la manera en que se traba- 
jÓ porque hubo intercambio de ideas. Se recogió la opinión de 
distintos sectores interesados en el tema y se arribó a un texto 
que fue aprobado por unanimidad en la Comisión y luego por 
todos los Partidos políticos en el Plenario de la Cámara de 
Representantes. 


La voluntad política o la intención del Parlamento es vincu- 
larse a situaciones que ya existían en los demás países del 
MERCOSUR. Es decir, en Uruguay hay diversas leyes que en 
distinto momento tratan temas vinculados a la defensa del con- 
sumidor; fijan obligaciones a los proveedores e industriales, 
etcétera. Sin embargo, faltaba una ley que ordenara de modo 
sistemático la totalidad de la materia, y eso es lo que esta 
norma propugna, tomando en consideración no otra cosa que 
principios generales que hacen a las costumbres, a las tradicio- 
nes, a las maneras de ser de los ciudadanos y de los habitantes 
del Uruguay, tratando de darle carnadura a un conjunto de 
conceptos generales que en este caso tienen validez y objetivi- 
dad en la norma legal. 


Se trata de un proyecto bastante completo; podríamos decir 
que constituye un código que trata el tema. 


El primer Capítulo es conceptual; determina el ámbito de 
aplicación de la ley y categoriza a la misma como de orden 
público, es decir que tiene las características o calidades que 
hacen que no pueda ser derogada por acuerdo de partes, lo que 
es muy importante dada la materia y el contenido de la misma. 
Concretamente, en cuanto al ámbito de aplicación, dice que la 
ley tiene por objeto regular las relaciones de consumo, inclui- 
das las situaciones contempladas en el inciso segundo del 
artículo 4% y en lo que no esté previsto aquí, en la ley, se 
remite al Código Civil, como corresponde. 


Luego, la norma trae una serie de definiciones: las de con- 
sumidor, proveedor, relación de consumo, además de estable- 
cer el concepto de producto y del servicio. 


En el segundo Capítulo se enumeran los derechos básicos 
del consumidor, establecidos en varios incisos, como por ejem- 
plo la protección a la vida, a la salud, a la seguridad contra los 
riesgos causados por las prácticas en el suministro de produc- 
tos y servicios considerados peligrosos o nocivos, la educación 
y divulgación, la información suficiente, la protección contra 
la publicidad engañosa, la asociación en organizaciones cuyo 
objeto específico sea la defensa del consumidor y la efectiva 
prevención y resarcimiento de daños cuando ocurrieren y el 
acceso a organismos judiciales y administrativos en la preven- 
ción o en el resarcimiento de los perjuicios ocasionados. 
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El Capítulo III reglamenta un derecho básico: la protección 
de la salud y la seguridad. Estas disposiciones se amplían, 
porque la salud de las personas y el hecho de que los produc- 
tos que se consumen sean de buena calidad y estén en óptimas 
condiciones son esenciales por ser conceptos vinculados con la 
vida. 


El Capítulo IV habla de la oferta en general, la reglamenta, 
establece plazos en los cuales estará vigente y determina una 
serie de condiciones, siempre con la visión de que se está 
tratando de proteger a uno de los sectores mayoritarios en la 
relación comercial existente en la sociedad que, por ser disper- 
so, requiere la protección legislativa. 


El Capítulo V trata de la oferta de los productos, estable- 
ciendo un conjunto de disposiciones con la misma orientación 
y sentido. Además, establece algunas obligaciones importan- 
tes, como el rotulado y etiquetado de los productos, el deber 
de los importadores y fabricantes de ofrecer componentes y 
repuestos mientras subsista la fabricación o importación del 
producto. Esta es la mejor defensa, dado que a veces se impor- 
tan productos y no se provee de sus repuestos, lo que genera 
un grave perjuicio para los adquirentes. 


El Capítulo VI se refiere a la oferta de servicios, determina 
las condiciones en que se deben ofrecer y también describe los 
materiales. 


El Capítulo VII tipifica las prácticas abusivas en la oferta y 
destina varias disposiciones o incisos a esclarecer cuáles son 
esas conductas típicas que merecen la calificación de prácticas 
abusivas. 


En el Capítulo VIII se menciona la garantía contractual de 
los productos y servicios. 


El Capítulo IX regula la publicidad y sus características, 
estableciendo lo que debe contener y lo que no. 


El Capítulo X reglamenta el contrato de adhesión. Entre 
sus disposiciones figuran algunas que atañen a la redacción de 
los contratos en idioma español, en términos claros y con ca- 
racteres fácilmente legibles. 


El Capítulo XI determina cuáles son las cláusulas abusivas 
en los contratos de adhesión, definiéndolas y reglamentándo- 
las. 


El Capítulo XII prevé las consecuencias para el caso de 
incumplimiento. Quiere decir que habla de la violación, por 
parte del proveedor, de la obligación de actuar de buena fe o la 
transgresión del deber de informar en la etapa precontractual. 
Este Capítulo, entonces, establece qué sanciones tendrá quien 
infrinja estas disposiciones y qué consecuencias perjudiciales y 
nocivas acarreará dicha conducta. 


El Capítulo XIII impone la responsabilidad por daños en 
caso de vicios de la mercadería, haciendo responsable al pro- 
veedor de conformidad con lo dispuesto en el Código Civil. 
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Asimismo, establece diferencias entre el comerciante y el fa- 
bricante, dando a este último una responsabilidad mayor. El 
artículo 35 de este Capítulo, en este sentido, dice que la res- 
ponsabilidad de los profesionales liberales será objetiva o sub- 
jetiva, según la naturaleza de la prestación asumida. Este tam- 
bién es un hecho importante, porque a menudo se ven situacio- 
nes conflictivas en cuanto a la responsabilidad profesional con 
respecto a los requerimientos de sus clientes. Por su parte, el 
artículo 36 expresa que el proveedor no responde sino de los 
daños y perjuicios que sean consecuencia inmediata y directa 
del hecho ilícito e incluyan el daño patrimonial y extrapatrimo- 
nial. 


Luego, en el Capítulo XIV, se señalan los plazos de pres- 
cripción y caducidad de las prestaciones. 


El Capítulo XV establece la competencia administrativa: el 
artículo 40 expresa que el Ministerio de Economía y Finanzas, 
a través de la Dirección General de Comercio, será la autori- 
dad nacional de fiscalización del cumplimiento de la presente 
ley, sin perjuicio de las competencias constitucionales y lega- 
les atribuidas a otros órganos y entes públicos. Quiere decir 
que tiene que haber un sector de la Administración Pública o 
del Gobierno que represente los intereses defendidos por esta 
ley. Por su parte, el artículo 41 dice que la Dirección General 
de Comercio asesorará al Ministerio de Economía y Finanzas 
en la formulación y aplicación de las políticas en materia de 
defensa del consumidor. Asimismo, en el siguiente artículo se 
señala que a la Dirección del Área de Defensa del Consumidor 
compete informar y asesorar a los consumidores sobre sus de- 
rechos, controlar la aplicación de las disposiciones de protec- 
ción al consumidor, asesorar al Director General de Comercio, 
fomentar, formar o integrar comisiones asesoras compuestas 
por representantes de diversas actividades industriales y co- 
merciales, etcétera, o sea, todo un conjunto de actividades que 
propenden a que el Estado también sea responsable en la eje- 
cución de políticas para defender a esa masa innominada de 
gente que consume, que hace de la economía del país una 
actividad importante y que no tiene un defensor si no es el 
propio Estado. 


En consecuencia, este proyecto de ley, que puede tener - 
por supuesto- un análisis más profundo, ha sido elaborado en 
conjunto entre el Poder Ejecutivo y el Legislativo con la aquies- 
cencia de todos los partidos políticos, dando al Uruguay el 
nivel de los países del MERCOSUR que tienen este tipo de 
regulación. Esto constituye un paso importante en defensa de 
un gran sector de la población y la ordenación de un conjunto 
de derechos que les permite asumir su autodefensa, a la vez 
que posibilita que el Estado participe, también, en la protec- 
ción de esos intereses. 


En virtud de lo expuesto, la Comisión ha entendido positi- 
va la aprobación de este proyecto de ley tal como viene redac- 
tado, puesto que significa la regulación de un sector que cuenta 
con normas que lo atienden, pero no con un texto ordenado 
como el que acaba de aprobar la Cámara de Representantes. 
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SEÑOR ATCHUGARRY -- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR ATCHUGARRY .- Quisiera dejar algunas constan- 
cias luego del brillante informe que ha brindado el Miembro 
Informante, señor Senador Iturria. 


Concretamente, me interesa señalar como un hecho positi- 
vo algunas novedades que surgen del artículo 22, referido a 
prácticas de comercio que se están extendiendo cada vez más, 
como es la oferta de un producto no solicitado, procedimiento 
que hoy en día es habitual dentro de las modernas prácticas de 
«marketing». En este artículo se regula esto -a mi juicio, con 
acierto- asumiendo que si no hubo un expreso consentimiento, 
éste no se presume y la prestación del servicio o el ofrecimien- 
to del bien se entenderá como una muestra gratis. Este asunto 
no es menor y hay muchos ejemplos al respecto, ya que a 
todos nos han vendido algún servicio de auxilio automotriz 
que no solicitamos, etcétera. Por otro lado, aquí se señala que 
no se puede presumir, como aceptación, el silencio del consu- 
midor. 


Por último, afirmo que el informe brindado por el señor 
Senador Iturria ha sido muy correcto, y seguramente la Cámara 
querrá votar este proyecto de ley lo más rápidamente posible. 


Por otra parte, en el proyecto de ley se habla del contrato 
de adhesión, lo cual no es una innovación pero no es frecuente 
hacer una regulación específica de las llamadas cláusulas abu- 
sivas en el contrato de adhesión, asunto estudiado desde el 
siglo pasado como contrato de uso masivo en el que la fuerza 
de una de las partes impone las condiciones. Donde se enun- 
cian las cláusulas consideradas abusivas se faculta al Juez a 
declararlas nulas y a hacer lo propio con el contrato si éste 
perdiera sentido. Concretamente, en el literal A) del artículo 
31 se menciona como cláusula abusiva a la que exonere o 
limite la responsabilidad del proveedor por vicios de cualquier 
naturaleza de los productos o servicios, salvo que una norma 
de Derecho lo habilite o por cualquier otra causa justificada. A 
este respecto, quiero señalar que nuestros Códigos de Comer- 
cio y Civil permiten la limitación de la responsabilidad y la 
exoneración, salvo en el caso de dolo. En mi opinión, este 
tema no es menor, y tarde o temprano el Parlamento tendrá que 
encarar, por ejemplo, si se acepta o no aquello que hoy resulta 
un problema para las prestaciones de salud, y si se limita o no 
la responsabilidad por intervención en el acto médico. Esto 
tiene mucho que ver con el costo del servicio, y basta con 
considerar que en Estados Unidos más del tercio de dicho 
costo corresponde a seguros. 


Entonces, quiero señalar que, a mi entender, esta limitación 
de la responsabilidad como cláusula abusiva se dará cuando 
nos apartemos del Código Civil y estemos -notoriamente- yen- 
do a una situación de irresponsabilidad. Esto es diferente a 
limitar el alcance económico, sea vía la restricción de la res- 
ponsabilidad o sea por la liquidación anticipada de daños y 
perjuicios, que es otra mecánica admitida en el Código Civil. 
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Esta era la constancia que queríamos dejar en un proyecto 
que hemos acompañado sin ningún tipo de reparos y que, en- 
tendemos, llena un vacío. 


SEÑOR GARGANO.-- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GARGANO.- He estado leyendo el material que 
se nos ha acercado en el día de hoy. Deseo recordar que en 
agosto de 1997 nosotros presentamos un proyecto de ley sobre 
defensa del consumidor. Aprecio que en algunas partes se re- 
cogen parcialmente aportes de aquel proyecto y creo que este 
material que se nos trae hoy a consideración es la transacción 
entre las diversas iniciativas que estaban presentadas. Aclaro 
que lo voy a votar en ese sentido y también quisiera decir que 
me sorprende que se regule por ley el contrato de adhesión, ya 
que lo que estudiábamos en la Facultad de Derecho era la 
descripción de cuándo un contrato era de adhesión. Es decir 
que se nos enseñaba que existe un contrato de adhesión cuando 
una de las partes no participaba para nada en la determinación 
de su contenido y lo único que tenía que hacer era aceptarlo o 
rechazarlo; si ocurría lo primero, adhería a él. Esto es lo que 
yo conocía hasta ahora, aunque nunca había visto legislar 
sobre el tema. Aclaro que no me parece mal, siempre que 
luego -como parece que se hace en el proyecto- se sancione el 
abuso en la utilización de este mecanismo o de este tipo de 
contratos. Entiendo que el contrato de adhesión es, en sí mis- 
mo, un abuso, porque coloca a las partes en desigualdad de 
condiciones. También observo que hay una parte referida a las 
sanciones que está recogida en este proyecto de ley. 


De todas formas, esta Cámara ha recibido iniciativas en 
esta materia desde el año 1985 y nunca ha llegado a sancionar 
ninguna de ellas. Por lo tanto, si se aprueba la que tenemos a 
consideración, aunque no nos deje absolutamente conformes, 
estoy dispuesto a votarla, partiendo de la base de que quienes 
participaron en la redacción del texto definitivo, lo hicieron 
con conciencia de la importancia que tiene un material de esta 
naturaleza. 


Por último, quiero dejar constancia de que, sinceramente, 
no he tenido tiempo de analizar en profundidad este proyecto 
de ley. 


SEÑOR CARVALHO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR CARVALHO.- Naturalmente, vamos a acompañar 
el proyecto que consideramos, en concordancia con lo que ha 
sido expuesto por el Miembro Informante y por otros señores 
Senadores, en el sentido de que representa un paso importante 
y un progreso realmente significativo en la legislación sobre la 
materia en nuestro país, prácticamente inexistente o dispersa 
en multiplicidad de normas de difícil aplicación. 
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Nuestro sector presentó oportunamente, señor Presidente, 
en la Cámara de Representantes, un proyecto muy completo 
sobre esta materia. También había otras iniciativas para consi- 
derar y más tarde surgieron nuevas. Creo que la Comisión 
respectiva trabajó bien y llegó a una fórmula de consenso o de 
síntesis, inclusive, en un diálogo e interacción con los repre- 
sentantes del Poder Ejecutivo. En definitiva, lo que nos llega 
para su aprobación es un buen proyecto, que representa un 
avance importante y, por consiguiente, lo voto con la plena 
convicción de que estoy colaborando a introducir en la legisla- 
ción una normativa que va a contribuir, de manera fundamen- 
tal, a fomentar una mayor honestidad en las prácticas, tanto de 
publicidad como de comercialización de numerosos productos. 


SEÑOR RICALDONTI.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR RICALDONI.- Quiero decir que me ocurre algo 
similar a lo que expresaba el señor Senador Gargano, en el 
sentido de que soy uno de los Senadores que no ha tenido 
tiempo de estudiar en profundidad este proyecto de ley. Lo he 
leído rápidamente algunas veces durante la sesión y, evidente- 
mente, tengo que asociarme a lo que se ha dicho en Sala, en 
primer lugar, a lo manifestado por el señor Miembro Informan- 
te en cuanto a que bienvenida sea una normativa como la que 
propone este proyecto de ley, de protección a los consumido- 
res. Es absolutamente cierto que es necesario que se consagre 
en textos legales alguna forma de institucionalizar derechos 
que hasta ahora nunca habían sido bien definidos y que perte- 
necen a los consumidores. Considero que el interés del consu- 
midor -sobre el que seguramente discutiremos mañana o en 
próximas sesiones- es un tema fundamental que debemos pro- 
teger si de relaciones de tipo económico o comercial se trata. 
Entonces, bienvenido sea el proyecto y la iniciativa del Poder 
Ejecutivo en este sentido y también el visto bueno que al mis- 
mo le ha dado la Cámara de Representantes previamente. 


Pero, como señalaba hace unos instantes, también me ocu- 
rre que no estoy absolutamente seguro de que con esta iniciati- 
va se haya profundizado tanto como se debería en la materia. 
En algunos aspectos, creo que ciertas referencias al Derecho 
Civil pueden llegar a traer, en la práctica, algunas complica- 
ciones a la hora de interpretar lo que quiso el Legislador. Por 
ejemplo, en el artículo 1? se dice que esta es una ley de orden 
público. ¿Qué quiere decir esto? Simplemente -y no es poca 
cosa- que los acuerdos entre las partes, en este caso entre el 
oferente de un determinado bien y quien lo recibe, no pueden 
ser modificados por el acuerdo entre las partes. Esto, en princi- 
pio, parece una solución absolutamente adecuada, por la sensi- 
ble diferencia de poder que hay entre quien ofrece o vende un 
determinado producto y quien lo adquiere o recibe. De eso no 
hay ninguna duda y me parece, sin haber profundizado en el 
análisis de este tema, que se trata de dar protección a los más 
débiles, que normalmente son -todos lo sabemos muy bien- los 
consumidores. Pero en tren de plantearnos algunas interrogan- 
tes a este respecto, quiero señalar que, por un lado, se estable- 


7 de Setiembre de 1999 


ce que esta es una ley de orden público y, por otro, hay remi- 
siones al Código Civil más que al Derecho Civil, es decir, a la 
normativa civil de nuestro ordenamiento jurídico. Me refiero 
al ordenamiento jurídico, que en materia civil no siempre -y yo 
diría que ello ocurre menos veces que lo contrario- establece 
que sus normas son de orden público. En el Código Civil, la 
mayor parte de las disposiciones no son de orden público, es 
decir que pueden ser modificadas por acuerdo de partes. Esto 
es algo sobre lo que no caben dudas. 


Precisamente, tal como me acotan los señores Senadores 
Bergstein y Atchugarry, básicamente lo que se prioriza en el 
Código Civil desde la época de don Tristán Narvaja, es la 
voluntad de las partes, por supuesto, libremente emitida. 


Entonces, señor Presidente, pueden plantearse dificultades 
cuando acá hay referencias al Derecho Civil y, al mismo tiem- 
po, se dice que esta será una ley de orden público. ¿Qué querrá 
decir esto? ¿Que cuando el tema se pone en manos del Dere- 
cho Civil, porque no hay una previsión expresa en la ley, no es 
de orden público y, en cambio, pasa a serlo porque el artículo 
1” establece que esta va a ser una ley de orden público? 


Francamente, debo decir que estoy haciendo algunas re- 
flexiones, que no llevarán más de un par de horas, porque 
tengo dudas. 


SEÑOR KORZENIAK.- ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor Senador? 


SEÑOR RICALDONI.- Con mucho gusto. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Senador. 


SEÑOR KORZENIAK.- Señor Presidente: naturalmente, 
escucho con atención y respeto esta duda que ha planteado el 
señor Senador Ricaldoni, pero me parece que ese tema está 
muy bien resuelto en el artículo 1. Precisamente, esta dispo- 
sición dice que esta ley es de orden público, lo que quiere 
decir -como lo han explicado entre otros los señores Senado- 
res Ricaldoni e Iturria- que sus determinaciones no pueden ser 
derogadas por acuerdo de partes. Es más; una de las determi- 
naciones que incluye este proyecto de ley en el artículo 1* dice 
que en lo no previsto será de aplicación lo dispuesto en el 
Código Civil. Entonces, por ejemplo -esta es la manera de 
armonizar estos dos incisos- las partes no podrán acordar lo 
que no se dispone en la ley y, en ese caso, habría que remitirse 
al Código de Comercio o al Código Penal. ¿Por qué? Porque 
es una ley de orden público y esta determinación dice que debe 
remitirse al Código Civil. 


Por lo tanto, pienso que no se plantea una contradicción y 
que es muy clara la armonización entre los incisos primero y 
segundo. Lo mismo ocurriría si en otro caso se remite al Códi- 
go Civil. Confieso que en este momento no sé si hay otras 
remisiones, pero si las hubiera -en una primera lectura me 
parece que no hay- quiere decir que esa determinación de ir al 
Código Civil es de orden público y no va más allá. 
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Realmente esta es la interpretación que encuentro para que, 
cumpliendo el deber del intérprete, las normas deban conside- 
rarse armónicas, aun cuando puedan psicológicamente haber 
sido redactadas con defectos, porque el deber del intérprete es 
buscar una armonía. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Senador 
Ricaldoni. 


SEÑOR RICALDONT.- Estaba diciendo, señor Presidente, 
que tengo dudas sobre los alcances de esta norma. Acabo de 
escuchar una interpretación que me parece ha sido inteligente- 
mente planteada y muy sensata del flamante coordinador de la 
Bancada del Frente Amplio. Sin embargo, téngase en cuenta 
que de esta forma podemos llegar a la conclusión inevitable de 
que la ley es de orden público -estoy hablando concretamente 
del artículo 1” porque me parece que es el corazón del proyec- 
to de ley- y que, por lo tanto, como acá se dice que es de ese 
carácter y que en lo no previsto hay que remitirse a lo dispues- 
to en el Código Civil, si en éste hay normas que permiten 
escapar al corsé que significa el orden público -es decir que 
permite el acuerdo de partes y, repito, que esa es la filosofía 
general del Código Civil sobre lo que en modo alguno estoy en 
contra- puede suceder que a alguien se le ocurra que como 
algunos aspectos son regulados a la vez por la ley y por el 
Código Civil -que es más detallista y por lo tanto habrá que 
aplicarlo fatalmente- se plantee una especie de callejón sin 
salida. 


Reitero que me parece razonable la interpretación del señor 
Senador Korzeniak, pero si fuera la que corresponde -ojalá sea 
así- tendríamos que aclarar qué es lo que se quiere decir con la 
remisión al Código Civil, en tanto y cuanto podría darse el 
caso de que esa remisión -lo digo por segunda vez- significara 
que nos remitimos a normas que no son de orden público y que 
están en el Código Civil. 


Por otro lado, en lo que respecta a este Capítulo I y tam- 
bién a este artículo 1, me pregunto por qué en algunos aspec- 
tos no hubo una referencia a las normas del Código de Comer- 
cio porque, a mi entender, debería haberlas. No voy a ingre- 
sar en un tema que, en lo personal, tampoco lo tengo resuelto 
-probablemente sí lo hayan resuelto los especialistas- como es 
el de si el Derecho Comercial es autónomo del Derecho Civil 
O si, en cambio, es un derecho especial y a falta de normas 
expresas en el Código de Comercio hay que remitirse a lo que 
dispone el Código Civil. No es mi intención ingresar en esa 
discusión, pero no tengo dudas de que algunas disposiciones del 
Código de Comercio, quizás -en muchos casos podría estar se- 
guro- en algunos casos significara mejores soluciones de protec- 
ción al consumidor que esta remisión, al barrer, al Código Civil. 


SEÑOR BERGSTEIN.- ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor Senador? 


SEÑOR RICALDONTI.- Con mucho gusto. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Creo que el señor Senador Rical- 
doni planteaba un tema muy interesante en el marco de este 
proyecto de ley, porque hay dos situaciones distintas. Una de 
ellas es la que se crea cuando el artículo 1” habla de que en lo 
no previsto en la presente ley será de aplicación lo dispuesto 
en el Código Civil. Hasta aquí entiendo que la normativa fun- 
ciona, porque lo que la ley no prevé no se convierte en orden 
público, que es el corazón de esta iniciativa, sino que actúa 
como limitación a la autonomía de las partes, como interven- 
ción del Estado, para proteger al consumidor o al que se supo- 
ne más débil en ese tipo de relacionamiento. En lo no previsto, 
entonces, se aplican las disposiciones del Código Civil. Sin 
embargo, como bien señalaba el señor Senador Ricaldoni, hay 
otras disposiciones que, a los efectos de determinar las respon- 
sabilidades de las partes, se remiten expresamente al Código 
Civil. Quiere decir, entonces, que no es la situación referida lo 
que no está previsto en la ley, sino situaciones que sí están 
previstas, como es el caso típico del artículo 34 cuando dice 
«si del vicio o riesgo de la cosa o de la prestación del servicio 
resultare un daño al consumidor, será responsable el proveedor 
de conformidad con el régimen dispuesto en el Código Civil». 
Parece desprenderse que, en este caso, la responsabilidad del 
proveedor, de conformidad con el régimen dispuesto en el Có- 
digo Civil, se convierte en un régimen de responsabilidad de 
orden público, que no puede ser modificado ni siquiera por el 
acuerdo de partes. 


Para culminar esta reflexión, quiero decir que esto me pare- 
ce algo muy delicado y que francamente me cuesta mucho 
pronunciarme sin una meditación sobre el texto propuesto. Lo 
hemos analizado en distintas oportunidades y, precisamente, 
personas cercanas, amigos e incluso profesores de la Facultad 
de Derecho vienen trabajando en este tema desde hace muchos 
años. Si bien es probable que no vamos a tener oportunidad de 
recabar sus opiniones, igualmente han sido muy bien plantea- 
das por el señor Senador Ricaldoni a través de estas dos situa- 
ciones tan distintas. 


Más de cien años transcurridos desde su sanción se está 
convirtiendo un sistema de responsabilidad del Código Civil, 
previsto para operar al amparo de la autonomía de la voluntad, 
en un régimen de responsabilidad de orden público. En tal 
sentido, sería conveniente, por lo menos, que tuviéramos pre- 
sente esta circunstancia que trae a colación el señor Senador 
Ricaldoni. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Senador 
Ricaldoni. 


SEÑOR SARTHOU.- ¿Me concede una interrupción, señor 
Senador? 


SEÑOR RICALDONI.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Senador. 
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SEÑOR SARTHOU.- Me parece que la situación de esta 
ley es muy similar a la que se produce en el caso de la Ley de 
Arrendamientos, N” 14.219, que se define como una norma de 
orden público, porque la forma de darle protección o tuitividad 
a la persona que contrata es impidiendo que por su voluntad se 
pueda modificar. Entonces, el único método que tiene el Legis- 
lador para impedir, por ejemplo, que quien le vende a un con- 
sumidor haga constar en la factura de venta un elemento que 
rectifique la ley es estableciendo que no se puede poner abso- 
lutamente nada -en ningún texto contractual- que esté en con- 
tradicción con lo que ya está establecido en la ley. Fuera de lo 
que está establecido en ella se puede establecer algo a través 
de una letra chica o de un contrato, regulándolo por el Código 
Civil. Creo que acá estamos ante la mecánica de protección 
que el Derecho siempre utiliza cuando quiere impedir que la 
debilidad de la parte que negocia -ya sea en el contrato de 
arrendamiento o en el Derecho Laboral- no haga relevante su 
voluntad para poder pactar una cosa distinta. Insisto en que en 
todo esto no se puede pactar una cosa distinta porque, como es 
de orden público, es irrenunciable; se trata de normas a las que 
no se puede renunciar. Cuando se remite al Código Civil en 
todo lo que no esté previsto en la norma, renace -como decía 
bien el señor Senador Ricaldoni- la capacidad de negociar 
cualquier aspecto que no esté previsto acá. Me parece que 
este es el alcance de la coordinación de las dos normas que, 
incluso, no es distinto a lo que sucede en el caso del contrato 
de arrendamiento. Digo esto porque lo que está contenido en 
la Ley N” 14.219 tiene el signo de la irrenunciabilidad, pero 
ante cualquier otro aspecto que no esté previsto en esta ley, se 
debe recurrir al Código Civil y analizar, por ejemplo, cómo 
debe estar conservada la cosa que se arrienda. Esto sigue vi- 
gente puesto que no se ha tocado por la irrenunciabilidad, que 
es la que la protege. 


En cuanto a por qué se alude al Código Civil me parece 
que es una situación muy clara, ya que este es un proyecto de 
ley que trata como objeto a la compraventa civil y no a la 
comercial. No se trata de comprar para revender y esto se ve 
con nitidez porque el artículo 2” lo aclara muy bien al referirse 
que es el consumidor en la etapa final, es decir, en el acto de 
consumo. No refiere al que revende porque si hubiera reventa 
se trataría de un acto comercial y estaría regulado por ese 
Derecho. Entonces, me parece que el acto de consumo es típi- 
camente civil de compraventa, ya sea de servicios o de produc- 
tos y, por eso, es lógico que sea regido por el Código Civil y 
no por el Código de Comercio que regula la compra para re- 
vender. Este hecho no va a estar alcanzado por el intermedia- 
rio y se trata de un beneficio que se da al consumidor final. Si 
hubiera un intermediario que se encargara de estas operacio- 
nes, no regiría la irrenunciabilidad, y éste podría hacer las 
negociaciones en las cuales no se respeta esta ley porque no 
está dirigida a esa compra comercial sino a la civil realizada 
por parte del consumidor. 


Muchas gracias, señor Senador, y disculpe por la extensión 
de mis palabras. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Senador 
Ricaldoni. 
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SEÑOR RICALDONI.- Señor Presidente: en primer lugar 
quiero decir que estoy de acuerdo no con los elogios sino con 
las expresiones realizadas por el señor Senador Bergstein en 
uso de una interrupción. 


Al señor Senador Sarthou le quisiera decir lo siguiente. Al 
principio de mis palabras señalé que estaba de acuerdo con 
que este proyecto de ley tiene que proteger a la parte débil que 
son los consumidores y que, en modo alguno, estaba en contra 
de que se dijera que es una ley de orden público. Además, mi 
duda -que al escuchar a los colegas no creo que sea tan infun- 
dada- deriva de la remisión a normas del Código Civil, algunas 
de las cuales, muchas o casi todas ellas, posibilitan la autono- 
mía de la voluntad. Entonces, señor Presidente, estaba dicien- 
do que como soy de los que creen que lo principal en el caso 
de la circulación de bienes y servicios son las normas destina- 
das a la protección de los consumidores, me parece bien que 
ello esté previsto, aunque queda en pie la duda. Hubiera desea- 
do que el proyecto de ley se hubiera detenido un instante en las 
consecuencias que tiene dejar esto en una zona más o menos 
gris, desde mi punto de vista. También decía que en algunos 
casos entiendo que la remisión, con las dificultades que le veo 
al Código Civil, si adoptamos un criterio piedeletrista, descarta 
algunas normas de Derecho Comercial -estoy repitiendo con- 
ceptos- que podrían ser útiles para tener en cuenta a la hora de 
regular determinadas situaciones que se plantean a partir de la 
entrada en vigencia de la ley. 


Lamento tener que hacer estos comentarios, pero hay que 
ser realistas. Estamos al final de un Período legislativo, se nos 
viene encima el receso parlamentario que comienza el día 15 
de setiembre y este proyecto de ley viene aprobado por la 
Cámara de Representantes con fecha 18 de agosto, es decir, 
hace tres semanas. Por eso lo voy a acompañar, pero quizás se 
me comprenda cuando creo que algunas de las cosas que estoy 
señalando tienen que ver con el tema en cuestión. Por lo tanto, 
tal vez luego sea necesario por la vía de la reglamentación 
subsanar algunos vacíos. 


Por otra parte, quiero hacer una referencia a lo que señaló 
el señor Senador Sarthou con respecto a la llamada Ley de 
Alquileres, la N* 14.219, y sus modificativas. No es lo mismo, 
señor Senador Sarthou, porque si usted advierte lo que ha ocu- 
rrido en el transcurso de los años con esta ley o con la legisla- 
ción de arrendamientos urbanos -creo que básicamente nos 
referíamos a esta normativa- hoy en día es mucho más amplio 
el campo de aquello librado a la autonomía de la voluntad, en 
materia arrendaticia, que lo que está regulado por la propia 
ley. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Wilson Sanabria) 


-¿Por qué digo esto? Cuando se trata de alquileres de vi- 
viendas que fueron construidas después del año 1960, de al- 
quileres por temporada o de un determinado monto, la legisla- 
ción de alquileres expresamente dice que todo ello no está 
comprendido en la legislación arrendaticia. Entonces, lo que 
está quedando como orden público son situaciones residuales 
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-aunque el señor Senador Sarthou me diga que no con sus 
gestos, es absolutamente cierto lo que estoy diciendo- como 
sucede con otras situaciones que se plantean en la legislación 
vinculadas al RAVE. No fue así cuando entró en vigencia la 
Ley N* 14.219. 


Continuando con mis reflexiones sobre el proyecto de ley 
quiero decir -para no extenderme demasiado- que si tomamos 
en cuenta lo que establece el artículo 5%, también podemos 
tener dificultades para interpretar el proyecto de ley. El inciso 
primero dice que producto es cualquier bien corporal o incor- 
poral, mueble o inmueble. Como primera reflexión debo decir 
que no agrega nada a lo que dice el propio Código Civil. 
Luego se agrega que servicio es cualquier actividad remunera- 
da, suministrada en el mercado de consumo, con excepción de 
las que resultan de las relaciones laborales. Si combinamos lo 
que dice este artículo 5” con lo que establece el 35, nos podre- 
mos preguntar qué va a ocurrir entonces con el ejercicio de las 
profesiones liberales sin relación de dependencia, donde po- 
dría sostenerse que hay una relación laboral con horario y otras 
obligaciones propias de los trabajadores. ¿Qué va a ocurrir, 
señor Presidente? Que de la combinación del artículo 5* con el 
35, un médico, un abogado, un veterinario o un agrimensor 
van a estar comprendidos en esta ley desde muchos puntos de 
vista. 


Yo me pregunto si realmente ello es beneficioso dentro de 
lo que es el propósito central de esta ley, que para mí tiene que 
ver con servicios y bienes destinados al consumo masivo. Esta 
disposición nos lleva a preguntarnos en qué medida esto no va 
a crear una distorsión, muchas veces, en perjuicio del «consu- 
midor» -esta vez llamado entre comillas- de los servicios de un 
profesional liberal. No sé si se han medido las consecuencias 
de esto, incluso en lo que tiene que ver con la famosa respon- 
sabilidad decenal establecida dentro de la materia de la cons- 
trucción por el propio Código Civil. A mi juicio, no es un tema 
menor. 


Si observamos este artículo 35, podemos ver que se dice 
que la responsabilidad de los profesionales liberales será obje- 
tiva o subjetiva según la naturaleza de la prestación asumida. 
Me pregunto cuál es la responsabilidad objetiva y cuál la sub- 
jetiva en el ejercicio de una profesión liberal, ya que esto tiene 
que ver también con la conocida distinción sobre la que en 
general no hay unanimidad en la Jurisprudencia ni en la Doc- 
trina en cuanto a la obligación de medios y la obligación de 
resultados. En cuanto a los médicos, veterinarios y abogados 
-cito tres casos, pero hay muchos más- mayoritariamente se 
sostiene que hay una obligación de medios y no de resultados, 
lo que quiere decir que si se actuó responsable y eficientemen- 
te en la tarea profesional encomendada, no hay responsabili- 
dad en el caso de que el resultado no sea el esperado. Sin 
embargo, en el artículo 33 se dice que esa responsabilidad es, 
o bien objetiva o bien subjetiva, y yo no entiendo muy bien 
cómo se compatibiliza esto con la elaboración muy conocida 
entre los abogados y muy enseñada en la Facultad de Derecho 
sobre obligaciones de medios y obligaciones de resultados. En 
su momento, me interesaría la opinión del señor Miembro In- 
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formante y de los integrantes de la Comisión acerca de este 
tema. En esto hay que tener cuidado, porque creo que el objeti- 
vo principal de la ley -y personalmente hubiera preferido que 
fuera el único- es la protección del consumidor, de los consu- 
midores masivos, y no de algo mucho más específico que son 
los servicios de los profesionales liberales. Ni hablemos de lo 
que puede significar la combinación entre estas normas y las 
del Código Civil en esta materia. 


SEÑOR POZZOLO.- Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR POZZOLO.- Solicito que se prorrogue el tiempo 
de que dispone el orador. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Se va a 
votar la moción formulada. 


(Se vota:) 
-17 en 19. Afirmativa. 
Puede continuar el señor Senador Ricaldoni. 


SEÑOR RICALDONI.- No me voy a extender demasiado 
sobre este tema; simplemente estoy siguiendo el orden del arti- 
culado. 


Quiero también hacer mención a lo que señalaba alguno de 
los colegas preopinantes, que decía que no había tenido tiempo 
de comprobar si estas referencias al Código Civil se reiteraban 
en el proyecto. Por lo que he leído apresuradamente, puedo 
decir que sí. Si observamos el artículo 32, vemos que dice que 
la violación por parte del proveedor de la obligación de actuar 
de buena fe o la trasgresión del deber de informar en la etapa 
precontractual, de perfeccionamiento o de ejecución del con- 
trato, da derecho al consumidor a optar por la reparación, la 
resolución o el cumplimiento del contrato, en todos los casos 
con más los daños y perjuicios que correspondan. Aquí no se 
dice si hay que regularse por el Código Civil o por el Código 
de Comercio. Teniendo en cuenta lo que dice el artículo 1*, 
supongamos que la referencia es exclusivamente a la normati- 
va derivada del Código Civil. Pero además plantea una opción 
para el consumidor: la de la reparación, la resolución o el 
cumplimiento del contrato. Me parece que de esta forma se va 
por un camino diferente al que establece nuestro ordenamiento 
jurídico actual, ya que en este es concebible, por ejemplo, que 
se cumpla el contrato y al mismo tiempo que se solicite la 
reparación. Todos sabemos que hay determinados contratos 
que se agotan o que se cumplen cuando se llega al acuerdo 
acerca de la cosa y el precio, exigiendo a veces la tradición de 
la cosa, terminándose allí el contrato. Sin embargo, nada quita 
que en esos casos, por el tema de los vicios ocultos y cosas por 
el estilo, se pueda pedir la reparación, si hay plazo para ello, 
porque la situación así lo amerita. Ahora no sabemos si aplica- 
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mos esto al pie de la letra, si esto es una opción o se pueden 
utilizar acumulativamente estas tres posibilidades. En cambio, 
sí es claro que en todos los casos ello es con más los daños y 
perjuicios que correspondan, lo que aumenta aun más la com- 
plicación, porque lo que parece ser acumulativo es solamente 
lo de los daños y perjuicios y no una reparación que podría 
tener que ver incluso con el lucro cesante. 


SEÑOR KORZENIAK.- ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor Senador? 


SEÑOR RICALDONLI.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Puede in- 
terrumpir el señor Senador. 


SEÑOR KORZENIAK.- Seguramente por defecto de com- 
prensión, no entiendo qué relación tiene esto con la remisión 
del artículo 1” al Código Civil. El artículo 1* de esta ley dice 
que en lo no previsto por ella, rige el Código Civil. Es lo que 
se llama aplicación subsidiaria de otra norma, en este caso un 
Código. Como toda norma jurídica completa y operativa tiene 
un tema y la solución al mismo. El tema es que el proveedor 
viole la obligación de actuar de buena fe o el deber de infor- 
mar. Y da la solución de que el consumidor puede optar por la 
reparación, por la resolución o por el cumplimiento del contra- 
to; en todos los casos, con más los daños y perjuicios que 
corresponda. Puedo admitir que se diga que esta solución no 
gusta y que se preferiría otra, como la de que no fuera en todos 
los casos que se puede sumar los daños y perjuicios. Sin em- 
bargo, lo que realmente no comprendo es qué tiene que ver 
esto con el Código Civil. Este es un tema regulado por la ley; 
por consiguiente, aunque el artículo 1* dice que en lo no pre- 
visto será de aplicación lo dispuesto en el Código Civil, como 
esto sí está previsto y regulado, no es de aplicación dicho 
Código. Es de aplicación el artículo 32, que admito que se 
pueda considerar confuso, aunque yo lo veo claro. Puede en- 
tenderse, con un examen fino, que hay alguna confusión o que 
la solución no es buena. Por ejemplo, podría decirse que sería 
correcto que los daños y perjuicios se sumaran a la reparación, 
pero no a la resolución del contrato. 


Se podría sostener cualquiera de esas soluciones, pero debo 
expresar que no entiendo por qué se considera que este artícu- 
lo tiene que ver con el Código Civil; sin duda, lo modifica en 
algunos aspectos, porque estamos aprobando un proyecto pos- 
terior al Código Civil y, en consecuencia, si las soluciones son 
contradictorias, la ley lo deroga. 


Por otra parte -y me excuso por lo extenso de mi interrup- 
ción- en la gran mayoría de sus Capítulos, el famoso principio 
de la autonomía de la voluntad está más que superado. Esto lo 
vemos desde el contrato de obras o arrendamiento de servicios 
-que ha dado lugar, nada menos, que a una materia que se 
llama Derecho Laboral y que consta de numerosas leyes y 
Tratados internacionales- hasta otros, que de autonomía de la 
voluntad no tienen nada como, por ejemplo, el contrato de 
hipoteca. La mayoría de las normas sobre la hipoteca son obli- 
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gatorias y hay que cumplirlas. No se puede hacer una hipoteca 
sin escritura pública y sin que la misma se inscriba, por más 
que las partes se pongan de acuerdo. Entonces, no es exacto 
decir que la mayoría de las normas del Código Civil responden 
a la autonomía de la voluntad, como tampoco es exacto que 
eso permanezca. 


Personalmente admito, en este examen de profundización 
que está realizando el señor Senador Ricaldoni, que pueda no 
compartirse alguna de estas soluciones; sin embargo, pienso 
que es un tema regulado por la ley y que, por lo tanto, nada 
tiene que ver la remisión al Código Civil residual que se hace 
en el artículo 1*. 


Esta es la aclaración que deseaba realizar. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Puede con- 
tinuar el señor Senador Ricaldoni. 


SEÑOR RICALDONT.- En algunos puntos, estoy de acuer- 
do con el señor Senador Korzeniak; en otros, no. 


Lamento tener que ponerme obsesivamente reiterativo, pero 
debo decir que no se sabe en qué condiciones se da la remisión 
al Código Civil y eso, personalmente, no me parece la solución 
adecuada. 


En el artículo 34, o sea, dos artículos más adelante, en el 
Capítulo XIIL, sobre responsabilidad por daños, se establece: 
«S1 del vicio o riesgo de la cosa o de la prestación del servicio 
resulta un daño al consumidor, será responsable el proveedor 
de conformidad con el régimen dispuesto en el Código Civil.» 
Quiere decir que esa responsabilidad está regulada solamente 
por el Código Civil y no por el Código de Comercio, donde 
hay normas que hacen a la responsabilidad de los comercian- 
tes. Ahora bien, ¿se tuvo en cuenta esto? Porque en el Código 
de Comercio -y reitero lo que afirmé anteriormente- hay nor- 
mas que protegen al consumidor de manera más pragmática 
que las que se establecen en el Código Civil y que tienen que 
ver, por ejemplo, con el daño de las cosas adquiridas. Enton- 
ces, tal como expresé al principio de mi exposición, me en- 
cuentro ante un problema parecido al del señor Senador Gar- 
gano. 


Si bien voy a votar este proyecto, no sé si el mismo, por 
algunas oscuridades que le advierto y por algunos temas que a 
mi juicio no soluciona en profundidad, no va a crear en deter- 
minado momento dificultades no deseadas ni previstas por sus 
impulsores. 


Finalmente, deseo referirme a dos temas que tienen que ver 
con los artículos 43 y 44. En el primero, se establece que para 
el cumplimiento de las tareas inspectivas podrá requerirse el 
concurso de la fuerza pública, si se entendiere pertinente. Hu- 
biera preferido que el concurso de la fuerza pública, como es 
habitual, requiriera una especie de autorización previa del Po- 
der Judicial. Sé que hay leyes especiales que así lo permiten 
como, por ejemplo, la vieja Ley de Subsistencias. Pero en 
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estos casos, que son distintos y van mucho más allá de los 
temas de Subsistencias -los referidos a la llamada canasta fa- 
miliar- me parece que no hubiera estado de más un contralor 
judicial. El que tiene la competencia de contralor es el Minis- 
terio de Economía y Finanzas, a través de la Dirección General 
de Comercio. Quiere decir, entonces, que ésta va directamente 
a la Seccional Policial correspondiente y pide apoyo, sin un 
contralor judicial. Pienso que este es otro tema sobre el que 
habría que haber reflexionado más en profundidad. 


Por último, voy a referirme al artículo 44. 


Lo he leído varias veces y pienso que le falta una palabra 
en su redacción. Dice así: «Las infracciones en materia de 
defensa del consumidor serán sancionadas por la Dirección 
General de Comercio en subsidio de los órganos o entidades 
públicas estatales y no estatales que tengan asignados, por nor- 
mas constitucionales o legales, competencia de control en ma- 
teria vinculada a la defensa del consumidor.» 


Pienso que lo que se quiere decir es que la competencia 
que tendría, por virtud de la ley, la Dirección General de Co- 
mercio, dependiente del Ministerio de Economía y Finanzas, 
sólo surge y se puede ejercitar cuando no hay otro órgano o 
entidad pública estatal o no estatal que tenga esa misma com- 
petencia. Sin embargo, eso no es lo que se dice acá. Para mí, 
falta la palabra «no». Pienso que en vez de decir «en subsidio 
de los órganos o entidades públicas estatales y no estatales que 
tengan asignados», debería decir «de los órganos o entidades 
públicas estatales y no estatales que no tengan asignados». 


SEÑOR KORZENIAK.- Debería decir «asignada». 
(Dialogados) 


SEÑOR BERGSTEIN.- Se refiere a la competencia asigna- 
da. 


SEÑOR RICALDONI.- Se trata de un error que podríamos 
denominar «material». Si estuviera en Sala nuestro querido 
amigo, el doctor Gonzalo Aguirre, diría que esto podría dar 
mérito a la remisión del proyecto a la Cámara de Representan- 
tes. Personalmente, no voy tan lejos. Es posible que deba decir 
«asignada» en lugar de «asignados», pero también entiendo 
que falta la palabra «no», quizás por error al escribir el texto. 


Quería señalar todo esto porque voy a apoyar el proyecto, 
dado que estoy convencido de que es bueno, más que por su 
contenido, por la señal que se le da al consumidor de que va a 
estar -es de suponer que así ocurra- más protegido que antes; se 
va a crear una especie de conciencia colectiva de que hay nor- 
mas que protegen al consumidor. ¡En buena hora ello ocurra! 


Pienso que el Parlamento, quizás en la próxima Legislatu- 
ra, tendrá que profundizar un poco más en estos temas, porque 
con esto sólo no alcanza para pensar que se terminó el drama 
de los consumidores, quienes son víctimas de prácticas inde- 
seables por parte de aquellos que ofrecen bienes y servicios. 
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Me gustaría conocer la opinión del señor Miembro Infor- 
mante respecto de los alcances del artículo 35. 


SEÑOR SARTHOU.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR SARTHOU.- Voy a reiterar que en todos los casos 
en los que está establecida la remisión al Código Civil, se 
opera el mismo fenómeno que cuando un conjunto de normas 
especiales -sea en el Derecho Comercial, en el Derecho Labo- 
ral o en el Derecho de Arrendamiento- no tienen una solución; 
en ese caso, funciona en forma subsidiaria el llamado derecho 
común. Este es un fenómeno de interpretación, y creo que es 
muy claro que cuando las disposiciones se remiten expresa- 
mente al Derecho Civil, sucede lo mismo que si no lo hicieran. 
Si no se remiten al Derecho Civil y no está prevista la norma 
excepcional de orden público, rige el derecho común o el De- 
recho Civil, como principio general; si se remiten, sucede exac- 
tamente lo mismo. 


Creo que en ese sentido hay que tener en cuenta, además, 
que el artículo 7” del Código de Comercio es clarísimo cuando 
dice que se reputa acto de comercio toda compra de una cosa 
para revenderla o alquilar el uso de ella, sea en el mismo 
estado en que se compró o después de darle otra forma de 
mayor o menor valor. Esto no es lo que sucede en el caso del 
consumidor, que realiza el acto de consumo, el acto final; eso 
lo aclara precisamente la ley. Por esta razón no se puede apli- 
car el acto de comercio: porque es un acto civil el que cumple 
el consumidor, y me parece que ese es el sentido de los artícu- 
los 1 y 2%. De lo contrario, estaríamos afectando todos los 
actos de intermediación por este régimen, y esto no puede ser. 
Esto es un acto civil y se remite, entonces, al Código Civil, por 
tratarse de una operación de compra de un servicio o de un 
producto, no para revenderlo o transformarlo y hacerlo circu- 
lar, que es lo que caracteriza, de acuerdo con el Código de 
Comercio, al acto comercial. Nos parece que es claro que en 
todo lo que aquí no está establecido para proteger al consumi- 
dor rige el Derecho común y hay que hacer la misma operación 
que realizamos en todos los Derechos especiales. 


El señor Senador Ricaldoni hablaba en particular del tema 
de la responsabilidad. La responsabilidad en materia civil se 
maneja siempre en materia contractual en orden a la existencia 
de dos posibilidades: la rescisión del contrato o el cumplimien- 
to; esto es lo que normalmente se establece en Derecho Civil. 
Aquí prácticamente se establece el mismo sistema, agregando 
la figura de la reparación, que es tal vez lo que puede conside- 
rarse como peculiar en el caso del artículo 33, porque se exige 
el cumplimiento forzado o la resolución del contrato, pero se 
admite la posibilidad de reparación por un acto equivalente. 
Esto está previsto de la misma forma en el Código Civil; las 
posibilidades que existen frente al incumplimiento son pedir la 
rescisión del contrato -en cuyo caso se cobran daños y perjui- 
cios compensatorios, a los que aquí se alude- o, cuando se 
exige el cumplimiento, exigir los daños moratorios, que es lo 
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que aquí se establece. Si pido el cumplimiento del contrato, no 
puedo exigir daños y perjuicios porque el contrato se cumplió; 
a lo que sí tengo derecho es a exigir daños por la demora en 
que se produjo el cumplimiento del contrato. Creo que esto, 
inclusive, está plenamente dentro de la teoría del Derecho Ci- 
vil; lo que sucede es que tiene que haber un respeto de las 
normas de orden público en el sentido de que no puede ser 
modificado por vía de interpretación de lo civil, porque la 
calidad de orden público hace a las normas de carácter irre- 
nunciable. Puede ser que exista algún problema porque sea 
difícil en lo interpretativo determinar alguna instancia en que 
se aplica este campo de renunciabilidad frente a las normas del 
Derecho Civil, pero queríamos señalar esto. 


Con respecto al contrato de arrendamiento, reiteramos que, 
a diferencia de lo que dijo el señor Senador Ricaldoni, prácti- 
camente todas las disposiciones del Decreto-Ley N* 14.219 se 
aplican por completo. El contrato de arrendamiento hoy está 
regulado por ese decreto-ley, en el reajuste de alquileres, en 
los plazos, etcétera. 


Este tema es secundario, pero queremos señalar que el ca- 
rácter de orden público de la ley funciona de la misma forma 
que en la Ley de Arrendamientos y que no veo que pueda 
conducir a confusión, salvo un solo aspecto, que es el artículo 
35. Es difícil precisar cuál es la hipótesis de responsabilidad 
objetiva o subjetiva. La idea de la responsabilidad objetiva es 
una responsabilidad sin culpa. Entonces, no está claro en este 
texto cuándo se da la responsabilidad profesional objetiva. En 
este caso, debemos remitirnos al Derecho Civil, pero éste no 
tiene responsabilidad objetiva salvo en algunos casos en forma 
expresa. Existe sí en otras ramas como el Derecho Laboral, 
pero proviene de normas específicas que han surgido en mate- 
ria de accidentes de trabajo, etcétera. De manera que me pare- 
ce que este texto del artículo 35 puede crear algún problema, 
porque cuesta entender cuándo se da la hipótesis de responsa- 
bilidad objetiva, en la medida en que la remisión al Derecho 
Civil se maneja, sin duda, en el campo de la responsabilidad 
por el daño causado y por la culpa existente. Creo que el 
artículo 33 plantea una falta de claridad al establecer la res- 
ponsabilidad objetiva, porque ésta tiene que ser traducida en 
normas que la definan. Puede ser entendido que algunos textos 
de esta ley impliquen responsabilidad objetiva y se haya queri- 
do dar el respaldo normativo por ese artículo 35 por tratarse de 
una situación de excepción respecto de la normalidad en la 
exigencia de la culpa. 


SEÑOR RICALDONI.- ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor Senador? 


SEÑOR SARTHOU.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Puede in- 
terrumpir el señor Senador. 


SEÑOR RICALDONL.- Celebro que un distinguido labora- 
lista como el señor Senador Sarthou vea con preocupación el 
contenido del artículo 35. Creo que la redacción no tiene arre- 
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glo; las únicas posibilidades que existen, a mi juicio, son votar 
en contra -para lo que me estoy inclinando- o bien decir a texto 
expreso que esta ley no se aplica a las situaciones generadas 
por el ejercicio de las profesiones liberales, porque repito: la 
ley está buscando la protección masiva de los consumidores y, 
sin incurrir en latinazgos inútiles, no resisto la tentación de 
decir que el trabajo de los profesionales -y no sólo de los 
abogados- es «intuitae personae». Es decir que hay una rela- 
ción personal que poco y nada tiene que ver con lo que son las 
relaciones de quien va a comprar a un mayorista o a un impor- 
tador, o simplemente a un agente de comercio cualquiera. Es 
algo sustancialmente diferente, lo que creo que no requiere 
ninguna justificación en cuanto a lo que acabo de decir. 


(Ocupa la presidencia el licenciado Hugo Fernández Fain- 
gold) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Senador 
Sarthou. 


SEÑOR SARTHOU.- Creo que no se podría excluir así a 
los profesionales y que esto va a requerir un análisis en cada 
caso cuando se aplique la ley. Por ejemplo, un profesional 
liberal que comprometiera un servicio haciendo ver que ejerce 
una posibilidad de influencia -que es algo que ingresa ya en lo 
delictivo- podría estar creando una oferta de servicio que no es 
real. Lo mismo sucede con quienes practican la venta de bie- 
nes en condiciones que no son auténticas y actúan como profe- 
sionales liberales. De manera que no creo que se pueda excluir 
la categoría de los profesionales liberales, sino que esto va a 
determinar un análisis, porque tal vez si se aplica la responsa- 
bilidad objetiva podría haber hasta una inconstitucionalidad en 
la medida en que habría una responsabilidad sin la existencia 
de una culpa, que es un principio que tiene que ver con la 
esfera de las responsabilidades emergentes de los derechos 
individuales de la persona. Pero insisto: me parece que esto no 
debe llevar a la exclusión de los profesionales liberales, por- 
que en la oferta de servicios pueden incurrir en vicios o defec- 
tos similares a los que puedan cometer cualquier otro tipo de 
personas. 


Es cuanto quería señalar respecto a este proyecto que, por 
supuesto, vamos a apoyar. Tal vez hubiera podido ser más 
breve, porque evidentemente un texto demasiado extenso abre 
las posibilidades de riesgo de excelencia o de acierto en el 
desarrollo de las figuras. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el Miembro In- 
formante, señor Senador Iturria. 


SEÑOR ITURRIA.- Señor Presidente: también estudié el 
proyecto de ley con exceso de rapidez pero su análisis me 
permite decir, como juicio de valor, que se trata de un texto 
bastante bueno y con pocos puntos de conflicto. 


En cuanto al primer punto, a la remisión al Código Civil, 
no tengo ninguna discrepancia porque entiendo que la catego- 
ría de orden público que se le da a esta norma es indispensable 
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a la naturaleza de la relación que regula y a su objetivo. En ese 
sentido, bastaría que no fuera de orden público para que inme- 
diatamente cayera, a la intención del Legislador, la necesidad 
de regular esta materia porque evidentemente el consumidor es 
individualmente indefenso frente a la organización comercial 
con toda su fuerza y poder. Justamente en la circunstancia de 
que estamos legislando 100 años después -como decía el señor 
Senador Bergstein- de lo que fue propuesto en el Código Civil, 
está la razón de estas nuevas leyes que contradicen los concep- 
tos jurídicos antiguos porque era otra la realidad. Al respecto, 
la legislación siempre va a tratar la realidad del momento en 
que se dicta la norma legal. Es decir, primero el hombre en la 
sociedad genera circunstancias y así ocurren los hechos socia- 
les, económicos y culturales; después el Legislador, como si 
fuera un bombero, va a tratar de encontrarles solución. Por 
supuesto que esta ley va a traer conflictos y es verdad que el 
artículo 35 plantea alguna dificultad, pero dice que «La res- 
ponsabilidad de los profesionales liberales será objetiva o sub- 
jetiva según la naturaleza de la prestación asumida». Quiere 
decir que habrá que determinar que la naturaleza de la presta- 
ción asumida tiene tales características que permite una res- 
ponsabilidad objetiva. Si no ocurre eso, simplemente no va a 
haber responsabilidad objetiva, que es excepcional, y habrá un 
Juez que tendrá que atender, analizar la situación y dar su 
veredicto. 


Toda norma jurídica permite la discusión y la prueba está 
en las largas disquisiciones que a raíz de ellas se dan en este 
Senado y en los distintos ámbitos cuando se enfrentan perso- 
nas con igual preparación técnica. Sin embargo, no coinciden 
porque son temas opinables. 


Reitero que no hay una contradicción. La remisión al Códi- 
go Civil es, justamente como lo señalaba el señor Senador 
Sarthou, porque el artículo 2” define al consumidor y el párra- 
fo segundo expresa que «no se considera consumidor o usuario 
a aquel que, sin constituirse en destinatario final, adquiere, 
almacena, utiliza o consume productos o servicios con el fin de 
integrarlos en procesos de producción, transformación o co- 
mercialización». Es decir que el intermediario desaparece y no 
está regulado lo que serían actos de comercio, o los actos 
regulados por el Código de Comercio. En consecuencia, el 
Código Civil es el que rige. Pero cualquiera sea la disposición 
que se aplique del Código, este siempre va a beneficiar a la ley 
o a llenar los vacíos que esta pueda tener, pero nunca podrá 
cambiar la naturaleza de la ley que está dada por la caracterís- 
tica de orden público. En consecuencia, si hay alguna contra- 
dicción entre cualquier disposición del Código Civil y la ley 
que es posterior -que, además, tiene la nota de ser de orden 
público- va a decaer la disposición del Código Civil. 


En general, el proyecto de ley es positivo y con su aproba- 
ción se va a dar un paso muy importante en una materia que no 
está debidamente regulada y en una situación cambiante como 
la de los tiempos modernos. Tengamos en cuenta que el indivi- 
duo que va a comprar a un supermercado o a una gran empresa 
está indefenso y tiene que aceptar las reglas de juego que le 
impone la parte más poderosa. 
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Coincido en que a menudo en las profesiones liberales se 
incurre en el engaño y en la propuesta indebida por la publici- 
dad, etcétera. Por lo tanto, no es conveniente que estas actitu- 
des no tengan una sanción porque aquí sí estaríamos benefi- 
ciando a un sector de actividad que por la preparación que 
tiene y por las obligaciones que le requiere su cultura en cuan- 
to al apoyo a la sociedad, está más obligado a cumplir con las 
normas éticas que se tratan de conducir a través de este pro- 
yecto de ley. 


Seguramente, después que se comience a aplicar esta ley, 
van a encontrarse muchos defectos y habrá que realizar correc- 
ciones. En ese sentido, la realidad social es mucho más rica 
que la imaginación del Legislador. Eso es evidente y quien ha 
ejercido la profesión de abogado sabe que por más hipótesis 
que se planteen en las normas jurídicas, siempre existirán ca- 
sos en la sociedad que escapen a ellas. Como dije hace un rato, 
el Legislador actúa después de que suceden los hechos y siem- 
pre llega tarde porque la realidad genera situaciones que hay 
que tratar de corregir, enmendar o solucionar. 


Reitero que no tengo ningún motivo para hacer la defensa 
encarnizada del proyecto de ley porque no he participado de su 
discusión, pero sinceramente digo que a través de una lectura 
no demasiado profunda me he encontrado con un texto de 
buena categoría, de calidad y con un objetivo superior que 
realmente convida con alegría a votarlo ya que nuestros debe- 
res son defender a «los más» porque «los menos» tienen me- 
dios para hacerlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar el proyecto de ley en general. 


(Se vota:) 
-20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 


SEÑOR ITURRIA.- Pido la palabra para una moción de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR ITURRIA.- Formulo moción para que se suprima 
la lectura de los artículos del proyecto de ley y para que se 
voten en bloque. De esta manera, permitiríamos seguir tratan- 
do otros temas de importancia que están en el orden del día. 


SEÑOR RICALDONTI.- Pido la palabra para hacer un agre- 
gado a la moción del señor Senador Iturria. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR RICALDONTI.- Solicito el desglose del artículo 35. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción formula- 
da en el sentido de suprimir la lectura de los artículos del 
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proyecto de ley y votarlos en bloque, salvo el artículo 35 que 
se tratará por separado. 


(Se vota:) 
-20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consideración los artículos 1% a 52, excepto el artículo 
39; 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 35. 

SEÑOR RICALDONTI.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR RICALDONTI.- Señor Presidente: por una tranqui- 
lidad personal quiero decir una vez más que este artículo refe- 
rido a las profesiones liberales está consagrando la responsabi- 
lidad objetiva y la subjetiva, que no se sabe bien cómo se 
diferencian porque simplemente hay una mención a la natura- 
leza de la prestación asumida. Esto va a crear muchísimos más 
problemas que los supuestos beneficios. Quizá sería mejor que 
dijera que la ley comprende a los profesionales liberales y 
dejáramos de lado esto de la responsabilidad objetiva y subje- 
tiva. Repito que la norma se va a entrometer en conceptos más 
o menos elaborados por la doctrina y la jurisprudencia sobre 
obligaciones de medios y resultados. Aquí se estaría estable- 
ciendo una naturaleza de la prestación que nadie sabe bien 
cómo la va a definir el Juez o el Ministerio de Economía y 
Finanzas que es el que controlará esta ley. Me parece que 
estamos ingresando en un terreno que no tiene nada que ver 
con los propósitos que inspiran a la norma. Por esta razón no 
pienso acompañar al artículo 35. 


SEÑOR ATCHUGARRY-.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Senador? 


SEÑOR RICALDONI.- Con mucho gusto, y doy por termi- 
nada mi intervención. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Sena- 
dor Atchugarry. 


SEÑOR ATCHUGARRY - Deseo dejar constancia de nues- 
tro voto favorable al artículo 35 que, a nuestro juicio -creo que 
abonando la preocupación del señor Senador Ricaldoni- no 
modifica el sistema de responsabilidad ni el sistema contrac- 
tual de los profesionales. Normalmente, el profesional asume 
una obligación de medios y, por lo tanto, la diligencia de un 
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buen padre de familia, que es el estándar jurídico. Excepcio- 
nalmente, puede comprometerse a una obligación de resulta- 
dos. Los ejemplos más típicos son los del ingeniero industrial 
que se compromete a diseñar una máquina o el ingeniero civil 
a efectuar un cálculo de estructuras, casos en que existe una 
obligación de resultados. La diferencia no es menor y supongo 
que la referencia que se hace es, justamente, a esa división. Por 
lo tanto, para la historia fidedigna de la sanción de este pro- 
yecto de ley pienso que deberá interpretarse que nada se ha 
modificado en lo que prevén el Código Civil y la doctrina en 
cuanto a que, atendiendo a las características del contrato, éste 
puede tener por objeto una obligación de medios o de resulta- 
dos. Además, debemos tener la seguridad de que nada ha sido 
cambiado por esta expresión y comparto con el señor Senador 
Ricaldoni que, si no se hiciera la aclaración, podrían generarse 
dudas de interpretación. 


Por ese motivo, deseo dejar asentado que he dado mi voto 
favorable partiendo de la base de esa división que ya es clásica 
en nuestro Derecho. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar el artículo 35. 


(Se vota:) 
- 21 en 26. Afirmativa. 


Queda sancionado el proyecto de ley que se comunicará al 
Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley sancionado por 
ser igual al considerado) 


SEÑOR SARTHOU.- Pido la palabra para fundamentar el 
voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SARTHOU.- He votado favorablemente, pero qui- 
siera dejar constancia de que el artículo 35, que señalé que era 
atípico, puede haber tenido el sentido de respaldar algunas 
disposiciones -una ley puede ampliar el campo de responsabi- 
lidad- que dan por entendida la responsabilidad independiente- 
mente de la culpabilidad. Se trata de una cierta responsabilidad 
objetiva que se asume al ofertar determinados productos. Creo 
que puede haber determinado que se estableciera un soporte 
teórico para el caso de que alguien cuestionara que ciertos 
elementos objetivos que están dados creen responsabilidad a 
quien oferta, lo que podría hacer pensar en una falta de respal- 
do de la propia ley que permita que la persona sea responsable 
más allá de que haya tenido culpabilidad en el hecho. Creo que 
esta es la explicación de por qué se insertó este artículo 35. 
Reitero que lo he votado en el entendido de que, de alguna 
manera, respalda ciertas responsabilidades que se establecen, 
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más allá de que exista o no culpa en determinada forma de 
vender u ofrecer los productos. 


SEÑOR GARGANO.-- Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GARGANO.- Deseo dejar constancia de que he- 
mos votado afirmativamente, pero tenemos el propósito de so- 
meter a estudio de los especialistas de Derecho Comparado la 
ley que estamos sancionando. Luego de observar su funciona- 
miento, aportaremos a la próxima Administración las modifi- 
caciones que se estimen necesarias. Hay leyes-marco que se 
han elaborado a nivel del Parlamento Latinoamericano y, ade- 
más, se han realizado estudios en el propio Poder Legislativo 
sobre esta materia que deben ser utilizados y no creo que estén 
totalmente recogidos en esta iniciativa. Sin embargo, como 
primer paso, lo hemos votado en el entendido de que conside- 
ramos conveniente tener un cuerpo normativo de la naturaleza 
del que se está aprobando. 


SEÑOR POZZOLO.- Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR POZZOLO.- Como es notorio, no hemos votado 
este proyecto de ley, más allá de que compartimos las observa- 
ciones hechas por nuestros compañeros de Bancada. Llamo la 
atención sobre el hecho de que un proyecto de 52 artículos, 
aprobado en la Cámara de Representantes el 18 de agosto, que 
es remitido al Senado imprevistamente con un informe verbal, 
es votado masivamente en la tarde de hoy hasta con errores de 
redacción, como el que se señaló en el artículo 44. Tuvo una 
sanción muy rápida y, en consecuencia, espero que el mismo 
criterio sea aplicado al considerar -espero que muy pronto- el 
Código de la Niñez y de la Adolescencia. 


15) PEDIDOS DE INFORMES 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dése cuenta de dos pedidos de 
informes que quisiéramos ingresar en este momento. 


(Se da de los siguientes:) 


«El señor Senador Reinaldo Gargano solicita, de con- 
formidad con el artículo 118 de la Constitución, infor- 
mes del Banco de Previsión Social a través del Ministe- 
rio de Trabajo y Seguridad Social sobre las posibles 
deudas del diario “La Mañana” con dicho Instituto; 


Y de la Administración Nacional de Usinas y Trasmi- 
siones Eléctricas, a través del Ministerio de Industria, Ener- 
gía y Minería, sobre los servicios eléctricos que le son 
brindados al diario “La Mañana” por este Organismo.» 

-En relación a los pedidos de informes, se procede- 
rá como se Solicita. 
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(Texto de los pedidos de informes:) 
«Montevideo, 7 de setiembre de 1999, 


Señor Presidente del Senado de la República 
Licenciado Hugo Fernández Faingold 


Presente. 


Amparado en el artículo N* 118 de la Constitución 
de la República solicito que se curse el siguiente pedido 
de informes al Ministerio de Industrias, Energía y Mi- 
nería y por su intermedio a la Administración Nacional 
de Usinas y Transmisiones Eléctricas (UTE) 


1) Qué servicios eléctricos son brindados por ese orga- 
nismo al diario LA MAÑANA. 


2) Si desde el mes de julio de 1994 se colocó un cable 
directo y provisorio desde la central eléctrica de UTE 
en la zona, con el cual se solucionó el fluido energé- 
tico para las máquinas del referido diario. 


3) Si en ese transcurso de tiempo UTE realizó las ins- 
pecciones correspondientes para establecer si la em- 
presa que edita el referido diario cumplimentó las 
exigencias que tiene ese organismo para las simila- 
res, como instalación de una centralita para recibir 
el fluido eléctrico y se sustituyó dicho cable provi- 
sorio por uno permanente. 


4) Cuál es la energía autorizada para el consumo de la 
referida empresa y cuál es el promedio mensual que 
ésta le paga a UTE por el referido servicio. 


5) Si UTE adelantó o piensa adelantar publicidad al 
dicho diario, sea esta de publicación inmediata o 
futura. 


6) Si esto es así que se explique cuáles son los criterios 
publicitarios que maneja esa empresa pública, ya que 
en esa práctica se están utilizando dineros de toda la 
sociedad para apuntalar medios de prensa claramen- 
te vinculados al partido de gobierno. 


Sin otro particular le saluda atentamente. 
Reinaldo Gargano. Senador.» 
«Montevideo, 7 de setiembre de 1999, 


Señor Presidente del Senado de la República 
Licenciado Hugo Fernández Faingold 
Presente 


Amparado en el artículo N* 118 de la Constitución 
de la República solicito que se curse el siguiente pedido 
de informes al Ministerio de Trabajo y Seguridad y por 
su intermedio al Banco de Previsión Social. 


C.S.-81 


82-C.S. CAMARA DE SENADORES 


1) Si el Banco de Previsión Social tiene registradas 
deudas de la empresa que actualmente edita el diario 
LA MAÑANA, cuál es el monto de las mismas y 
qué gestiones ha realizado para hacer efectivos los 
adeudos. 


2) De acuerdo a lo que surge de una nota publicada por 
el propio diario LA MAÑANA del día lunes 6 de 
setiembre, la falta de pago a ese organismo aparece 
en el año 1997, coincidentemente con la suspensión 
de la publicidad por parte del Banco de Previsión 
Social a dicho diario. ¿Qué información puede apor- 
tar el Banco de Previsión Social ante esa situación? 


3) Que en la referida nota se sostiene textualmente lo 
siguiente: la disyuntiva era “pagar los sueldos a los 
aportes”. 


4) Si el Banco de Previsión Social tiene conocimiento 
de las distintas sociedades anónimas que estuvieron 
vinculadas a este diario (Seusa, Delavisión, Alinox, 
Fin de Siglo, Keimax) y si las mismas cumplieron 
sus obligaciones previsionales. 


5) Si algunas de estas empresas o todas ellas incum- 
plieron con los aportes previsionales, saber qué me- 
didas adoptó el Banco de Previsión Social al respec- 
to de ello. 


Sin otro particular, le saluda atentamente. 
Reinaldo Gargano. Senador.» 


16) AGRESION DEL SEÑOR PRESIDENTE DE LA RE- 
PUBLICA AL FRENTE AMPLIO-ENCUENTRO 
PROGRESISTA 


SEÑORA ARISMENDI - Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora Sena- 
dora. 


SEÑORA ARISMENDI.- He solicitado el uso de la pala- 
bra por una cuestión de fueros. Esperé a que se discutiera el 
proyecto de ley y se sancionara para poder plantear lo que 
quiero trasmitir al Cuerpo con la tranquilidad de no haber en- 
torpecido el proceso de discusión de un proyecto que conside- 
ro importante y que, pese a los problemas señalados en Sala, 
aspirábamos a que se aprobara sin modificaciones. 


Quiero plantear al Senado de la República, a este Cuerpo 
del que formo parte, algunos temas relacionados con la agre- 
sión recibida de parte del señor Presidente de la República 
hacia mi fuerza política, el Encuentro Progresista - Frente Am- 
plio; agresión hacia mi partido, el Partido Comunista de Uru- 
guay. En lo que me es personal, fue una agresión a quien hoy 
está haciendo uso de la palabra en su calidad de Senadora de la 
República, no por obra y gracia del señor Presidente de la 
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República ni porque el doctor Julio María Sanguinetti nos haya 
concedido graciosamente la posibilidad de estar participando 
en el Parlamento nacional, sino por la voluntad ciudadana. 


En primer lugar, pensamos que es de una gravedad extrema 
que el señor Presidente de la República utilice los medios de 
comunicación para violar la Constitución, más allá de sus de- 
claraciones previas en las cuales comienza señalando que no 
va a participar de la campaña electoral como no le corresponde 
y tal como la Carta se lo prohíbe expresamente. Sin embargo, 
toma parte en la campaña electoral, efectúa declaraciones, asigna 
epítetos a fuerzas políticas de este país y evalúa propuestas, 
programas, planteos y plataformas electorales de otras fuerzas 
políticas. Propagandea su propia candidatura porque, según 
tenemos entendido por sus propias palabras y sus declaracio- 
nes de prensa, aspira a formar parte de este Cuerpo del cual 
hoy somos integrantes. 


Asimismo, utiliza apreciaciones incendiarias -tal como él 
las adjudica a otras fuerzas políticas y a otros representantes 
de las fuerzas políticas- violando, a mi juicio -me dirán los 
constitucionalistas si es o no así- no solamente el numeral 5%) 
del artículo 77 de la Constitución, que le prohíbe hacer propa- 
ganda política, sino además algo que me parece mucho más 
grave. El artículo 168 de la Constitución, en su numeral 19), le 
adjudica al Presidente de la República la obligación de conser- 
var el orden y la tranquilidad en lo interior. Creemos que las 
declaraciones del señor Presidente de la República, incursio- 
nando en adjetivos que vamos a evitar utilizar -como ha sido 
nuestra práctica política desde hace mucho tiempo y también 
en el Senado de la República- no ayudan a la tranquilidad 
interior, y no colaboran con el necesario debate de ideas y el 
imprescindible proceso de reflexión que la ciudadanía debe y 
tiene derecho a hacer ante una instancia electoral, en la que 
elegirá un nuevo Gobierno y un nuevo Parlamento. Lo que 
hace es agitar sábanas viejas y sacar con olor a naftalina de 
algunos viejos baúles, afirmaciones de otras épocas. Lamenta- 
mos tener que escucharlo a esta altura de su vida -lo decimos 
con sinceridad- apelando a esas viejas recetas para poder ac- 
tuar a nivel electoral y político. 


(Suena el timbre indicador de tiempo) 


Lo lamentamos en su investidura de Presidente de la Repú- 
blica, en su condición de político y en lo que hace a su perso- 
na. Pensamos que es malo para la República, para el Parlamen- 
to nacional y para el ciudadano Julio María Sanguinetti. Apa- 
rentemente, él quiso hablar y presentarse como el ciudadano 
Sanguinetti. Todos comprendemos que de manera alguna el 
Presidente de la República es un ciudadano cualquiera cuando 
interviene en un programa de televisión en este caso, o a nivel 
de prensa. 


En ese sentido, si usted me permite, señor Presidente... 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo con el Reglamento, le 
quedan cinco minutos para concluir su exposición. Luego de 
ello, le corresponderá al Senado votar la calificación de la 
moción. 
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SEÑORA ARISMENDI.- No supe interpretar el sonido del 
timbre, ya que no sabía que tenía un problema reglamentario. 


Como fuerza política y en mi calidad de Representante 
-como así lo fija la Constitución, pero como aspiramos a 
hacerlo en todo este tiempo- siento que esta Senadora ha sido 
agredida en sus fueros. Más que en mi caso personal, creo que 
el Parlamento nacional y el Senado de la República son los 
que han sido agredidos. Hago este planteo de fueros porque 
aspiro a que este Senado respalde la calidad y la investidura 
que tenemos desde el momento en que fuimos elegidos por el 
mandato popular. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Corresponde que el Cuerpo se 
expida sin debate, a efectos de calificar el carácter preferente 
del asunto planteado por la señora Senadora Arismendi. 


SEÑOR GARCIA COSTA.- ¿Qué estamos votando? 


SEÑOR PRESIDENTE.- La señora Senadora Arismendi ha 
planteado una cuestión de fueros, a la cual estamos aplicando 
las normas previstas en el literal C) del artículo 69 del Regla- 
mento del Senado. Corresponde que el Cuerpo califique la 
preferencia del asunto. Si éste así lo hace, luego se ingresa a la 
discusión de fondo del tema. 


Los señores Senadores que estén de acuerdo en calificar la 
moción en el sentido planteado por la señora Senadora Aris- 
mendi, sírvanse indicarlo con su voto. 


(Se vota:) 
-10 en 25. Negativa. 


SEÑOR GARGANO.-- Pido la palabra para fundamentar el 
voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GARGANO.- Señor Presidente: he votado afirma- 
tivamente la cuestión de fueros planteada por la señora Sena- 
dora Arismendi porque creo que efectivamente no sólo los 
fueros de la señora Senadora han sido atacados y violentados 
por la intervención del señor Presidente de la República, sino 
también los del Poder Legislativo en general, puesto que ha 
calificado a la fuerza política que integra la Senadora -y, por 
tanto, a todos sus integrantes y también a todos los que somos 
aliados de esa fuerza política dentro del Frente Amplio y del 
Encuentro Progresista- de nazis. Esa es la calificación que uti- 
lizó. Cuando se habla de que ser comunista es sinónimo de ser 
nazi, se está calificando a la persona, al partido y a los aliados; 
no soy aliado de ningún nazi. He combatido el nazismo duran- 
te todos los años de mi vida, desde que era prácticamente un 
niño. Y no creo que sea admisible que el Senado no vote una 
cuestión de fueros cuando se plantea un tema de este tipo. Me 
parece que estamos deteriorando rápidamente la relación entre 
nosotros mismos. Podemos discrepar durísimamente en mate- 
ria de opciones políticas, de programas y de propuestas, pero 


CAMARA DE SENADORES C.S.-83 


llevar el terreno de la calificación a este nivel es violentar los 
fueros no sólo de la señora Senadora Arismendi, sino también 
los de su partido y los de la fuerza política que ella integra, en 
el escenario político nacional. Por lo tanto, también está inclui- 
do el Cuerpo que integra la señora Senadora. 


Pienso que se ha cometido -lo digo con todo respeto- un 
gravísimo error al no acceder a que se plantee la cuestión de 
fueros, tal como lo solicitaba la señora Senadora Arismendi. 


SEÑOR GARCIA COSTA.- Pido la palabra para funda- 
mentar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GARCIA COSTA.- Señor Presidente: votamos por 
la negativa del planteamiento. Entendemos muy claramente que 
lo que aquí está en juego es un problema político en el cual, 
con mayor o menor acierto, en el insulto o en lo exacto, el 
señor Presidente de la República dijo lo que a él le parecía, 
pero el Senado no puede ser la caja de resonancia de las dispu- 
tas políticas previas a una elección que vamos a vivir. Doy por 
descontado que el Partido Comunista y el Frente Amplio cuan- 
do se refieren a los otros partidos, no usan un lenguaje de 
margaritas en el campo, sino un lenguaje duro, hacen referen- 
cias tremendamente negativas, y en virtud de ello... 


SEÑOR PRESIDENTE.- Disculpe, señor Senador, pero en 
las fundamentaciones de voto no se pueden hacer alusiones 
políticas. 


SEÑOR GARCIA COSTA.- Después las puede borrar de 
la versión taquigráfica. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De todos modos, la Mesa tiene 
que hacer la advertencia. 


SEÑOR GARCIA COSTA.- De acuerdo, señor Presidente; 
voy a continuar mi exposición sin hacer alusiones políticas. 


En la lucha política se hacen toda clase de insinuaciones 
que muchas veces no se corresponden con la verdad y ni si- 
quiera con la intención de quien las hace, que es meramente 
política y electoral. 


Por lo tanto, no estamos dispuestos a que el Senado se 
convierta en un receptáculo en el que cada vez que Juan dijo 
de Pedro lo que no debía decir y lo ofendió, tengamos que 
votar aquí si ello es correcto o incorrecto, o si fue o no insulta- 
do. Existe un ejercicio libre de la democracia, bueno o malo, 
pero no somos jueces de cómo se conducen quienes están en 
esa lucha política, y no estamos dispuestos a hacerlo de ahora 
en adelante. 


SEÑOR MALLO.- Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 
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SEÑOR MALLO.- Señor Presidente: he votado por la ne- 
gativa porque entiendo que, en rigor, esta no es una cuestión 
de fueros. El fuero del Legislador es el conjunto de disposicio- 
nes que aseguran su independencia, es decir, la independencia 
de sus opiniones por las que la Constitución le acuerda la 
irresponsabilidad -no podrá ser jamás responsable- y la inde- 
pendencia en su remuneración. 


Entiendo, a diferencia de otros señores Senadores, que el 
tema tiene entidad. Por ende, si la señora Senadora Arismendi 
o cualquier otro señor Senador pide la discusión del problema, 
creo que debemos abrirle las puertas del Senado para que se lo 
trate. En ese sentido, entonces, planteado de otra manera, no 
como una cuestión de fueros, estoy dispuesto a dar mi voto 
afirmativo porque considero, además, que en la tradición casi 
diría fundacional del Partido Nacional, está la abstención de la 
influencia del Poder Ejecutivo en materia electoral. Desde hace 
unos años, particularmente después del proceso militar, cuando 
la sociedad se impregnó de autoritarismo, los Presidentes se 
consideran con posibilidades de designar a su sucesor o de 
influir en tal designación. No me estoy refiriendo ni a un caso 
concreto ni a un Presidente concreto. Creo que esto es una 
afectación de los principios institucionales que se ha venido 
reproduciendo. 


No olvidemos la frase con que el Partido Nacional lapidó a 
la influencia sobre un miembro del Colegio Elector de Senador 
del departamento de Río Negro, cuando se dijo: «Anoche me 
llamó Batlle». La influencia era mínima y sin embargo, el Par- 
tido Nacional lo presentó como una falta enorme. 


Ahora la señora Senadora Arismendi plantea un tema mu- 
cho más amplio, puesto que no se trata de la influencia sobre 
un miembro de un Colegio Elector de Senador, cuya designa- 
ción en aquel tiempo se hacía por elección indirecta. En conse- 
cuencia digo que, en cuanto se plantee la discusión del proble- 
ma, como he hecho modestamente en estos cuatro o cinco 
años, voy a dar mi voto favorable, y luego veremos cómo se 
desarrolla el tema. 


SEÑORA ARISMENDI - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora Sena- 
dora. 


SEÑORA ARISMENDI. Señor Presidente: como es lógi- 
co, hemos votado afirmativamente, porque pensamos que ade- 
más de la actitud del Presidente de la República, que conside- 
ramos violatoria de la Constitución, aquí hay una referencia 
directa al Parlamento. Digo esto porque además de calificar de 
ser nazi a quien habla, a su Partido y a sus militantes, el doctor 
Sanguinetti dice: «y tiene representación parlamentaria». Quie- 
re decir que está cuestionando la representación parlamentaria 
de determinado sector de la ciudadanía, de la población. Es 
eso lo que ha hecho el señor Presidente de la República. Me 
llama la atención que al Senado no le parezca que esto es 
grave, que es una cuestión de fueros de este Cuerpo y de todo 
el Parlamento. 
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Más allá de las disquisiciones reglamentarias, creo que tan- 
to los dichos del Presidente de la República, como la votación 
negativa que se ha producido aquí, revisten una enorme grave- 
dad. 


Quiero señalar, para terminar, que este Partido Comunista 
de Uruguay, estos comunistas uruguayos, derramaron su san- 
gre en defensa de la democracia de nuestro país, entre otras 
cosas, para que hoy el doctor Julio María Sanguinetti pueda 
ser Presidente de la República y también salir a insultar a los 
ciudadanos que conformamos el Encuentro Progresista - Fren- 
te Amplio, con esa libertad que se ha dado, además, a partir de 
la lucha de muchísimos de mis compañeros que fueron golpea- 
dos, torturados, asesinados y desaparecidos -ellos y sus hijos- 
para que realmente existiera, repito, democracia en este país. 


SEÑOR PEREYRA.-- Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR PEREYRA.- Señor Presidente: en primer término, 
quiero manifestar que de la exposición hecha por la señora 
Senadora Arismendi comparto, sin salvedad alguna, que al Pre- 
sidente de la República le está vedado realizar acción electo- 
ral. Lo tengo claro; pero no es ese el planteo de fondo de la 
señora Senadora Arismendi, sino que ella se ha referido a una 
cuestión de fueros por sentir que su partido ha sido agredido 
por la exposición del Presidente de la República. 


Si tomamos esto como una cuestión de fueros, seguramen- 
te, en los pocos días que restan de actividad parlamentaria o 
cuando ésta se reanude -si es que ello ocurre luego de la elec- 
ción de octubre- permanentemente tendríamos planteadas cues- 
tiones de fueros. No hay partido que no sea agredido en la 
lucha preelectoral; todos los partidos lo son de una u otra 
manera, con calificativos más o menos duros. Eso es algo que 
sucede a diario en la lucha política. Entonces, si cada vez que 
eso ocurre vamos a plantear cuestiones de fueros, el Parlamen- 
to no haría otra cosa. 


Creo que en este caso los caminos son el juicio político 
-que prevé la Carta Magna- por violar, precisamente, la Cons- 
titución de la República o por la comisión de otros delitos 
graves o, en su defecto, la denuncia ante la Corte Electoral. 
Por estas razones, entiendo que en este caso no debe admitirse 
la cuestión de fueros. 


Es por estas razones, pues, que he votado negativamente. 
SEÑOR BARAIBAR-- Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR BARAIBAR.- He votado favorablemente la cues- 
tión de fueros planteada por la señora Senadora Arismendi. 
Estoy convencido de que, más allá de lo que votó la gran 
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mayoría de los aquí presentes, cada uno de nosotros, íntima- 
mente, piensa que ella tiene razón. 


No es este un episodio común de la campaña electoral. Si 
lo fuera, me pregunto qué vamos a decir y a hacer de octubre a 
noviembre. No quiero pensar que este es un episodio común, 
puesto que de lo contrario no estaríamos hablando de campaña 
electoral, sino de una coyuntura en la que estamos dando el 
peor ejemplo a los ciudadanos que convocamos a votar, en 
medio de un circo y en el marco de una conducta absolutamen- 
te reñida con las normas éticas más elementales. Admito las 
diferencias que podamos tener, pero no hay que olvidar que 
también tenemos la obligación común de decirle a los ciudada- 
nos que los convocamos para que voten en defensa de la de- 
mocracia y de este sistema en el cual creemos. Pero este no es 
un camino por el que podamos avanzar para llegar a lo que 
todos queremos, más allá del partido que gane el último do- 
mingo de noviembre. 


Por otra parte, tampoco se trata de un episodio político 
cualquiera, porque quien ha hecho este tipo de manifestaciones 
no es un ciudadano cualquiera sino, nada más ni nada menos, 
que el Presidente de la República, que va a estar conduciendo 
el proceso político en el momento en que se realicen las elec- 
ciones. Se trata de un ciudadano al que la Constitución de la 
República, de una manera absolutamente nítida y clara, le dice, 
en el inciso 5” del artículo 77, que no puede intervenir de 
ninguna forma en la propaganda política de la campaña electo- 
ral. El señor Presidente de la República no puede hacer esto; 
pero aunque pudiera hacerlo, sería malo que tanto él como 
cualquiera de los que aquí estamos, dijéramos algo así en el 
marco de una campaña electoral. Señalo esto porque creo que 
lo dicho es de una enorme gravedad, de una falta de ética 
política y que no se ha apostado a lo que es nuestra obligación: 
que los ciudadanos voten por el partido o la opción que quie- 
ran, pero que lo hagan en función de fundamentos y conoci- 
mientos reales de lo que le proponen. 


Esto es enchastrar la cancha, llevar a un debate que desem- 
boque en situaciones -y aclaro que soy responsable por lo que 
digo- no deseadas y que no imaginamos. Este clima de enrare- 
cimiento provocado por, nada más ni nada menos, el primer 
ciudadano -que nos debe dar garantías a todos y que hoy rom- 
pe los niveles de equilibrio- es absolutamente inédito. 


Por eso, estaría dispuesto a rever el tema. ¡Discutamos si es 
pertinente o no, pero no votemos negativa y calladamente como 
hizo la mayoría de los Representantes del Partido Colorado! 
Quisiera que el Partido Colorado, es decir, sus destacados Se- 
nadores... 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa desea informar al señor 
Senador que no se pueden hacer alusiones políticas en el fun- 
damento de voto. 


SEÑOR BARAIBAR.- Entonces, como dijo el señor Sena- 
dor García Costa, lo autorizo a borrar esas palabras... 
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SEÑOR PRESIDENTE.- No, señor Senador. El Presidente 
no actúa en este caso por la vía de borrar las palabras, sino 
advirtiendo -así lo indica el Reglamento- que no se pueden 
hacer alusiones políticas en el fundamento de voto. 


SEÑOR BARAIBAR.- Es correcto lo que dice el señor 
Presidente, por lo cual voy a actuar de acuerdo a lo que esta- 
blece el Reglamento. 


Finalizo diciendo que a mi juicio es absolutamente inacep- 
table esa postura y desearía que los señores Senadores del 
Partido Colorado dijeran por qué votaron negativamente, ya 
que estoy convencido de que saben que la señora Senadora 
Arismendi tiene razón cuando hace esas manifestaciones. 


SEÑOR PAIS.- Quédese tranquilo que lo vamos a decir. 
17) SESION EXTRAORDINARIA 


SEÑOR CARVALHO.- Pido la palabra para una moción 
de orden. 


SEÑOR PAIS.- No se pueden hacer interrupciones en los 
fundamentos de voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No es así, señor Senador. Sí se 
puede interrumpir. Además, hay anotados tres señores Senado- 
res para hacer uso de la palabra y los que lo deseen pueden 
solicitarla. 


Tiene la palabra el señor Senador Carvalho. 


SEÑOR CARVALHO.- Tengo la sensación de que el tér- 
mino de esta sesión va a llegar sin que hayamos podido reini- 
ciar la consideración del Código de la Niñez y la Adolescen- 
cia. 


Por consiguiente y teniendo en cuenta las sesiones que res- 
tan antes de finalizar el Período Legislativo, formulo moción 
para que se convoque a una sesión extraordinaria para el próxi- 
mo lunes a las 16 horas, a fin de tratar como único y exclusivo 
punto del orden del día la continuación de este tema. 


Me parece que la discusión que estamos teniendo es muy 
interesante e ilustrativa; son exposiciones políticas, pero tene- 
mos pendiente la discusión y aprobación de un tema muy im- 
portante para nuestra niñez y juventud, sobre el que se ha 
trabajado varios años. 


No me resigno a que no se realicen los máximos esfuerzos, 
dentro de lo razonable -creo que una sesión extraordinaria en 
la tarde del lunes lo es- para terminar de discutir y aprobar el 
Código de la Niñez y la Adolescencia. 


SEÑOR GARCIA COSTA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 
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SEÑOR GARCIA COSTA.- En la tarde de hoy, en la re- 
unión de Coordinadores -cuyo objetivo es elaborar el orden 
del día- se estableció, precisamente, que ateniéndonos a las 
dificultades que siempre existen y a eventuales hipótesis sobre 
qué puntos del orden del día serían hoy aprobados, mañana a 
las 15 horas se realizará un nuevo encuentro. Parecería lógico - 
el señor Senador Carvalho estará de acuerdo- que en esa opor- 
tunidad se tenga en cuenta su propuesta que, a mi juicio, es 
razonable, aunque considero que debemos analizarla en la re- 
unión. No debemos olvidar que hay otros temas que también 
son importantes; éste es uno de ellos. 


No creo que sea útil que improvisadamente -no digo que el 
señor Senador Carvalho lo esté haciendo, en realidad me refie- 
ro al Cuerpo- se resuelva que todo lo que trabajosamente se 
está llevando a cabo, a fin de ahorrar tiempo en el seno de una 
Comisión en la que se trabaja con mayor tranquilidad y efica- 
cia, ahora se empiece a hacer desde aquí. 


Por eso, no vamos a votar esa moción, sin perjuicio de que 
mañana la escuchemos y, de pronto, resolvamos que es pru- 
dente. Reitero que es necesario analizarla en conjunto. 


SEÑOR RICALDONTI.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR RICALDONI.- Señor Presidente: deseo recordar 
que, más allá de la importancia del tema y de la necesidad de 
celebrar sesiones extraordinarias -como también lo decía el 
señor Senador García Costa- en la sesión de Coordinadores 
realizada en el día de hoy -entre los que se encontraba el señor 
Senador Carvalho- habíamos llegado a la conclusión de que 
íbamos a tener un mejor panorama de nuestra futura labor 
mañana a las 15 horas, luego de evaluar el desarrollo de la 
sesión de hoy y de lo que puede presumirse será el de la de 
mañana y de la siguiente. 


No me gustaría votar en contra de una moción que eviden- 
temente tiene una buena y constructiva intención legislativa; 
pero me pregunto si no podría postergarse hasta mañana, luego 
de la reunión de Coordinadores. Quizás durante la sesión de 
mañana podamos decidir si es necesario realizar una extraordi- 
naria el lunes u otro día. 


Me parece que hoy todavía no tenemos suficientes elemen- 
tos de juicio para acompañar la moción. Sentiríamos mucho 
votar en contra. Tampoco creo que perjudique el propósito que 
anima al señor Senador Carvalho si se posterga este tema hasta 
el día de mañana. 


SEÑOR CARVALHO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR CARVALHO.- En realidad, en la reunión de Coor- 
dinadores del día de hoy se acordaron varias cosas, entre otras, 
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la inclusión en el orden del día del proyecto de ley sobre 
relaciones de consumo ya que, en virtud del acuerdo logrado 
en Comisión y del logrado entre los Coordinadores, el mismo 
iba a ser aprobado sin discusión. De esa manera podríamos 
ingresar en la consideración de un tema realmente importante 
para mí, como lo es el del Código de la Niñez y la Adolescen- 
cia. 


Lamentablemente, lo acordado derivó -no diré que por res- 
ponsabilidad de nadie, ya que todos los señores Senadores 
tienen derecho a plantear sus dudas y a extenderse en su argu- 
mentación sobre los temas que les parezcan relevantes- en una 
discusión que consumió prácticamente todo el tiempo útil de 
esta sesión. Por lo tanto, me considero liberado del acuerdo a 
que se llegó, en la medida en que éste, de hecho, no concluyó 
en lo previsto, es decir, en por lo menos iniciar en el día de 
hoy la continuación de la discusión del tema. 


Voy a mantener mi moción. Naturalmente, el resultado será 
el que el Senado desee. Mañana volveremos a la reunión de 
coordinadores a plantear el tema. Estoy dispuesto a realizar -y 
voy a hacerlo- los máximos esfuerzos que estén a mi alcance 
para que este tema no quede frustrado y que, en definitiva, ese 
trabajo importante y serio de tantos técnicos, que insumió mu- 
cho tiempo, no resulte baldío. 


En consecuencia, mantengo mi moción y pido que se vote. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Eso es lo que corresponde cuan- 
do se agote la lista de oradores que han solicitado la palabra 
para referirse a la moción. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-13 en 26. Negativa. 

SEÑOR COURIEL.-Solicito que se rectifique la votación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar nuevamente la mo- 
ción del señor Senador Carvalho. 


(Se vota:) 
-16 en 26. Afirmativa. 


18) AGRESION DEL SEÑOR PRESIDENTE DE LA RE- 
PUBLICA AL FRENTE AMPLIO-ENCUENTRO 
PROGRESISTA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Corresponde continuar con la lis- 
ta de solicitudes de palabra para fundar el voto respecto de la 
moción anterior. 


Tiene la palabra el señor Senador Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK.- Deseo hacer dos puntualizaciones 
y trataré de no hacer alusiones políticas. Por supuesto que sí 
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me referiré al Presidente de la República, porque no es un 
partido. 


En primer lugar, quiero hacer llegar mi cálida y profunda 
solidaridad a la compañera Senadora Marina Arismendi que, 
según entiendo, ha sido injustamente agredida, junto con su 
Partido, por el señor Presidente de la República. 


En segundo término, es conocida mi opinión sobre el Presi- 
dente de la República. Lo considero un gran táctico en materia 
electoral, pero no un buen estadista. Es un hombre que acos- 
tumbra, con habilidad -y ahora con poco menos de habilidad o 
quizás con grosería- a intervenir en la propaganda política de 
carácter electoral. La Constitución expresamente le prohíbe a 
los miembros de la Corte Electoral y al Presidente de la Repú- 
blica intervenir en ninguna forma en la propaganda política de 
carácter electoral. «En ninguna forma» quiere decir ni directa 
ni indirectamente. 


Sin atribuir intención a nadie pero con el derecho de atri- 
buir pensamientos, creo que nadie tiene dudas de que el señor 
Presidente de la República, con estas manifestaciones, inter- 
viene en la propaganda política de carácter electoral. También 
lo hizo en oportunidad del plebiscito contra la Ley de Caduci- 
dad, aunque podría discutirse si esta prohibición se refiere a 
ese tipo de actos electorales. A su vez, cuando se realizaron las 
elecciones internas intervino de manera ostensible a favor de 
uno de los candidatos, el profesor Hierro López, y en contra de 
otro -que finalmente ganó- el doctor Jorge Batlle. Recuerdo 
que en aquel momento -yo consideré que era discutible el he- 
cho de que pudiera o no intervenir- se le preguntó al doctor 
Jorge Batlle, quien dijo que si él fuera Presidente no lo hubiera 
hecho. Recuerdo esto perfectamente, porque lo escuché en un 
programa. 


Ahora, hace tiempo que en el exterior y en el interior del 
país interviene en propaganda política de carácter electoral 
contra el Encuentro Progresista. Tengo versiones oficiales que 
el Ministerio de Relaciones Exteriores me envió con mucha 
cortesía, sobre discursos en los que después de comenzar con 
una frase del debido respeto, empieza a atacar al Encuentro 
Progresista. Eso está prohibido por la Constitución de la Repú- 
blica; no tengo la menor duda de ello. 


Termino, señor Presidente, porque es muy breve el plazo 
que hay para fundamentar el voto. 


No tengo ninguna autoridad y soy un político de quinta, 
sexta, séptima u octava -si quieren los juveniles de la octava- 
pero le aconsejaría al señor Presidente de la República que se 
callara la boca en materia electoral y que no hiciera propagan- 
da política en ese sentido, porque se lo prohíbe la Constitu- 
ción. Aclaro que al respecto no me duelen prendas, porque 
cuando se discutió si podía ser o no candidato a Senador, fui 
uno de los primeros que académicamente sostuve que efectiva- 
mente tenía derecho; sin embargo, no tiene derecho a hacer 
propaganda política de carácter electoral. 
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Muchas gracias. 
SEÑOR BERGSTEIN.- Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Señor Presidente: hemos visto el 
programa de televisión que motiva la propuesta de la señora 
Senadora Arismendi; por lo tanto, nos vamos a referir a él, no 
por mentas sino por el testimonio directamente recogido. 


En primer término -creo que aquí ya se ha dicho- no se 
trata de un tema de fueros, puesto que en nada comprometen la 
independencia de criterio ni la jerarquía de la investidura de la 
señora Senadora Arismendi, ni de ningún otro miembro de este 
Cuerpo. Creo que eso es muy claro y, de por sí, justifica, 
obliga e impone que uno deba votar negativamente cuando se 
propone este tema como una cuestión de fueros. 


En segundo lugar, la prohibición constitucional a la que se 
acaba de aludir refiere a la propaganda electoral, y debe que- 
dar muy claro que la Constitución de la República expresa «de 
ninguna forma», y no dice «ni directa ni indirectamente»; tam- 
poco lo podría decir porque la naturaleza de la función que 
ejerce el señor Presidente de la República es política y en un 
sentido genérico o aristotélico del término, creo que todo lo 
que dice el Presidente de la República, insisto, es político. 


Por lo tanto, debemos ser cautelosos al interpretar la prohi- 
bición que se refiere a la propaganda política de carácter elec- 
toral, y lo reitero: «propaganda política de carácter electoral». 
Al respecto, debemos afirmar que en ningún momento el señor 
Presidente de la República actuó en ese sentido, sino que plan- 
teó un tema ideológico, ni siquiera político. Cuando señaló 
algunas similitudes entre el comunismo y el nazismo, creo que 
la expresión de referencia de la comparación -si la memoria no 
me juega una mala pasada- fue que tanto bajo la bota del 
nazismo como de la del comunismo, murieron millones, millo- 
nes y millones de inocentes. En cualquier lugar del mundo -y 
esto no es una alusión política sino ideológica- en donde el 
comunismo impuso su bota, no sólo se suprimieron libertades 
sino también vidas humanas. Lógicamente, podrán compartirse 
o no esas afirmaciones. Inclusive, comprendo que quienes es- 
tén afiliados a la ideología comunista se sientan molestos por 
esa referencia, pero no he tenido ninguna vacilación ni reparo 
de orden jurídico, ni de cualquier otro, para votar negativa- 
mente una propuesta que no es de fueros, ya que entiendo que 
no se violó una prohibición constitucional y que no se hizo 
referencia a personas específicas -ni siquiera a los comunistas- 
sino que se aludió al comunismo y al nazismo como ideologías 
o construcciones intelectuales. 


Es cuanto quería manifestar y agradezco la tolerancia de la 
Mesa. 
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SEÑOR GANDINI- Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GANDINL.- Señor Presidente: voté afirmativamente 
la moción, quizás con dudas respecto a si se trata o no de una 
cuestión de fueros. De todos modos, ante la posibilidad de 
resolver el problema sin debatirlo, decidí tratar de disipar esas 
dudas habilitando la eventualidad de una discusión en la que 
hubiéramos podido desentrañar el fondo de la cuestión. 


De todas formas, no tengo ninguna duda acerca de que en 
esas afirmaciones del señor Presidente Sanguinetti existieron 
comportamientos o actitudes políticas -como aquí se dijo- pero 
políticas electorales. No me parece correcto que el señor Presi- 
dente de la República, el Presidente de todos los uruguayos, 
aquél a quien muchas veces hemos apoyado los que estamos 
sentados en estas bancas, llegado a estas instancias electorales 
se introduzca -no como candidato, que eso lo tiene permitido- 
en temáticas de tipo electoral, como un candidato más. Creo 
que es un tema que podríamos haber discutido si se hubiera 
habilitado la moción que fue presentada. Por esa razón la acom- 
pañé. 


Aquí en Sala se dijo que fue un episodio político y compar- 
to esa apreciación; sin embargo, agrego que fue un episodio 
político electoral y eso es lo que creo fue una contravención a 
lo que establece nuestra norma constitucional y un exceso a la 
prudencia que siempre ha caracterizado al señor Presidente de 
la República. 


SEÑOR PAIS.- Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR PAIS.- Señor Presidente: hemos venido escuchan- 
do, yo diría estoicamente, algunas de las apreciaciones que se 
han realizado para fundamentar este planteamiento. Hemos vo- 
tado negativamente porque entendemos -como ya han dicho 
mis compañeros- que no se trata de un planteamiento de fueros 
en el sentido jurídico de la palabra, ni tiene un fundamento 
afianzado en ninguna norma que justifique su debate. En reali- 
dad, todos los argumentos que se han dado confirman que se 
trata de un planteamiento político. 


Por lo tanto, no hemos acompañado la moción, máxime 
cuando se ha dicho reiteradamente que habría existido una 
presunta violación de la Constitución por parte del señor Presi- 
dente de la República. Si fuera así, el camino lo señala la 
propia Constitución, que en sus artículos 93 y 102 habilita el 
juicio político. Insisto, acá no hay ninguna cuestión de fueros 
y, si existieran méritos para un juicio político, quien crea tener 
los argumentos para hacerlo, que emprenda los caminos que la 
propia Carta indica. 


Con respecto a las apreciaciones en cuanto a que desde los 
partidos políticos debe hacerse un llamado para que este pro- 
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ceso electoral se traduzca en un quehacer respetuoso y pacífi- 
co, debo decir que nosotros estamos de acuerdo. Sin embargo, 
no es desde nuestra fuerza política que agredimos periodistas, 
que ponemos bolsas de papel en los monumentos cuando se 
hace un acto, que entonamos cánticos agraviantes en las mar- 
chas políticas, ni que llenamos la primera página de los diarios 
con expresiones insultantes. Por lo tanto, si de no embarrar la 
cancha se trata, somos los primeros en estar de acuerdo siem- 
pre y cuando esa regla se siga por todos los demás. 


Por último, señor Presidente, en cuanto al doctor Julio Ma- 
ría Sanguinetti, nuestro Presidente de la República, que no 
quepa ninguna duda que va a dar -como ya lo hizo en su 
primer mandato y como lo está haciendo en este segundo- 
todas las garantías de ecuanimidad y pleno ejercicio de las 
libertades. Es una garantía absoluta para todos los orientales. 


Por lo tanto, todo este proceso electoral se va a procesar de 
manera pacífica y todas las instituciones van a funcionar de 
manera adecuada para que la soberanía y la voluntad popular 
se reflejen. No tenga ninguna duda de que así será, señor Pre- 
sidente. Sé que no es ese el sentir de todos y que hay alguna 
gente que preferiría las garantías de Fidel Castro; nosotros 
preferimos éstas. 


SEÑOR SARTHOU.- Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SARTHOU.- Nosotros también nos solidarizamos 
plenamente con nuestra compañera, la señora Senadora Aris- 
mendi. Aquí, sin duda, medió una forma de injuria proferida 
en un medio como es la televisión, de enorme sugestión y 
alcance. Esto, sin duda, ha constituido un acto de agravio que 
expone al desprecio público porque, de alguna manera, se ubi- 
ca en una figura de descalificación, atribuyendo similitudes 
con una de las experiencias más amargas de la humanidad 
como es el nazismo; no podía ser peor la injuria, tal como fue 
planteada. 


Por todo esto nos parece que se trata de una cuestión de 
fueros. Evidentemente, el Presidente de la República es tam- 
bién el Presidente de este Parlamento, en el que se encuentran 
determinadas figuras políticas que representan a ese Partido. 
¿Dónde va a hacer sus planteamientos el representante que ha 
sido puesto acá por la voluntad popular, cuando desde una 
investidura pública como la del Presidente de la República se 
lo expone al desprecio público, con una actitud injuriosa como 
la que está planteada? Seguramente los puede hacer aquí, en el 
Parlamento, que es el lugar adecuado. Creo que era y es una 
cuestión de fueros. 


Por otro lado, aquí se ha hablado de una actitud política, 
pero sucede que el Presidente de la República tiene un estatuto 
jurídico específico que lo pone en una situación en la que no 
puede darse esta facilidad de atacar a una fuerza política, y 
menos aún en un proceso electoral, porque esto lo inserta más 
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en una conducta política electoralista violatoria del artículo 77. 
No hizo esto hace cuatro años sino ahora, cuando estamos 
inmersos en una campaña; esto tiene un sentido electoral de 
desprestigio para una fuerza política. En consecuencia, nos 
parece que sí, que agravia la Constitución, y esto está en el 
artículo 93. 


Tampoco es la primera vez que esto sucede, porque el Pre- 
sidente ya ha incursionado en otras actitudes que fueron seña- 
ladas y que tenían alcance político electoral. Nosotros vamos a 
promover en el seno del Frente Amplio, como sector, la posi- 
bilidad del análisis del juicio político, más allá de la suerte de 
los votos. Aún en el régimen democrático, cuando el Presiden- 
te de la República ejerce su investidura y lo hace desde ella, 
evidentemente está incurriendo en una responsabilidad que, 
más allá de los votos, debe ser marcada. 


De manera que consideramos que estaba legítimamente plan- 
teado el problema de fueros, en virtud de que hubo una con- 
ducta profundamente equivocada, que desconoce la imparciali- 
dad objetiva que implica la investidura de Presidente mientras 
se tiene. En todo caso, se puede renunciar a ella e inscribirse 
en la política electoral. Pero no se puede pensar que lo electo- 
ral es «vote a fulano», porque lo electoral es también descalifi- 
car una fuerza política determinada, máxime cuando se hace 
desde una posición de jerarquía en la cual, evidentemente, tie- 
ne que estar como un Poder del Estado, en el respeto de los 
integrantes de ese otro Poder que es el Poder Legislativo. 


Era cuanto deseaba manifestar. 
SEÑOR MILLOR.- Pido la palabra para fundar el voto. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR MILLOR.- Señor Presidente: trataré de hacer mi 
exposición con la mayor calma posible, para que usted no 
tenga que utilizar la goma de borrar expresiones. Digo con 
toda franqueza que si intervengo en este debate es convocado 
por las cualidades telepáticas que no le conocía a un compañe- 
ro del Senado. Le quiero aclarar que, al menos el que habla, y 
creo que todos los señores Senadores del Partido Colorado, no 
hemos votado en contra de lo que pensamos; como es costum- 
bre, hemos votado de acuerdo con lo que pensamos. Pero, 
cada uno con sus poderes extrasensoriales. 


Me resulta jocoso que alguien ponga en tela de juicio en 
este país las garantías que pueda dar el doctor Julio María 
Sanguinetti en cuanto a los procesos electorales. Sí hay una 
garantía que no puede dar el señor Presidente de la República 
y es que una fuerza política a la cual no le gusta el resultado el 
día de las elecciones, convierta lo que es una fiesta en una 
tragedia, cosa a la que estamos acostumbrados desde que vol- 
vió la democracia. Todos sabemos que eso sí es algo que en su 
momento no pudo controlar el doctor Julio María Sanguinetti, 
como tampoco lo pudo controlar el doctor Lacalle; esperemos 
que los responsables de esos vándalos sí puedan controlar a 
sus propias huestes. 


CAMARA DE SENADORES C.S.-89 


En cuanto a por qué no votamos la cuestión de fueros, 
observo aquí lo que han dicho una serie de señores Senado- 
res: esto no es una cuestión de fueros. Si considerásemos 
como cuestión de fueros una expresión política o lo que se 
supone -desde el punto de vista subjetivo- una descalificación, 
como bien se ha dicho aquí, viviríamos de cuestión de fueros 
en cuestión de fueros. Me hace mucha gracia la forma en que 
se califican las descalificaciones. 


Para que no se utilice la goma de borrar, voy a plantear 
situaciones hipotéticas, que de pronto se han dado en el país 
y cuyos debates nos han encontrado en un lado o en otro de 
la vereda. Aquí y a propósito de algún plebiscito en el que se 
intentó, con éxito o sin él, privatizar alguna empresa pública 
-tema que era digno de ser discutido académicamente y desde 
un punto de vista técnico- se ha hablado, por ejemplo, de pira- 
tas, de ladrones y de delincuentes, cuando simplemente se tra- 
taba, repito, de un plebiscito para ver si se privatizaba o no una 
empresa pública. Hubo otro plebiscito para ver si se reformaba 
la Constitución y también en ese caso, que era exclusivamente 
una reforma de la Carta sobre todo lo que tiene que ver con el 
sistema electoral, se habló de delincuentes, de ladrones y de 
saqueadores. Incluso hubo gente que se sintió aludida y herida. 
No obstante ello, a nadie se le ocurrió perturbar las sesiones 
del Senado planteando una cuestión de fueros. 


Con esto quiero ir, señor Presidente, al hecho de que a 
veces vemos una especie de hemiplejia intelectual que lleva a 
buscar la paja que no existe en el ojo ajeno, sin darse cuenta 
de la aspiradora que sí se tiene en el propio ojo. 


19) LEVANTAMIENTO DE LA SESION 


SEÑOR RICALDONTI.- Pido la palabra para una moción 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR RICALDONI.- Mociono en el sentido de que se 
levante la sesión una vez que culminen los fundamentos de 
voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar la moción formulada. 


(Se vota:) 
- 20 en 24. Afirmativa. 
20) AGRESION DEL SEÑOR PRESIDENTE DE LA RE- 
PUBLICA AL FRENTE AMPLIO-ENCUENTRO 
PROGRESISTA 


SEÑOR CARVALHO.- Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 
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SEÑOR CARVALHO.- Muy brevemente, señor Presiden- 
te. 


He votado afirmativamente, aun compartiendo algunas du- 
das sobre el exacto carácter y naturaleza de la cuestión de 
fueros planteada, tal como lo expusieron los señores Senadores 
Mallo y Pereyra. Sin embargo, en la duda, me ha parecido 
conveniente habilitar el planteamiento de fueros, teniendo en 
cuenta fundamentalmente el hecho de que se relaciona con 
afirmaciones del señor Presidente de la República. 


El señor Presidente de la República ha decidido ser candi- 
dato en las próximas elecciones y creo que ese solo hecho 
debió dar lugar a una actitud de particular prudencia, que des- 
cuento será la que adoptará en el futuro, pero que tengo mis 
dudas que haya sido la que dominó en su intervención televisi- 
va del viernes pasado. Está en una posición institucional muy 
especial el señor Presidente, e incluso existen disposiciones 
constitucionales muy precisas, que limitan su intervención en 
el proceso electoral. 


Pienso que las afirmaciones que realizó fueron susceptibles 
de causar una reacción como la que provocó en el día de hoy 
en el seno de este Cuerpo. Teniendo en cuenta este hecho, me 
pareció importante abrir la posibilidad de que se escuchara el 
planteamiento de fueros de la señora Senadora Arismendi, y 
por eso voté afirmativamente. 


SEÑOR SEGOVIA.- Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SEGOVIA.- Estoy totalmente de acuerdo en que 
lo manifestado es una cuestión política, y como tal lo hemos 
tomado. Nos extraña enormemente una intervención en políti- 
ca electoral, donde encontramos el agravio que se ha hecho a 
una de nuestras fuerzas políticas, una de las integrantes del 
Frente Amplio y a su representante, la señora Senadora Marina 
Arismendi. 


Eso nos llevó a votar favorablemente la propuesta. Nuestra 
fuerza entiende que como cuestión política se puede elevar la 
denuncia a la Corte Electoral para que decida el trámite conve- 
niente. Lo que consideramos como cuestión de fueros es el 
agravio que hemos recibido y que se le ha hecho a la compañe- 
ra señora Senadora Marina Arismendi. 


El señor Presidente de la República ha transgredido una 
vez más -no es la primera vez que lo hace- la normativa vigen- 
te interviniendo en la cuestión electoral y alejándose de sus 
facultades como Presidente. 


Por otra parte, quiero dejar absolutamente marcado que el 
agravio que nos obsequia con el calificativo de nazis lo recha- 
zamos en su totalidad. Y lo hacemos porque nos retrotrae a un 
momento en que participábamos e integrábamos su propio par- 
tido político, el mismo que muchas veces recibió agresiones de 
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esa naturaleza. Por esa razón hoy me parece absolutamente 
inoportuno que nos trasmita un agravio que nos retrotrae, repi- 
to, a ese período. 


No estamos hablando de cualquier ciudadano de este país. 
Como manifestaba el señor Senador García Costa, no se trata 
de algo que le dijo Juan a Pedro. En este caso Juan es el señor 
Presidente de todos los uruguayos, que se descalifica al tomar 
posiciones en ese sentido. 


SEÑOR COURIEL.- Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR COURIEL.- Señor Presidente: la primera sensa- 
ción que tengo es que frente a un planteo de esta naturaleza, 
normalmente en la Cámara de Senadores y en la Cámara de 
Representantes se habilita la discusión. Eso es lo normal. Sin 
embargo, frente a la propuesta de la señora Senadora Arismen- 
di, insólitamente -a mi entender- el Senado le negó la chance 
de poder explicitar por qué existía una cuestión de fueros. 


En segundo lugar, quiero manifestar mi solidaridad con la 
señora Senadora Arismendi, pero también con el Partido Co- 
munista. Lo quiero decir nítida y claramente. Para mí es abso- 
lutamente inaceptable que al Partido Comunista del Uruguay, 
un Partido Comunista democrático, que ha demostrado sus ap- 
titudes y virtudes en ese sentido y que integra un movimiento 
político democrático -en lo que refiere a la democracia, no le 
doy la derecha a nadie en este Parlamento- se le agravie di- 
ciendo que apoyar a este sector es como votar a los nazis. 
Reitero, desde mi punto de vista esto es absolutamente recha- 
zable. 


En tercer término, aquí se planteó que estamos en plena 
campaña electoral y que por esa razón todos los días tendría- 
mos que discutir este tipo de cuestiones. Es cierto que estamos 
en campaña electoral y que a veces puede haber discusiones 
más fuertes que otras, pero pienso que la expresión del señor 
Presidente de la República sobrepasó absolutamente todos los 
límites. 


Ya estábamos acostumbrados a esto. Cuando el señor Pre- 
sidente de la República estuvo en Nueva York instó a los 
inversores norteamericanos a retirar sus capitales del Uruguay 
si ganaba el Frente Amplio-Encuentro Progresista. Creo que 
esa no es la forma en que debe actuar un Presidente de la 
República, quien debe representar a todos los uruguayos. Pero 
en este caso superó todos los límites. Un Presidente de la 
República de ninguna manera puede comparar ni más ni menos 
que al Frente Amplio con los nazis. 


Se dice que el Presidente de la República brinda todas las 
garantías, pero desde este punto de vista entro a dudar porque 
a sesenta días de las elecciones se da el lujo de decir que uno 
de los movimientos más importantes del Frente Amplio es nazi. 
Entonces, yo no sé -lo digo francamente y muy claro- si llega- 
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do el caso de que el Frente Amplio-Encuentro Progresista gane 
las elecciones, no se le ocurrirá al señor Presidente de la Repú- 
blica decir que no puede entregar el mando a un movimiento 
político donde hay nazis. ¡Cuidado! ¡Cuidado con expresiones 
de esta naturaleza! 


Antes de terminar -porque sé que finalizó el tiempo de que 
dispongo- quiero decir que leí esta noticia el domingo junto a 
una solicitada del Foro Batllista que decía que el Frente Am- 
plio no había votado la Ley de Asignaciones Familiares. El 
primer recuerdo, relacionando los dos hechos, fue Goebbels, el 
ministro nazi de Hitler, quien dijo que una mentira repetida 
muchas veces se puede transformar en verdad. Espero que en 
Uruguay no sigan ocurriendo hechos de esta naturaleza. 


Gracias, señor Presidente. 
SEÑOR RICALDONI.- Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR RICALDONI.- Señor Presidente: creo que este in- 
cidente en realidad no da para mucho más, pero tampoco me 
puedo resistir a la tentación de reflexionar sobre el tema a 
través de la fundamentación de mi voto. 


Considero que sería una buena práctica de higiene el hecho 
de medir las palabras porque, tal como se ha dicho aquí, esta- 
mos hablando ni más ni menos que del señor Presidente de la 
República, el doctor Julio María Sanguinetti. Es la primera vez 
que escucho algunas voces que se levantan no sólo para ensu- 
ciar -utilizo esta palabra porque es así y elijo cuidadosamente 
los términos- sino para distorsionar los hechos, pintando a uno 
de los verdaderos campeones de la democracia uruguaya como 
si fuera alguien que está soslayando la Constitución y poco 
menos que incitando a las crisis institucionales. 


Hace instantes he oído decir: «¡Cuidado!». Me pregunto, 
cuidado de qué, señor Presidente. Estamos hablando del doctor 
Sanguinetti, un doctor Sanguinetti que cuando se nos venía 
encima la crisis institucional de 1973 no fue a ningún lado a 
coquetear con quienes estaban planeando el quiebre institucio- 
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nal. No los estimuló ni pública ni privadamente con ningún 
discurso, con la teoría del golpe bueno y el golpe malo a través 
de la cual terminamos en lo que terminamos. Un doctor San- 
guinetti que durante el período de facto no se fue del país ni 
estuvo buscando apoyos políticos, morales ni materiales fuera 
de fronteras, sino que se quedó a trabajar en el país, decente y 
honestamente como la mayoría de los uruguayos. 


¿Qué es lo que tanto agravia, señor Presidente? Que dijo 
una verdad de a puño, duela o no duela porque, como bien 
señaló el señor Senador Bergstein, la doctrina comunista, en 
sus resultados finales para quienes soportan las cosas, es el 
equivalente al nazismo. Entonces, ¿es necesario recurrir a la 
prueba del nueve para demostrar qué ocurre con el comunismo 
cuando de doctrina se convierte en acción, de acción se con- 
vierte en poder y el poder en partido único sin libertades? 


El señor Senador Pais hablaba de Fidel Castro, y esa es una 
de las pruebas del nueve que podríamos hacer. ¿Y qué pasa 
con Ceausescu y con Stalin? 


¿Qué dijo el doctor Sanguinetti? Dijo una verdad de a puño 
que demuestra que también entre sus obligaciones de gober- 
nante está el saber decir: «Al pan, pan y al vino, vino». 


21) SE LEVANTA LA SESION 
SEÑOR PRESIDENTE.- Se levanta la sesión. 


(Así se hace a la hora 20 y 5 minutos, presidiendo el licen- 
ciado Hugo Fernández Faingold y estando presentes los se- 
ñores Senadores Antognazza, Arismendi, Baráibar, Bergs- 
tein, Carvalho, Couriel, Chiesa, Gandini, Gargano, Irurtia, 
Korzeniak, Millor, Pereyra, Pozzolo, Quarneti, Ricaldoni, 
Sanabria, Sarthou y Segovia.) 
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